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VIII. SENTENCIAS DEL TJUE

I. UNION EUROPEA

1. DIRECTIVA (UE) 2019/983 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO

de 5 de junio de 2019. por la que se modifica la Directiva 2004/37/CE, relativa a la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes carcinógenos o mutágenos durante el trabajo

(Texto pertinente a efectos del EEE).L.64. 20/06/2019

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 153, apartado 2, letra b), en relación con su artículo 153, apartado 1, letra a),

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Previa transmisión del proyecto de texto legislativo a los Parlamentos nacionales,

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (1),

Previa consulta al Comité de las Regiones,

De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario (2),

Considerando lo siguiente:

	(1)
	El cumplimiento del pilar europeo de derechos sociales (3), proclamado por el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión en la Cumbre social en favor del empleo justo y el crecimiento celebrada en Gotemburgo el 17 de noviembre de 2017, constituye un compromiso y una responsabilidad políticos compartidos. El principio 10 del pilar europeo de derechos sociales dispone que los trabajadores tienen derecho a un entorno de trabajo saludable, seguro y adaptado. El derecho de los trabajadores a un elevado nivel de protección de su salud y seguridad en el trabajo y a un entorno de trabajo adaptado a sus necesidades profesionales incluye también la protección contra agentes carcinógenos y mutágenos en el lugar de trabajo, con independencia de la duración del empleo o de la exposición.


	(2)
	La presente Directiva respeta los derechos fundamentales y observa los principios reconocidos en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en particular el derecho a la vida y el derecho a condiciones de trabajo justas y equitativas establecidos, respectivamente, en sus artículos 2 y 31.


	(3)
	La Directiva 2004/37/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (4) tiene por objeto proteger a los trabajadores contra los riesgos para su salud y seguridad relacionados con la exposición a agentes carcinógenos o mutágenos en el lugar de trabajo. En dicha Directiva se establece un nivel uniforme de protección contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes carcinógenos y mutágenos a través de un marco de principios generales que permite que los Estados miembros garanticen la aplicación coherente de los requisitos mínimos. El objetivo de dichos requisitos mínimos es proteger a los trabajadores a escala de la Unión, así como contribuir a reducir las diferencias en los niveles de protección de los trabajadores en toda la Unión y a garantizar la igualdad de condiciones. Unos valores límite de exposición profesional vinculantes constituyen un componente importante de las medidas generales para la protección de los trabajadores que establece la Directiva 2004/37/CE. Dichos valores límite deben basarse en pruebas, ser proporcionados y cuantificables y establecerse a partir de la información de que se dispone, incluidos datos científicos y técnicos actualizados, la viabilidad económica de su aplicación y cumplimiento, una evaluación exhaustiva de las repercusiones socioeconómicas y la disponibilidad de técnicas y protocolos de medición de la exposición en el lugar de trabajo. En estrecha colaboración con los interlocutores sociales, los Estados miembros pueden fijar unos valores límite de exposición profesional vinculantes más estrictos. Además, la Directiva 2004/37/CE no impide a los Estados miembros aplicar medidas adicionales, como un valor límite biológico.


	(4)
	La Directiva 2004/37/CE tiene por objeto regular las sustancias o mezclas que cumplen los criterios para ser clasificadas como carcinógenas o mutágenas de categoría 1A o 1B según se establece en el anexo I del Reglamento (CE) n.o 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo (5), así como las sustancias, mezclas o procesos contemplados en el anexo I de la Directiva 2004/37/CE. Las sustancias que cumplen los criterios para ser clasificadas como carcinógenas o mutágenas de categoría 1A o 1B, según se establece en el anexo I del Reglamento (CE) n.o 1272/2008, son aquellas con una clasificación armonizada o clasificadas de conformidad con los artículos 4 o 36 de dicho Reglamento y notificadas a la Agencia Europea de Sustancias y Mezclas Químicas (ECHA) con arreglo a su artículo 40. Estas sustancias se recogen en el catálogo público de clasificación y etiquetado que gestiona la ECHA. Para incluir cualquier nueva sustancia a la lista de sustancias, mezclas y procedimientos mencionados en el anexo I de la Directiva 2004/37/CE, de conformidad con el artículo 2, letra a), inciso ii), de dicha Directiva, es necesario aportar pruebas científicas sólidas de la carcinogenicidad de la sustancia de que se trate, a partir de fuentes científicas válidas disponibles, como el Comité de Evaluación del Riesgo (CER) de la ECHA, el Centro Internacional de Investigaciones sobre el Cáncer (CIIC) y los organismos nacionales, prestando especial atención a la literatura científica revisada por pares que se haya publicado sobre la sustancia de que se trate.


	(5)
	Los valores límite de exposición profesional forman parte de las medidas de gestión del riesgo de la Directiva 2004/37/CE. Dichos valores límite deben revisarse periódicamente de conformidad con el principio de precaución y el principio de protección de los trabajadores, así como a la luz de datos científicos y técnicos sólidos disponibles sobre agentes carcinógenos y mutágenos. También debe tomarse en consideración la mejora de las técnicas de medición, las medidas de gestión del riesgo y otros factores pertinentes. El cumplimiento de esos valores límite se entiende sin perjuicio de otras obligaciones de los empresarios en virtud de dicha Directiva, en particular la reducción del uso de agentes carcinógenos y mutágenos en el lugar de trabajo, la prevención o reducción de la exposición de los trabajadores a agentes carcinógenos o mutágenos y las medidas que deban aplicarse a tal efecto. Entre ellas deben incluirse, en la medida en que sea técnicamente posible, la sustitución del agente carcinógeno o mutágeno por una sustancia, una mezcla o un procedimiento que no sean peligrosos para la salud de los trabajadores o lo sean en menor grado, la utilización de un sistema cerrado y otras medidas destinadas a reducir el nivel de exposición de los trabajadores.


	(6)
	Los fármacos peligrosos, incluidos los citotóxicos que se utilizan principalmente para el tratamiento del cáncer, podrían tener propiedades genotóxicas, carcinógenas o mutágenas. Por consiguiente, es importante proteger a los trabajadores que están expuestos a dichos fármacos en empleos que implican la preparación, administración o eliminación de fármacos peligrosos, incluidos los citotóxicos; servicios relacionados con la limpieza, el transporte, el lavado de la ropa o la eliminación de residuos de fármacos peligrosos o materiales contaminados por dichos fármacos; o el cuidado personal de pacientes que siguen tratamientos con fármacos peligrosos. Los fármacos peligrosos, incluidos los citotóxicos, son objeto de medidas de la Unión que establecen unos requisitos mínimos para la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores, en particular las que figuran en la Directiva 98/24/CE del Consejo (6). Los fármacos peligrosos que contienen también sustancias que son carcinógenas o mutágenas están sujetos a la Directiva 2004/37/CE. La Comisión debe evaluar cuál es el instrumento más adecuado para garantizar la seguridad en el trabajo de los trabajadores expuestos los fármacos peligrosos, incluidos los citotóxicos. Al hacerlo, no debe ponerse en peligro el acceso de los pacientes a los mejores tratamientos disponibles.


	(7)
	Para la mayoría de los agentes carcinógenos y mutágenos no es científicamente posible determinar niveles por debajo de los cuales la exposición no provoque efectos adversos. Aunque establecer unos valores límite en el lugar de trabajo para los agentes carcinógenos y mutágenos con arreglo a la presente Directiva no elimina por completo los riesgos para la salud y la seguridad de los trabajadores derivados de la exposición a dichos agentes durante el trabajo (riesgo residual), sí contribuye a una reducción significativa de los riesgos derivados de este tipo de exposición, según el enfoque de consecución gradual de los objetivos de la Directiva 2004/37/CE. Para otros agentes carcinógenos y mutágenos sí es posible científicamente determinar unos niveles por debajo de los cuales no se espera que la exposición provoque efectos adversos.


	(8)
	Los niveles máximos de exposición de los trabajadores a algunos agentes carcinógenos o mutágenos se establecen mediante valores que, en virtud de la Directiva 2004/37/CE, no deben superarse.


	(9)
	Con la presente Directiva se refuerza la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores en el lugar de trabajo. La Comisión debe revisar periódicamente la Directiva 2004/37/CE y presentar propuestas legislativas, si procede. Deben establecerse en dicha Directiva nuevos valores límite a la luz de la información de que se dispone, como los nuevos datos científicos y técnicos y las mejores prácticas, técnicas y protocolos basados en pruebas para la medición del nivel de exposición en el lugar de trabajo. De ser posible, dicha información debe incluir datos sobre los riesgos residuales para la salud de los trabajadores, recomendaciones del Comité Científico para los Límites de Exposición Profesional a Agentes Químicos (SCOEL, por las siglas en inglés de «Scientific Committee on Occupational Exposure Limits») y dictámenes del CER, así como dictámenes del Comité Consultivo para la Seguridad y la Salud en el Trabajo (CCSS) y monografías del CIIC. La transparencia de la información es, en ese contexto, una herramienta de prevención que debe garantizarse. La información relativa al riesgo residual es valiosa para cualquier futura labor destinada a limitar los riesgos de la exposición profesional a agentes carcinógenos y mutágenos y debe estar disponible públicamente a escala de la Unión. La presente Directiva sigue las recomendaciones específicas del SCOEL, el CER y el CCSS, cuya importancia se ha puesto de relieve en anteriores modificaciones de la Directiva 2004/37/CE.


	10)
	Asimismo, a la luz de los datos científicos, es preciso considerar vías de absorción de todos los agentes carcinógenos y mutágenos distintas a la inhalación, incluida la posibilidad de la absorción cutánea y, en tales casos, atribuir una observación «piel» a las sustancias pertinentes, para garantizar el mejor nivel posible de protección. Las modificaciones del anexo III de la Directiva 2004/37/CE que se contemplan en la presente Directiva constituyen un paso más en un proceso a más largo plazo iniciado para actualizar dicha Directiva.


	(11)
	La evaluación de los efectos sobre la salud de los agentes carcinógenos objeto de la presente Directiva se basó en los conocimientos científicos pertinentes del SCOEL y del CER.


	(12)
	El SCOEL, creado por la Decisión 2014/113/UE de la Comisión (7), asiste a la Comisión, en particular identificando, evaluando y analizando en detalle los últimos datos científicos disponibles y proponiendo valores límite de exposición profesional para la protección de los trabajadores contra los riesgos químicos, que deben fijarse a escala de la Unión, con arreglo a las Directivas 98/24/CE y 2004/37/CE.


	(13)
	De conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo (8), el CER elabora dictámenes de la ECHA relativos a los riesgos de las sustancias químicas para la salud humana y el medio ambiente. En el contexto de la presente Directiva, el CER elaboró su dictamen conforme a lo solicitado en virtud del artículo 77, apartado 3, letra c), de dicho Reglamento.


	(14)
	La campaña de 2018-2019 «Trabajos saludables: alerta frente a sustancias peligrosas» es un buen ejemplo de la manera en que la Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo (EU-OSHA) puede apoyar la aplicación de la legislación en materia de salud y seguridad en el trabajo a escala de la Unión. Es conveniente que la EU OSHA colabore estrechamente con los Estados miembros para proporcionar información personalizada y ejemplos de buenas prácticas a los trabajadores que estén en contacto con determinadas sustancias, destacando los avances políticos y el marco legislativo vigente.


	(15)
	El cadmio y muchos de sus compuestos inorgánicos cumplen los criterios para ser clasificados como agentes carcinógenos (de categoría 1B) de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1272/2008, por lo que son carcinógenos en el sentido de la Directiva 2004/37/CE. En consecuencia, procede establecer, a partir de la información de que se dispone, como los datos científicos y técnicos, un valor límite para el cadmio y sus compuestos inorgánicos en dicha Directiva. Además, en virtud del artículo 57, letra a), del Reglamento (CE) n.o 1907/2006, se determinó que el cadmio, el nitrato de cadmio, el hidróxido de cadmio y el carbonato de cadmio eran sustancias extremadamente preocupantes y se incluyeron en la lista de posibles sustancias a la que hace referencia el artículo 59, apartado 1, de dicho Reglamento.


	(16)
	En lo que respecta al cadmio, es previsible que vaya a ser difícil cumplir a corto plazo con el valor límite de 0,001 mg/m3. Por lo tanto, procede establecer un período transitorio de ocho años durante el cual se aplique el valor límite de 0,004 mg/m3(fracción inhalable). Con miras a proteger las expectativas legítimas y para evitar posibles perturbaciones en las prácticas existentes en los Estados miembros en los que, en la fecha de la entrada en vigor de la presente Directiva, se aplique un sistema de control biológico con un valor límite biológico inferior o igual a 0,002 mg Cd/g de creatinina en la orina, debe medirse, durante el período transitorio, el valor límite de 0,004 mg/m3 como una fracción respirable, a la luz de los dictámenes del SCOEL y el CCSS sobre el cadmio y sus compuestos inorgánicos.


	(17)
	A partir de fuentes científicas válidas disponibles, como las que proporcionan el SCOEL, el CER y los organismos nacionales pertinentes, a más tardar tres años a partir de la entrada en vigor de la presente Directiva, la Comisión debe evaluar la opción de modificar la Directiva 2004/37/CE añadiendo disposiciones con una combinación de un límite de exposición ambiental y un valor límite biológico para el cadmio y sus compuestos inorgánicos.


	(18)
	El establecimiento de un valor límite biológico para el cadmio y sus compuestos inorgánicos protegería a los trabajadores contra su toxicidad sistémica, que afecta ante todo a los riñones y los huesos. Así pues, el control biológico puede contribuir a la protección de los trabajadores en el lugar de trabajo, pero solo como un medio para complementar el seguimiento de la concentración de cadmio y sus compuestos inorgánicos en el aire y, por lo tanto, en la zona de respiración de los trabajadores. La Comisión debe publicar directrices prácticas para el control biológico.


	(19)
	El berilio y la mayoría de los compuestos inorgánicos del berilio cumplen los criterios para ser clasificados como agentes carcinógenos (de categoría 1B) de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1272/2008, por lo que son carcinógenos en el sentido de la Directiva 2004/37/CE. Se sabe que el berilio, además de tener propiedades carcinógenas, provoca beriliosis crónica y sensibilización al berilio. Por ello, a partir de la información de que se dispone, incluidos datos científicos y técnicos, procede establecer un valor límite para el berilio y los compuestos inorgánicos del berilio en dicha Directiva y asignar una observación «sensibilización cutánea y respiratoria».


	(20)
	En lo que respecta al berilio, es previsible que resulte difícil cumplir a corto plazo el valor límite de 0,0002 mg/m3 en algunos sectores. Por lo tanto, procede i establecer un período transitorio de siete años durante el cual se aplique el valor límite de 0,0006 mg/m3.


	(21)
	El ácido arsénico y sus sales, así como la mayoría de los compuestos inorgánicos del arsénico, cumplen los criterios para ser clasificados como agentes carcinógenos (de categoría 1A) de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1272/2008, por lo que son carcinógenos en el sentido de la Directiva 2004/37/CE. En consecuencia, procede establecer, a partir de la información de que se dispone, como los datos científicos y técnicos, un valor límite para el ácido arsénico y sus sales, así como los compuestos inorgánicos del arsénico, en dicha Directiva. Además, el ácido arsénico, el pentaóxido de diarsénico y el trióxido de diarsénico están identificados como sustancias extremadamente preocupantes en virtud del artículo 57, letra a), del Reglamento (CE) n.o 1907/2006, y se incluyen en el anexo XIV de dicho Reglamento, por lo que se exige una autorización para su uso.


	(22)
	En lo que respecta al ácido arsénico, es previsible que resulte difícil cumplir el valor límite de 0,01 mg/m3 en el sector de la fundición de cobre, por lo que debe establecerse un período transitorio de cuatro años.


	(23)
	El formaldehído cumple los criterios para ser clasificado como agente carcinógeno (de categoría 1B) de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1272/2008, por lo que es un carcinógeno en el sentido de la Directiva 2004/37/CE. El formaldehído es un agente carcinógeno genotóxico de acción local y hay suficientes pruebas científicas que demuestran su carcinogenicidad para los seres humanos. El formaldehído es también un alérgeno de contacto cutáneo (sensibilizante cutáneo). Por lo tanto, a partir de la información de que se dispone, incluidos datos científicos y técnicos, procede establecer en la referida Directiva un valor límite a largo y corto plazo para el formaldehído y asignarle una observación «sensibilización cutánea». Además, a petición de la Comisión, la ECHA también está recopilando la información existente para evaluar la posible exposición al formaldehído y los liberadores de formaldehído en el lugar de trabajo, lo cual incluye los usos industriales y profesionales.


	(24)
	Los fijadores de formaldehído se utilizan habitualmente en el sector sanitario en toda la Unión dada su fácil manipulación, su alto grado de exactitud y su extrema capacidad de adaptación. Es previsible que, en algunos Estados miembros, le resulte difícil al sector sanitario cumplir, a corto plazo, el valor límite de 0,37 mg/m3 o 0,3 ppm. Por lo tanto, debe establecerse para ese sector un período transitorio de cinco años durante el cual se aplique el valor límite de 0,62 mg/m3 o 0,5 ppm. No obstante, el sector sanitario debe minimizar la exposición al formaldehído, y se le anima a respetar, siempre que sea posible, el valor límite de 0,37 mg/m3 o 0,3 ppm durante el período transitorio.


	(25)
	En algunos Estados miembros se utiliza formaldehído habitualmente para fines de embalsamamiento, como parte de las prácticas culturales o religiosas de las personas fallecidas. Es previsible que al sector funerario le resulte difícil cumplir, a corto plazo, el valor límite de 0,37 mg/m3 o 0,3 ppm. Por lo tanto, procede establecer para el sector un período transitorio de cinco años durante el cual se aplique el valor límite de 0,62 mg/m3 o 0,5 ppm.


	(26)
	A fin de aportar una mayor claridad, se han introducido en la presente Directiva observaciones «sensibilización» relativas al berilio y al formaldehído. Al establecer dichas observaciones durante la actualización de la Directiva 2004/37/CE, debe garantizarse la coherencia con el Derecho de la Unión aplicable. Para ello, cuando proceda, puede resultar necesario añadir observaciones «sensibilización» relativas a sustancias que ya disponen de un epígrafe específico en el anexo III de dicha Directiva.


	(27)
	La 4,4′-metilenbis (2 cloroanilina) (MOCA) cumple los criterios para ser clasificada como agente carcinógeno (de categoría 1B) de conformidad con el Reglamento (CE) n.o 1272/2008, por lo que es un carcinógeno en el sentido de la Directiva 2004/37/CE. Su carcinogenicidad, junto con sus evidentes características genotóxicas, ha permitido clasificar esta sustancia como carcinógena para las personas. Se determinó la posibilidad de una absorción cutánea importante para la MOCA. Por lo tanto, procede establecer un valor límite para la MOCA y asignarle una observación «piel». Además, se identificó como una sustancia extremadamente preocupante en virtud del artículo 57, letra a), del Reglamento (CE) n.o 1907/2006 y se incluyó en el anexo XIV de dicho Reglamento, por lo que se exige una autorización para su comercialización o uso. A partir de la información de que se dispone, como los datos científicos y técnicos, es posible determinar un valor límite para la MOCA.


	(28)
	La Comisión ha consultado al CCSS. También ha llevado a cabo una consulta en dos fases a las organizaciones patronales y sindicales a escala de la Unión de conformidad con el artículo 154 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. El CCSS ha emitido dictámenes respecto de las sustancias reguladas por la presente Directiva y ha propuesto un valor límite de exposición profesional vinculante para cada una de ellas, respaldando las observaciones pertinentes para algunas de ellas.


	(29)
	Los valores límite establecidos en la presente Directiva se revisarán y examinarán periódicamente para garantizar la coherencia con el Reglamento (CE) n.o 1907/2006, en particular para tener en cuenta la interacción entre los valores límite establecidos en la Directiva 2004/37/CE y los niveles sin efecto derivado para sustancias químicas peligrosas en el marco de dicho Reglamento, con el fin de proteger eficazmente a los trabajadores.


	(30)
	Dado que el objetivo de la presente Directiva, a saber, la protección de los trabajadores contra los riesgos para su seguridad y su salud, incluida la prevención de tales riesgos, derivados o que puedan derivarse de la exposición durante el trabajo a agentes carcinógenos o mutágenos, no puede ser alcanzado de manera suficiente por los Estados miembros, sino que, debido a sus dimensiones y efectos, puede lograrse mejor a escala de la Unión, esta puede adoptar medidas, de acuerdo con el principio de subsidiariedad establecido en el artículo 5 del Tratado de la Unión Europea. De conformidad con el principio de proporcionalidad establecido en el mismo artículo, la presente Directiva no excede de lo necesario para alcanzar dicho objetivo.


	(31)
	Al aplicar la presente Directiva, los Estados miembros deben evitar establecer trabas de carácter administrativo, financiero y jurídico que obstaculicen la creación y el desarrollo de pequeñas y medianas empresas (pymes). A este respecto, se anima a los Estados miembros y a los organismos pertinentes a escala nacional y de la Unión a ofrecer incentivos, orientación y asesoramiento a las microempresas y pequeñas y medianas empresas para facilitar el cumplimiento de lo establecido en la presente Directiva. En este contexto, se acogen con beneplácito las orientaciones de los interlocutores sociales, así como los acuerdos u otras acciones conjuntas con ellos que permitan determinar y elaborar las mejores prácticas.


	(32)
	Dado que la presente Directiva se refiere a la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores en el lugar de trabajo, debe transponerse en el plazo de dos años a partir de la fecha de su entrada en vigor.


	(33)
	Procede, por tanto, modificar la Directiva 2004/37/CE en consecuencia.


HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1

La Directiva 2004/37/CE se modifica como sigue:

	1)
	En el artículo 18 bis, se añaden los párrafos siguientes:

«A más tardar el 11 de julio de 2022 la Comisión evaluará la opción de modificar la presente Directiva para incluir disposiciones relativas a una combinación de un límite de exposición profesional ambiental con un valor límite biológico para el cadmio y sus compuestos inorgánicos.

A más tardar 30 de junio de 2020, la Comisión debe evaluar, teniendo en cuenta los últimos avances de los conocimientos científicos y tras celebrar las consultas adecuadas con los agentes correspondientes, en particular a los profesionales de la salud y de los servicios sanitarios, la opción de modificar la presente Directiva para incluir los fármacos peligrosos, incluidos los citotóxicos, o proponer un instrumento más adecuado para garantizar la seguridad en el trabajo de los trabajadores expuestos a dichos fármacos. Sobre esta base, y previa consulta a las organizaciones patronales y sindicales, la Comisión presentará, en su caso, una propuesta legislativa.».


	2)
	El anexo III se modifica de conformidad con el anexo de la presente Directiva.


Artículo 2

1.   Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a más tardar el 11 de julio de 2021. Informarán de ello inmediatamente a la Comisión.

Cuando los Estados miembros adopten dichas medidas, estas incluirán una referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia.

2.   Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva.

Artículo 3

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.

Artículo 4

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros.

Hecho en Bruselas, el 5 de junio de 2019.

Por el Parlamento Europeo
El Presidente
A. TAJANI

Por el Consejo
El Presidente
G. CIAMBA



(1)  DO C 440 de 6.12.2018, p.145.

(2)  Posición del Parlamento Europeo de 27 de marzo de 2019 (pendiente de publicación en el Diario Oficial) y Decisión del Consejo de 21 de mayo de 2019.

(3)  DO C 428 de 13.12.2017, p. 10.

(4)  Directiva 2004/37/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes carcinógenos o mutágenos durante el trabajo (Sexta Directiva específica con arreglo al apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 89/391/CEE del Consejo)

(DO L 158 de 30.4.2004, p. 50).

(5)  Reglamento (CE) n.o 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas, y por el que se modifican y derogan las Directivas 67/548/CEE y 1999/45/CE y se modifica el Reglamento (CE) n.o 1907/2006 (DO L 353 de 31.12.2008, p. 1)

(6)  Directiva 98/24/CE del Consejo, de 7 de abril de 1998, relativa a la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con los agentes químicos durante el trabajo (decimocuarta Directiva específica con arreglo al apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 89/391/CEE) (DO L 131 de 5.5.1998, p. 11).

(7)  Decisión 2014/113/UE de la Comisión, de 3 de marzo de 2014, por la que se crea el Comité Científico para los Límites de Exposición Profesional a Agentes Químicos y por la que se deroga la Decisión 95/320/CE de la Comisión (DO L 62 de 4.3.2014, p. 18).

(8)  Reglamento (CE) n.o 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH), por el que se crea la Agencia Europea de Sustancias y Preparados Químicos, se modifica la Directiva 1999/45/CE y se derogan el Reglamento (CEE) n.o 793/93 del Consejo y el Reglamento (CE) n.o 1488/94 de la Comisión así como la Directiva 76/769/CEE del Consejo y las Directivas 91/155/CEE, 93/67/CEE, 93/105/CE y 2000/21/CE de la Comisión (DO L 396 de 30.12.2006, p. 1).



ANEXO

En el anexo III, punto A de la Directiva 2004/37/CE, se añaden las siguientes filas:

	Denominación del agente
	N.oCE (1)
	N.oCAS (2)
	Valores límite
	Observación
	Medidas transitorias

	
	
	
	8 horas (3)
	De corta duración (4)
	
	

	
	
	
	mg/m3(5)
	ppm (6)
	f/ml (7)
	mg/m3(5)
	ppm (6)
	f/ml (7)
	
	

	«Cadmio y sus compuestos inorgánicos
	—
	—
	0,001 (1)
	—
	—
	—
	—
	—
	 
	Valor límite 0,004 mg/m3  (2) hasta el 11 de julio de 2027.

	Berilio y compuestos inorgánicos del berilio
	—
	—
	0,0002 (1)
	—
	—
	—
	—
	—
	sensibilización cutánea y respiratoria (3)
	Valor límite 0,0006 mg/m3hasta el 11 de julio de 2026.

	Ácido arsénico y sus sales, así como compuestos inorgánicos del arsénico
	—
	—
	0,01 (1)
	—
	—
	—
	—
	—
	—
	Para el sector de la fundición de cobre, el valor límite se aplicará el 11 de julio de 2023.

	Formaldehído
	200-001-8
	50-00-0
	0,37
	0,3
	—
	0,74
	0,6
	—
	sensibilización cutánea (4)
	Valor límite 0,62 mg/m3 o 0,5ppm (3) para los sectores de la asistencia sanitaria, funerario y del embalsamamiento hasta el 11 de julio de 2024.

	4,4′-metilenbis(2 cloroanilina)
	202-918-9
	101-14-4
	0,01
	—
	—
	—
	—
	—
	piel (10)
	 




(1)  Fracción inhalable.

(2)  Fracción inhalable. Fracción respirable en aquellos Estados miembros en los que, en la fecha de la entrada en vigor de la presente Directiva, se aplique un sistema de control biológico con un valor límite biológico inferior o igual a 0,002 mg Cd/g de creatinina en orina.

(3)  La sustancia puede provocar sensibilización cutánea y de las vías respiratorias,

(4)  La sustancia puede provocar sensibilización cutánea.».

II. NORMAS  LABORALES Y DE SEGURIDAD SOCIAL
1. Resolución de 24 de mayo de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Fundación General de la Universidad Complutense de Madrid y el Consejo Económico y Social de España, para la organización del curso "El futuro de la negociación colectiva" (BOE 11-6-2019). 
2. Resolución de 29 de mayo de 2019, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por la que se modifica el ámbito territorial de unidades de recaudación ejecutiva de la Seguridad Social en la Dirección Provincial de Madrid (BOE 12-6-2019). 
3. Resolución de 3 de junio de 2019, de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se acuerda la suspensión de la Resolución de 5 de abril de 2019, por la que se establece el procedimiento para la aplicación de la exención en el pago de aranceles registrales, en virtud de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización (BOE 14-6-2019).
4. Resolución de 11 de junio de 2019, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se publica el cuarto Acuerdo de encomienda de gestión a la Universidad Nacional de Educación a Distancia, para realizar actuaciones de acreditación e inscripción de entidades y centros de formación en la modalidad de teleformación, y para efectuar actuaciones de seguimiento de las acciones formativas de formación profesional para el empleo impartidas en la modalidad de teleformación en el ámbito competencial del Servicio Público de Empleo Estatal y de las comunidades autónomas que se adhieran al mismo (BOE 14-6-2019). 
5. Resolución de 31 de mayo de 2019, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal en Alicante, por la que se crea y regula la Mesa de Contratación y se designa a sus miembros (BOE 15-6-2019).
6. Resolución de 3 de junio de 2019, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal de Murcia, por la que se crea y regula la Mesa de Contratación y se designa a sus miembros (BOE 15-6-2019). 
7. Resolución de 4 de junio de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con la Compañía de Seguros Ucraniana "Krayina", sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en la circunscripción consular de Ucrania que carezcan de recursos suficientes (BOE 17-6-2019). 

8. Resolución de 4 de junio de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el Instituto Social de la Marina (BOE 17-6-2019).

9. Resolución de 27 de mayo de 2019, del Instituto Social de la Marina, por la que se homologa para la impartición de formación sanitaria específica inicial en sus modalidades estable e itinerante, así como sus actualizaciones, al centro Fuego y Mar, Formación Integral (BOE 17-6-2019).
10. Orden TMS/667/2019, de 5 de junio, por la que se crea el Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social (BOE 19-6-2019).
TEXTO ORIGINAL

La lucha contra el fraude constituye un elemento esencial para garantizar la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social.

La coordinación de las actuaciones de los organismos e instituciones implicados en esta labor y la puesta en marcha de medidas que resulten de una actuación participada contribuyen en gran parte a evitar conductas irregulares y dan una mayor credibilidad al sistema.

La creación de un Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social tiene su antecedente en el denominado Observatorio del fraude social, cuya actividad se inició en el año 2006 por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para el análisis y corrección de las irregularidades en materia laboral y de Seguridad Social, recogiéndose sus propuestas en los planes de objetivos conjuntos correspondientes de años posteriores.

En el artículo 3 del Real Decreto 1314/1984, de 20 de junio, por el que se regula la estructura y competencias de la Tesorería General de la Seguridad Social, se atribuye a la Dirección General de este servicio común competencias para el desarrollo de programas de lucha contra el fraude.

De acuerdo con ello, la Tesorería General de la Seguridad está desarrollando en el ámbito de sus competencias un proyecto de lucha contra el fraude a la Seguridad Social para su prevención durante la gestión de la afiliación, la cotización y la recaudación, así como su detección precoz para evitar y corregir el acceso a las prestaciones del sistema de la Seguridad Social de forma indebida, llevando a cabo una planificación estratégica de todas estas actuaciones y un continuo seguimiento y control de resultados.

La finalidad que se pretende conseguir con la creación del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social es la recuperación de los recursos del sistema de la Seguridad Social que se pierden en la actualidad por incumplimientos de las obligaciones en esta materia y por conductas irregulares, así como el reforzamiento de la confianza y sostenibilidad de dicho sistema.

En este aspecto, la actividad desplegada en los últimos años para el control y la corrección de comportamientos irregulares en la percepción de beneficios y prestaciones de Seguridad Social debe de continuar con una perspectiva integral y especializada.

El observatorio se crea como un órgano de participación y recogida de información, que se complementa con la posibilidad de realizar estudios y análisis de datos para la formalización de propuestas de actuación preventivas y de corrección de fraude, así como, para la evaluación y difusión de los resultados.

De conformidad con lo que antecede, en base a lo establecido en el artículo 22 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, esta orden responde a la voluntad de crear un Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social, como medida de mejora de los instrumentos que ya existen de colaboración y coordinación en el ámbito de actuación de la identificación y corrección de situaciones de irregularidad y de fraude al sistema de la Seguridad Social.

De acuerdo con ello, esta orden se atiene a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, la norma es respetuosa con los principios de necesidad, eficacia y proporcionalidad, en tanto que con ella se persigue el fin pretendido, que es la creación del citado observatorio con el objetivo de recuperar los recursos del sistema que se pierden por los incumplimientos de las obligaciones en esta materia y reforzar su sostenibilidad, constituyendo el instrumento más adecuado para garantizar su consecución, ya que contiene la regulación imprescindible para atender las necesidades que pretende cubrir, no tratándose de una norma restrictiva de derechos.

Asimismo, la iniciativa es coherente con el resto del ordenamiento jurídico tanto nacional como de la Unión Europea, sus objetivos se encuentran claramente definidos y no impone cargas administrativas, cumpliendo con los principios de seguridad jurídica y eficiencia, puesto que se integra de manera coherente con el resto del ordenamiento del sistema de la Seguridad Social, generando un marco normativo estable, predecible, integrado y claro en el ámbito de la Administración de la Seguridad Social para la lucha contra el fraude en esta materia.

Finalmente, la orden es respetuosa con el principio de transparencia, al cumplirse en el presente caso con lo establecido al respecto en los artículos 19 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, para la creación y constitución de órganos colegiados en la Administración General del Estado.

Esta orden se dicta en uso de las atribuciones conferidas en el apartado 1 del artículo 22 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, en el que se establece que los órganos colegiados podrán ser creados por el ministerio interesado en su existencia.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Política Territorial y Función Pública, dispongo:

Objeto. Artículo 1.

Esta orden tiene por objeto la creación y regulación del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social.

Naturaleza jurídica. Artículo 2.

El Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social se constituye como un órgano de participación para el estudio y formulación de propuestas de actuación en la lucha contra el fraude a la Seguridad Social, evaluación de sus resultados, así como, su difusión y sensibilización. 1.

Este observatorio será un instrumento de cooperación y colaboración entre la Tesorería General de la Seguridad Social, el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el Instituto Social de la Marina, el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social y las organizaciones sindicales y empresariales más representativas en el ámbito estatal o provincial, según el caso, en materia de prevención, detección y corrección del fraude al sistema de la Seguridad Social. 2.

El observatorio se configura como órgano colegiado y se integra en la Tesorería General de la Seguridad Social, dependiendo directamente de su Dirección General.

Objetivos. Artículo 3.

El Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social tiene como objetivos:

Impulsar acciones y mecanismos que mejoren la prevención, detección y corrección del fraude en el ámbito del sistema de la Seguridad Social. a)

Proponer la realización de estudios y análisis de datos en el ámbito de la afiliación, cotización y recaudación para identificar posibles conductas irregulares y de fraude, con especial atención a las que tengan repercusión en la percepción de beneficios y prestaciones del sistema de la Seguridad Social de una forma indebida. b)

Promover acciones y medidas dirigidas a la prevención del fraude a la Seguridad Social derivadas de los estudios de comportamiento y análisis de los datos disponibles. c)

Proponer actuaciones de control e inspectoras específicas, así como acciones a incorporar en los planes de objetivos conjuntos entre la Tesorería General de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. d)

Realizar el seguimiento de las acciones emprendidas, de los resultados que se obtengan y de los recursos invertidos. e)

Divulgar el resultado de las actuaciones realizadas, así como sensibilizar sobre la necesidad de cumplir con las obligaciones frente a la Seguridad Social. f)

Potenciar la elaboración de iniciativas y propuestas de modificación normativa para la prevención del fraude. g)

Elaborar un informe anual en el que se recoja la valoración-evaluación de la situación del fraude a la Seguridad Social, procediendo a su divulgación. h)

Funciones. Artículo 4.

Al observatorio le corresponde desarrollar las siguientes funciones:

Coordinación, impulso, planificación y lanzamiento de iniciativas dentro de su ámbito de actuación: análisis concretos, propuestas de colaboración y organización de dinámicas de trabajo. a)

Análisis y explotación de la información disponible, optimizando la utilización de las herramientas informáticas disponibles a efectos de la prevención y la lucha contra el fraude. b)

Análisis de aquellas actuaciones y comportamientos que pudieran revestir carácter fraudulento, que no figuren incluidas en el plan anual de objetivos conjuntos entre la Tesorería General de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a efectos de considerar la conveniencia de su inclusión en el mismo o de la actuación de oficio por las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social. c)

Establecimiento de estándares de actuación y protocolos que guíen de forma homogénea las nuevas actuaciones inspectoras y, en su caso, las actuaciones de oficio de la Tesorería General de la Seguridad Social, del Instituto Nacional de la Seguridad Social y del Instituto Social de la Marina. d)

Estudio y/o proposición de mecanismos de colaboración o cooperación que permitan impulsar o profundizar en medidas de prevención y descubrimiento del fraude a la Seguridad Social. e)

Realización del seguimiento de las actuaciones emprendidas en términos de resultados obtenidos y recursos invertidos, con el fin de obtener información para identificación de futuros objetivos y actuaciones. f)

Análisis de la normativa vigente, con objeto de evitar resquicios legales al fraude, así como el impacto de posibles modificaciones y novedades normativas. g)

Divulgación de los resultados, tanto de la actuación conjunta de la Tesorería General de la Seguridad Social con el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, como de la actuación realizada por los actores del observatorio. h)

Funcionamiento del observatorio. Artículo 5.

El Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social funcionará en pleno y en comisiones provinciales. 1.

El observatorio ajustará su funcionamiento a las normas aplicables a los órganos colegiados de la Administración General del Estado. 2.

Pleno. Artículo 6.

El pleno del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social tendrá la siguiente composición: 1.

Presidente: El pleno estará presidido por el titular de la Dirección General de la Tesorería General de la Seguridad Social. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, el presidente del pleno será sustituido por el titular de la Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario de la Tesorería General de la Seguridad Social. 1.º)

Secretario: Las funciones de secretaría del observatorio serán desempeñadas por el titular de la Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario de la Tesorería General de la Seguridad Social. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, el secretario del pleno será sustituido por el titular adjunto de la Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario de la Tesorería General de la Seguridad Social. 2.º)

En el supuesto de que el titular de la citada Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario sustituya al presidente, actuará en calidad de secretario el titular adjunto de la Subdirección General de Recaudación en Periodo Voluntario de la Tesorería General de la Seguridad Social.

El secretario asistirá a las reuniones con voz pero sin voto, salvo cuando ostente este cargo un miembro del pleno del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social.

Vocales: Formarán parte del pleno catorce vocales con la siguiente distribución: 3.º)

Dos representantes de la Tesorería General de la Seguridad Social. a)

Dos representantes del Instituto Nacional de Seguridad Social. b)

Dos representantes del Instituto Social de la Marina. c)

Dos representantes del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. d)

Dos representantes del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. e)

Dos representantes de los sindicatos más representativos de ámbito estatal. f)

Dos representantes de las asociaciones empresariales más representativas de ámbito estatal. g)

Los representantes de las administraciones públicas serán nombrados por el presidente del pleno a propuesta del titular de la respectiva entidad y organismo citados.

Los representantes de las organizaciones sindicales y empresariales serán designados, igualmente, por el presidente del pleno, a propuesta de la respectiva organización.

Para el caso de vacante, ausencia o enfermedad, podrán ser propuestos suplentes que serán nombrados de igual forma que los titulares.

A las reuniones del pleno del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social podrán asistir y participar puntualmente, bajo invitación de su presidente, en función de los temas objeto de estudio o análisis, representantes de otras entidades, organizaciones u organismos cuya actividad tenga repercusión en el régimen 2. económico del sistema de la Seguridad Social, así como otros representantes de las organizaciones sindicales, empresariales y asociaciones profesionales, y personas físicas o jurídicas cuya aportación se considere necesaria o relevante.

El pleno del Observatorio de lucha contra el fraude a la Seguridad Social se reunirá, en sesión ordinaria, al menos, dos veces al año y, en sesión extraordinaria, a iniciativa del presidente o cuando lo solicite una tercera parte de sus miembros. 3.

Comisiones provinciales. Artículo 7.

En el ámbito de cada dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social se constituirá una comisión de carácter permanente con la siguiente composición: 1.

Presidente: El presidente de la comisión será el titular de la dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social. 1.º)

En caso de vacante, ausencia o enfermedad, será sustituido por el titular de la subdirección provincial competente en materia de recaudación en periodo voluntario.

Secretario: Las funciones de secretaría de la comisión permanente provincial del observatorio serán desempeñadas por el titular de la subdirección provincial competente en materia de recaudación en periodo voluntario de la Tesorería General de la Seguridad Social. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, será sustituido por el secretario provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social. 2.º)

En el supuesto de que el titular de la subdirección provincial competente en materia de recaudación en periodo voluntario sustituya al presidente, actuará en calidad de secretario de la comisión provincial el secretario provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social.

El secretario asistirá a las reuniones con voz pero sin voto, salvo cuando ostente este cargo un miembro de la comisión provincial del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social.

Vocales: La comisión contará con los siguientes vocales: 3.º)

Dos representantes de la dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social. a)

Dos representantes de la dirección provincial del Instituto Nacional de Seguridad Social. b)

Un representante de la dirección provincial del Instituto Social de la Marina, en su caso. c)

Dos representantes de la jefatura provincial de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. d)

Dos representantes del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. En aquellas provincias en las que el número de letrados adscritos al Servicio Jurídico Delegado Provincial no permita la designación de dos representes, podrá designarse uno solo. e)

Dos representantes de los sindicatos más representativos en el ámbito provincial. f)

Dos representantes de las asociaciones empresariales más representativas en el ámbito provincial. g)

Los representantes de las administraciones públicas serán nombrados por el presidente de la comisión a propuesta del titular de la respectiva dirección provincial o asimilado, salvo los representantes del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social, que serán nombrados a propuesta de la Dirección del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social.

Los representantes de las organizaciones sindicales y empresariales serán designados igualmente por el presidente de la comisión, a propuesta de la respectiva organización.

Para el caso de vacante, ausencia o enfermedad, podrán ser propuestos suplentes que serán nombrados de igual forma que los titulares.

A las reuniones de las comisiones provinciales podrán asistir y participar puntualmente, bajo invitación de su presidente y en función de los temas objeto de estudio o análisis, representantes de otras entidades, organizaciones u organismos representativos en el ámbito provincial cuya actividad tenga repercusión en el régimen económico del sistema de la Seguridad Social, así como otros representantes de las organizaciones sindicales, empresariales y asociaciones profesionales, y personas físicas o jurídicas cuya aportación se considere necesaria o relevante. 2.

Las comisiones provinciales celebrarán, al menos, cuatro sesiones ordinarias al año, y podrán reunirse en sesión extraordinaria siempre que las convoque la presidencia por propia iniciativa o a petición de un tercio de sus miembros. 3.

Las comisiones provinciales informarán periódicamente al pleno de sus reuniones, acuerdos y resultados y, en todo caso, con ocasión de la celebración de las reuniones del pleno. Asimismo, elevarán al pleno, para su consideración, las propuestas y conclusiones resultantes de su actividad, trabajos y reuniones.

Grupos de trabajo. Artículo 8.

El Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social podrá acordar la creación de grupos de trabajo monográficos en el seno del pleno o de las comisiones provinciales.

Los grupos de trabajo se constituirán de forma permanente o temporal, según se acuerde en el momento de su creación. El acuerdo de creación de cada grupo de trabajo deberá especificar su composición, las funciones que se le encomiendan y, en su caso, el plazo para su consecución.

Medios personales y materiales. Disposición adicional única.

La Tesorería General de la Seguridad Social atenderá, con cargo a sus actuales medios personales y materiales, la constitución y funcionamiento del nuevo órgano colegiado, sin que se pueda generar, en ningún caso, aumento de las dotaciones presupuestarias.

Constitución del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social. Disposición final primera.

Tanto el pleno como las comisiones provinciales del Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social se constituirán en un plazo no superior a tres meses desde la entrada en vigor de esta orden.

Entrada en vigor. Disposición final segunda.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 5 de junio de 2019.–La Ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, Magdalena Valerio Cordero.
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11. Resolución de 18 de junio de 2019, de la Secretaría de Estado de Migraciones, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de junio de 2019, por el que se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar la residencia temporal de menores y la estancia de los monitores, de origen saharaui, en España en el marco del Programa "Vacaciones en Paz 2019" (BOE 19-6-2019).
12. Resolución de 5 de junio de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Generalitat de Catalunya, para la realización de actuaciones conjuntas en relación con los trabajadores afectos de patologías derivadas de la utilización laboral del amianto (BOE 21-6-2019).
13. Resolución de 11 de junio de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Comunidad de Castilla y León, para la realización de actuaciones conjuntas en relación con los trabajadores afectos de patologías derivadas de la utilización laboral del amianto (BOE 21-6-2019).

14. Corrección de errores de la Orden TMS/283/2019, de 12 de marzo, por la que se regula el Catálogo de Especialidades Formativas en el marco del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral (BOE 22-6-2019).
15. Orden PCI/693/2019, de 18 de junio, por la que se actualizan, de acuerdo con el Real Decreto 817/2014, de 26 de septiembre, determinadas cualificaciones profesionales de la familia profesional agraria, recogidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, establecidas por Real Decreto 1228/2006, de 27 de octubre; Real Decreto 665/2007, de 25 de mayo; Real Decreto 108/2008, de 1 de febrero; Real Decreto 1179/2008, de 11 de julio; Real Decreto 715/2010, de 28 de mayo, y Real Decreto 563/2011, de 20 de abril (BOE 26-6-2019). 
16. Orden PCI/694/2019, de 18 de junio, por la que se actualizan, de acuerdo con el Real Decreto 817/2014, de 26 de septiembre, determinadas cualificaciones profesionales de la familia profesional Industrias Extractivas, recogidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, establecidas por el Real Decreto 1087/2005, de 16 de septiembre, por el que se establecen nuevas cualificaciones profesionales, que se incluyen en el Catálogo nacional de cualificaciones profesionales, así como sus correspondientes módulos formativos, que se incorporan al Catálogo modular de formación profesional, y se actualizan determinadas cualificaciones profesionales de las establecidas por el Real Decreto 295/2004, de 20 de febrero (BOE  26-6-2019) 
III. CONVENIOS COLECTIVOS
1.Resolución de 23 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican la revisión salarial y tablas salariales definitivas para 2018 y provisionales para 2019 del Convenio colectivo general de ámbito estatal para el sector de entidades de seguros, reaseguros y mutuas colaboradoras con la Seguridad Social (BOE 3-6-2019). 
2. Resolución de 23 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de T-Systems ITC Iberia, SAU (BOE 3-6-2019).

3. Resolución de 23 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la actualización salarial para 2017, 2018 y 2019 del VI Convenio colectivo general de ámbito nacional para el sector de aparcamientos y garajes (BOE 3-6-2019) . 
4. Resolución de 24 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el V Convenio colectivo para la acuicultura marina nacional (BOE 5-6-2019).

5. Resolución de 24 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales definitivas para 2018 y las provisionales para 2019 del Convenio colectivo estatal para las industrias lácteas y sus derivados (BOE 5-6-2019).
6. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación parcial del sistema de primas establecido en el VII Convenio colectivo de Decathlon España, SA (BOE 12-6-2019). 
7. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de prórroga del VI Convenio colectivo de Telefónica Servicios Audiovisuales, SA (BOE 12-6-2019).
8. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo sobre condiciones retributivas para los sorteos extraordinarios "Sorteo del Oro de la Cruz Roja" de julio de 2019 y "Cupón de la ONCE" del 15 de agosto de 2019, derivado del XVI Convenio colectivo de la ONCE y su personal (BOE 12-6-2019).
9. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial para 2019 del Convenio colectivo de Médicos del Mundo (BOE 12-6-2019).
10. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial para 2019 y la prórroga del Convenio colectivo de Agrupación de Servicios de Internet y Prensa, SL (BOE 12-6-2019).
11. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial para el año 2019 del VII Convenio colectivo de Decathlon España, SA (BOE 12-6-2019).
12. Resolución de 30 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial y la correspondiente tabla definitiva para el año 2018 del VII Convenio colectivo general del sector de derivados del cemento (BOE 12-6-2019). 
13.Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de revisión salarial y prórroga para el año 2018 del II Convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias (BOE 13-6-2019). 
14.Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el III Convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias (BOE 15-6-2019). 
15. Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del Convenio colectivo profesional entre la Entidad Pública Empresarial ENAIRE y el colectivo de controladores de tránsito aéreo (BOE 18-6-2019).

16. Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo estatal del sector laboral de restauración colectiva (BOE 18-6-2019).
17. Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo sectorial de ámbito estatal de las administraciones de loterías (BOE 19-6-2019).
18. Resolución de 5 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los centros de trabajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba) (BOE 21-6-2019).
19. Resolución de 10 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican la revisión y las tablas salariales definitivas de 2016, 2017 y 2018 del III Convenio colectivo de DTS, Distribuidora de Televisión Digital, SAU, Compañía Independiente de Televisión, SL y Telefónica Audiovisual Digital, SLU (BOE 21-6-2019).
20. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo relativo a la aplicación de los apartados 2 y 3 del artículo 24 del Convenio colectivo del sector de grandes almacenes (BOE 25-6-2019).
21. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el I Convenio colectivo de Quirón Prevención, SLU (BOE 25-6-2019). 

22. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el II Convenio colectivo del Grupo RENFE (BOE 25-6-2019). 
23. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial y tabla salarial para 2019, del Convenio colectivo de Compañía de Distribución Integral Logista, SAU (BOE 25-6-2019).
24. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Ercros, SA (BOE 27-6-2019). 
25. Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión salarial y tablas salariales del Convenio colectivo de Exide Technologies, SLU (BOE 27-6-2019).
26. Resolución de 14 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo estatal de artes gráficas, manipulados de papel, manipulados de cartón, editoriales e industrias auxiliares 2019-2020 (BOE 27-6-2019).
27. Resolución de 14 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del II Convenio colectivo de Naturgy 2016-2020 (BOE 27-6-2019).
28.Resolución de 25 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se corrigen errores en la de 13 de junio de 2019, por la que se registra y publica el II Convenio colectivo del Grupo RENFE (BOE 27-6-2019).
IV. NOTICIA DE LIBROS Y DE REVISTAS. 
1. LA PROTECCIÓN SOCIOLABORAL MULTINIVEL DE LOS TRABAJADORES DE EDAD AVANZADA

AUTOR: JOSÉ LUIS MONEREO PÉREZ

Editorial Bomarzo, 2019, 127 páginas

NOTA A CARGO DE: Belén del Mar López Insua

Profesora Contratada Doctora (Acreditada como Titular de Universidad) de

Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

Universidad de Granada

*A día de hoy, el incremento de personas mayores en edad de trabajar y que no encuentran un empleo ha ido en aumento y ello es debido al cambio demográfico, pero también al imparable envejecimiento de la población y al aumento de la esperanza de vida. Aunque los jóvenes han sido punto de referencia en esta materia, lo cierto es cada vez está ganando más protagonismo los mayores debido a la maduración, en términos de edad, de la generación del baby boom. Esto, ciertamente, va a determinar con el paso del tiempo un aumento del número de personas mayores, lo que al término esto afectará primero a aquellos próximos a una edad de jubilación y seguidamente a aquellos ya jubilados. Principalmente, hay que decir que este incremento ha afectado más a las mujeres desempleadas mayores de 45 años. Lo que, al término, obliga a que desde el núcleo familiar hayan de buscarse fuentes adicionales de ingresos ante el desempleo y el deterioro de condicione laborales.

A lo anterior hay que sumar el cambio en el sistema de políticas activas de empleo. En efecto, nos encontramos que desde el ámbito europeo se busca el envejecimiento activo o, lo que es lo mismo, el alargamiento profesional a través del endurecimiento de las condiciones de acceso a una jubilación anticipada y el retraso en la edad ordinaria. Sin embargo, en contra de todo pronóstico, se ha impuesto a nivel nacional una política contraria a la comunitaria que tiende a favorecer la salida del mercado de trabajo de todas aquellas personas próximas a una edad de jubilación. Y ello es para favorecer la inserción laboral de los más jóvenes a través del establecimiento de un sistema más barato basado en los principios de: precariedad laboral, abuso y fraude. No interesa, por tanto, emplear a trabajadores experimentados o con capacidades obsoletas, sino disminuir los índices de desempleo que tanto están dañando las arcas de nuestro sistema de Seguridad Social. Es por ello que, hasta el momento, no se hayan llevado a cabo medidas de política activa para los mayores o próximos a una edad de jubilación.

El novedoso libro “La protección sociolaboral multinivel de los trabajadores de edad avanzada”, publicado en 2019 por la editorial Bomarzo, se conforma así como un magnífico referente a tener en cuenta para una comprensión sustancial de la materia, ya sea de un modo un tanto general, como de otra mucho más específica y dirigida en base, claro está, a las necesidades del jurista. La obra tiene por autor al profesor y catedrático del Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, José Luis Monereo Pérez, conocido no sólo por su excelente labor docente, sino también por su reconocida faceta investigadora, de ahí la fructífera y cuantiosa producción ensayística y monográfica que ha visto la luz bajo la firma de su autoría en numerosas editoriales y revistas jurisprudenciales de reconocido prestigio. Su labor no se ha visto nunca restringida a una aproximación meramente general del área laboral, sino por el contrario, ha sido enfocada más concretamente a materias propias más al ámbito objeto de este comentario.

Desde una perspectiva crítica y de política del derecho, el profesor Monereo Pérez se plantea en esta obra toda una serie de medidas de apoyo y fomento en el empleo de los mayores. Ahora bien, lo más interesante es que este estudio no lo circunscribe al ámbito meramente local, sino que lo hace desde una perspectiva más amplia y de análisis multinivel de los derechos de los trabajadores de edad avanzada.

La monografía se sistematiza en cuatro grandes capítulos, a saber: Capítulo I. Políticas del derecho social de tutela de los trabajadores de edad avanzada. Capítulo II. El sistema internacional multinivel de garantía de los derechos de los trabajadores de edad avanzada. Envejecimiento activo y derechos de los trabajadores maduros. Capítulo III. La estrategia político jurídica del envejecimiento activo en la Unión Europea. Capítulo IV. Por una estrategia holística de protección de los trabajadores de edad avanzada: fundamentos y propuestas desde el enfoque de los derechos y de la justicia social&quot; El viaje hacia “La protección sociolaboral multinivel de los trabajadores de edad avanzada” se convierte, de este modo, en una monografía ejemplar y de necesaria consulta tanto por eruditos, como nóveles iuslaboristas preocupados por el devenir del sistema protector y multinivel de los derechos laborales de los trabajadores maduros. Finalmente, he de resaltar el amplio, cuidado y detallado material monográfico, documental y científico seleccionado por el profesor José Luis Monereo Pérez para la elaboración de las cuatro partes que componen esta edición, así como el riguroso y concienciado orden que sigue en su redacción. Todo ello ofrece al estudioso una rica fuente de conocimientos laborales perfectamente estratificada y sistemática de todos y cada uno de los elementos que han hecho y hacen de ésta una temática de arduo encaje en el modelo legal vigente.

V. NOTICIAS DE LA O. I. T.
1. LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO DEL CENTENARIO - ¿QUÉ ESPERAR?

La Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) del centenario, será como ninguna otra. Si bien la CIT es un evento anual, esta 108.a reunión de la Conferencia tiene lugar durante el 100.o año de existencia de la Organización. Para celebrar esta ocasión especial, la atención estará dirigida hacia las profundas transformaciones que experimenta el mundo del trabajo, incluida la evolución del papel de la OIT en la construcción del futuro del trabajo que queremos.
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La Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) del centenario , será como ninguna otra. Si bien la CIT es un evento anual, esta 108.a reunión de la Conferencia tiene lugar durante el 100.o año de existencia de la Organización . Para celebrar esta ocasión especial, la atención estará dirigida hacia las profundas transformaciones que experimenta el mundo del trabajo, incluida la evolución del papel de la OIT en la construcción del futuro del trabajo que queremos. 

Unos 5.700 delegados de gobiernos, empleadores y trabajadores provenientes de los 187 Estados miembros de la OIT participarán en el que con frecuencia es denominado “el parlamento mundial del Trabajo”. La Conferencia tendrá lugar en el Palacio de las Naciones en Ginebra, del 10 al 21 de junio 2019. 

Visitas de alto nivel

Más de 50 dignatarios de alto nivel , incluidos alrededor de 45 Jefes de Estado y de Gobierno, se dirigirán a los delegados durante dos secciones de alto nivel de la Conferencia, el 10 y 12 de junio y el 19 y 20 de junio. Un gran número de directores de las organizaciones internacionales participarán en las discusiones, bien sea en las sesiones plenarias o en los foros temáticos. El 21 de junio la Conferencia será honrada con la visita del Secretario General de las Naciones Unidas, António Guterres. 

El futuro del trabajo que queremos

Las recomendaciones de la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo , Trabajar para un futuro más prometedor , publicadas a principios de este año, orientarán gran parte de las actividades de la CIT del centenario. A lo largo de los últimos meses, los Estados miembros de la OIT han celebrado docenas de diálogos nacionales para discutir este informe y los delegados abordarán las cuestiones planteadas en las discusiones plenarias. 

Luchar contra la violencia y el acoso en el lugar de trabajo

La violencia y el acoso en el trabajo afectan la salud, la seguridad y el bienestar de las trabajadoras y los trabajadores. Después de la discusión inicial que tuvo lugar el año pasado, la Conferencia del centenario examinará la adopción de un Convenio acompañado por una Recomendación sobre esta cuestión crítica. 

Declaración del Centenario

En la Comisión Plenaria, los delegados considerarán una Declaración del centenario, que la Conferencia debería adoptar. Las discusiones se centrarán en las fuerzas que están transformando el mundo del trabajo y la misión de la OIT en la construcción de un futuro de prosperidad compartida para todos. 

La aplicación de las normas

Como de costumbre, la Comisión de Aplicación de Normas  examinará la aplicación de los convenios ratificados en un número de países y señalará los ámbitos en los cuales podrían ser mejor aplicados. Además, revisará la implementación de las políticas nacionales dirigidas a alcanzar de manera progresiva la protección nacional para todos, como fue señalado en la Estudio General de este año. 

Foros temáticos y eventos

A fin de estimular el debate, una serie de eventos y foros temáticos tendrán lugar del 13 al 18 de junio. Con un formato interactivo y la participación de destacados oradores e invitados especiales, ofrecerán la oportunidad de llevar a cabo discusiones animadas sobre un gran número de cuestiones que determinan el futuro del trabajo: los empleos y las competencias, la tecnología al servicio del trabajo decente, la libertad sindical y la negociación colectiva, las empresas a favor del trabajo decente, el multilateralismo y el futuro del trabajo, las transiciones profesionales a lo largo de la vida. Un debate sobre la construcción de un futuro mejor sin trabajo infantil será organizado para celebrar el Día Mundial contra el Trabajo Infantil. 

Y además…

Es posible seguir todas estas actividades a través de la página web de la OIT y las redes sociales, con las etiquetas #ILO100 para el inglés, #OIT100 para el francés y el español, un programa diario será transmitido en directo desde la CIT con los momentos más destacados del día, entrevistas y reportajes. 

2. COMPETENCIAS PARA UN FUTURO MÁS ECOLÓGICO

UN FUTURO SOSTENIBLE Y MÁS RESPETUOSO DEL MEDIO AMBIENTE PRECISA DE COMPETENCIAS VERDES

El cambio climático y la degradación del medio ambiente tendrán enormes repercusiones sobre el mundo del trabajo. Sin embargo, según Olga Strietska-Ilina, especialista en competencias y empleabilidad, aún cuando se habla mucho sobre estos temas, no se presta suficiente atención en proporcionar a los trabajadores las competencias necesarias para instaurar una economía verde sostenible.
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El cambio climático y la degradación del medio ambiente constituyen dos de los mayores desafíos de nuestro tiempo. Los Estados que firmaron el Acuerdo de París 2015 sobre el cambio climático  reconocieron la necesidad de una acción urgente. Pero el compromiso a favor de la sostenibilidad del medio ambiente, por sí solo, no es suficiente. Por un lado, el cambio climático y la degradación del medio ambiente reducen la productividad y destruyen empleos y los efectos recaen de manera desproporcionada sobre los más vulnerables. Por otro, la transición hacia una economía verde tiene el potencial – si es gestionada correctamente – de crear decenas de millones de empleos sostenibles. 

Hasta ahora, 183 países se han comprometido a alcanzar el objetivo del Acuerdo de París (mantener el aumento de la temperatura media mundial por debajo de dos grados Celsius) al presentar las contribuciones determinadas a nivel nacional (CDN) que describen las medidas de adaptación y atenuación que prevén adoptar. No obstante, si bien dos terceras partes de estas CDN reconocen la importancia de fortalecer el desarrollo de las competencias y de mejorar el conocimiento de los ciudadanos sobre el cambio climático, menos del 40 por ciento contienen programas de formación (o recalificación) profesional para apoyar su implementación. Es más, más de una de cada cinco, no incluye ningún programa de formación o medida dirigida a fortalecer las capacidades. 

© Matthias Mugisha / FAOEsto debería hacer sonar las alarmas. Los compromisos para ecologizar sectores de la economía como la energía, la agricultura, la gestión de los residuos, la manufactura y el transporte, no pueden traducirse en un cambio concreto si no se dispone de las competencias necesarias. Son las mujeres y los hombres con los conocimientos y las destrezas apropiadas quienes tomarán las decisiones y desarrollarán y mantendrán las tecnologías, los procesos de producción verde y las estrategias de inversiones sostenibles descritas en las CDN y otros documentos estratégicos. 

La adquisición de competencias, la recalificación y el perfeccionamiento profesional no sólo abarcan los conocimientos técnicos, sino también las aptitudes básicas y sociales (la conciencia medioambiental, las habilidades analíticas, el trabajo en equipo, la innovación, la comunicación, el liderazgo, la capacidad de negociación, las competencias empresariales y de gestión), que ofrecen una ventaja comparativa porque pueden ser transferidas fácilmente de una profesión a otra. Otras competencias muy buscadas incluyen las ventas y el mercadeo, la atención al cliente, la reparación, los conocimientos informáticos, la programación y la elaboración de presupuestos, por citar algunos ejemplos. 

Estos temas serán discutidos en el Foro Mundial, Fortaleciendo las competencias para una transición justa y el futuro del trabajo  (6 de junio), donde serán discutidas las principales conclusiones de un informe sobre Competencias profesionales para empleos verdes  (que será publicado en los próximos meses). Este informe contiene información proveniente de 32 países. El objetivo del Foro es poner de manifiesto la necesidad de adoptar medidas concretas en materia de competencias, identificar las necesidades laborales, los déficits de competencias y las estrategias de respuesta relacionadas con el futuro del trabajo sostenible y considerar una posible colaboración multilateral que pueda impulsar la ecologización del capital humano. 

Estamos conscientes de que estas medidas requerirán inversiones considerables. Pero también pueden crear millones de nuevos empleos y reconvertir muchos de los existentes. Es necesario prestar atención especial a garantizar que las mujeres estén incluidas en la formación profesional pertinente, de manera que estas medidas contribuyan a reducir la brecha de género y a combatir los estereotipos sobre hombres y mujeres, en vez de afianzarlos. El número de empleos altamente cualificados y – sobre todo – los empleos mediamente cualificados, tiene el potencial de crecer si invertimos en la formación profesional adecuada. Los trabajadores de la construcción, la industria manufacturera, la agricultura y el comercio podrían conseguir empleo si la transición verde es apoyada por el desarrollo de competencias. Esto requiere de una buena coordinación entre los diferentes ministerios y entre el sector público y el privado. Sin embargo, nuestro estudio de 32 países muestra que las políticas actuales con frecuencia son aplicadas de manera fragmentada y carecen de seguimiento. 

3. INFRAESTRUCTURA Y LA PRODUCTIVIDAD EN JORDANIA

APOYANDO A LOS AGRICULTORES CON ESCASEZ DE AGUA EN JORDANIA A TRAVÉS DEL ENFOQUE INTENSIVO DE MANO DE OBRA DE LA OIT

Un proyecto de la OIT en Jordania ayuda a cientos de agricultores locales con la construcción de cisternas para almacenar aguas pluviales, y el mejoramiento de la infraestructura y la productividad agrícola.

Reportaje | 4 de junio de 2019



ALEIS, Jordania (OIT Noticias) ‒ Kifah Khreisat, agricultor de Aleis, ciudad austral de Jordania perteneciente a la Provincia de Tafilah, cultiva frutas y verduras para mantener a su esposa y sus cinco hijos. 

Cultiva de todo, desde pepinos, tomates y pimientos, hasta olivas, higos y albaricoques. Cuenta que aprendió los secretos de la agricultura cuando era niño, y que ahora los está transmitiendo a sus hijos. 

“Me transmitieron los conocimientos en agricultura, ahora soy yo quien la transmite a mis hijos… Requiere de mucha paciencia, años de trabajo duro y de labores en la granja”, dijo Khreisat. 

Encontrar métodos eficientes para irrigar la vegetación en un país árido como Jordania es un problema con el que Khreisat lidia desde hace años. 

“El problema de la escasez de agua afecta a toda Jordania, así que todos los agricultores lo padecemos”, indicó Khreisat a la OIT. “En zonas montañosas como estas, dependemos del agua de lluvia. Es todo lo que tenemos.” 

Menciona que la construcción de una cisterna exige mucho capital, de manera que, siendo un agricultor sin demasiados recursos, él no la tiene. Trató de construir una balsa improvisada para recolectar el agua de lluvia en el invierno, para luego utilizarla en los meses de verano ardiente y seco. 

“Cavé un hueco y lo tapicé con lonas de plástico (para recoger el agua de lluvia). Trabajé en ello durante un año, pero los resultados no fueron buenos. El agua se evaporaba porque el pozo estaba al descubierto; las aves venían a beber y en ocasiones caían dentro. Todo se llenaba de insectos, y también tuvimos ratas. Las tuberías terminaban taponándose.” 

Así, Khreisat tenía que depender mucho de la municipalidad local para el suministro de un agua muy costosa, lo cual le dificultaba aún más vivir de la agricultura. 

En 2017, Khreisat se incorporó a una iniciativa de desarrollo intensiva en mano de obra de la OIT, que le ayudaría a construir una cisterna para la recogida de aguas pluviales para poder atender las necesidades de su granja. “Me ayudaron a construir un tanque de agua cerrado para recoger el agua de lluvia. Fue un gran proyecto; me benefició muchísimo.” 

La iniciativa se enmarca en el Programa de Inversiones Intensivas en Empleo de la OIT  (en inglés, EIIP), financiado por Noruega, que ayuda a refugiados sirios y trabajadores de Jordania a acceder a empleos dignos de corta duración en el sector agrícola. Además de generar empleo, el proyecto ayuda directamente a los agricultores para que mejoren su productividad general mediante la mejora de la infraestructura local y la utilización de métodos intensivos en mano de obra. 

Aunque Khreisat dice que todavía depende en parte del agua de su municipio local, gracias a la nueva cisterna ha aumentado el rendimiento de sus productos y ahorra dinero y agua. También le ha permitido ampliar un simple sistema de riego por goteo, que él mismo construyó y pagó. 

“El sector agrícola de Jordania es una importante fuente de ingresos para diferentes grupos de la sociedad, en particular, jordanos vulnerables, trabajadores migrantes y refugiados, y es por eso que estamos ejecutando proyectos enmarcados en el Programa de Inversiones Intensivas en Empleo, que vinculan las oportunidades de trabajo decente con la mejora de la infraestructura."

Maha Kattaa, Especialista Regional en Resiliencia y Respuesta a las Crisis de la OIT
“Con la antigua balsa, solíamos usar un motor para bombear el agua, así que utilizábamos más agua de la que usamos ahora a través del sistema de riego por goteo. ...además, el nuevo tanque está sellado para que el agua esté limpia y no se evapore...” 

La iniciativa no sólo ayudó a Khreisat, sino también a los miembros de la comunidad local y a los refugiados sirios que fueron empleados en su granja para terminar el trabajo. “Se necesitaron dos meses para construir la cisterna.” Para construirla trajimos obreros, tanto jordanos como sirios. Trabajaron profesionalmente. El nuevo sistema ha estado funcionando durante dos años y no hemos tenido ni goteras ni problemas.” 

Mejorar la infraestructura, mejorar la productividad

Entre 2016 y 2018, el proyecto de la OIT ayudó a más de 263 granjas a construir cisternas de captación de aguas pluviales. 

La OIT realizó una nueva evaluación de la repercusión de las cisternas en los medios de subsistencia de los agricultores. Se constató que, tras la construcción de las mismas, el 72 por ciento de los agricultores entrevistados había aumentado la superficie cultivada en sus explotaciones, y que el 30 por ciento había ahorrado más del 40 por ciento de los costos del agua de riego. Además, el 69 por ciento había aumentado sus ingresos, y el 65 por ciento empleaba a más trabajadores en sus granjas, incluidos familiares, así como a trabajadores jordanos, sirios refugiados y migrantes. 

“El sector agrícola de Jordania es una importante fuente de ingresos para diferentes grupos de la sociedad, en particular, jordanos vulnerables, trabajadores migrantes y refugiados, y es por eso que estamos ejecutando proyectos enmarcados en el Programa de Inversiones Intensivas en Empleo, que vinculan las oportunidades de trabajo decente con la mejora de la infraestructura”, señaló Maha Kattaa, Especialista Regional en Resiliencia y Respuesta a las Crisis de la OIT. Hemos visto cómo el apoyo a los agricultores locales en la búsqueda de métodos sencillos pero eficaces para irrigar las granjas, beneficia la productividad y los medios de vida en general, así como en los medios de vida de quienes los rodean, pues se crea empleo y se promueven mejores condiciones de vida para todos los involucrados.” 

El proyecto Creación de empleo para los refugiados sirios y las comunidades jordanas de acogida a través de obras verdes en la agricultura y la silvicultura ha beneficiado a miles de hombres y mujeres jordanos y sirios, incluidas personas con discapacidad, en varias zonas de Jordania. 

4. 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

DIRECTOR GENERAL DE OIT: MUNDO DEL TRABAJO ENFRENTA CAMBIOS MÁS PROFUNDOS Y TRANSFORMADORES DE ESTE SIGLO

La reunión del centenario de la Conferencia Internacional del Trabajo, conocida como el “parlamento mundial del trabajo”, se inauguró en Ginebra con un discurso del Director General de la OIT.

Noticia | 10 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  de la sesión de aperturaGINEBRA (OIT Noticias) – El Director General de la OIT, Guy Ryder, declaró que el mundo del trabajo enfrenta los cambios “más profundos y transformadores” observados en 100 años, y urgió a los delegados de la Conferencia Internacional del Trabajo  (CIT) a asumir su responsabilidad para hacer frente a este “desafío decisivo”. 

Guy Ryder, habló durante la sesión de apertura de la reunión del centenario de la CIT en Ginebra, en la cual participan cerca de 6.000 delegados – representantes de gobiernos, y de organizaciones de trabajadores y de empleadores de los 187 Estados miembros de la OIT. 

En su alocución, el Director General de la OIT dijo que: “las incertidumbres e inseguridades de nuestro tiempo […] ponen de manifiesto cuán fundamental es la realización de la justicia social para la estabilidad y la paz, y la importancia vital del acceso al trabajo decente para el progreso del bienestar humano”. 

El Director General destacó que la CIT del centenario  está dedicada al futuro del trabajo y el de la OIT. “Se trata de abordar los problemas que más preocupan a las personas, en un momento en que consideran urgente obtener respuestas y acciones, y cuando nuestra capacidad colectiva para ofrecerlas está siendo cuestionada. En un momento en que las personas parecen sentir la necesidad de retomar el control de sus vidas”. 

“El hecho es que el futuro del trabajo será el resultado de nuestras decisiones, nuestras elecciones, nuestra capacidad de darles seguimiento, nuestra voluntad de cooperar y de construir el futuro del trabajo que queremos […] a través del avance constante de trabajo decente, la justicia social y la paz”. 

Guy Ryder afirmó que la OIT debía su longevidad única a tres factores: su mandato a favor de la justicia social, su estructura tripartita, y su “capacidad constante de adaptarse y hacer frente a los desafíos asociados al cambio, en vez que ignorarlos”. 

La CIT escuchó además al Consejero Federal de Suiza, Alain Berset . Él describió el mandato de la OIT como el contrato social más ambicioso de la historia y recordó a los delegados que Suiza comparte los valores fundamentales de la OIT, incluidas la justicia social, la organización social y la construcción de la paz mundial. En un momento en que subsisten grandes desigualdades en las condiciones de trabajo, la necesidad de garantizar normas comunes entre los países es más grande que nunca, agregó, motivo por el cual el futuro papel de la OIT es tan importante. 

María Fernanda Espinosa Garcés, Presidenta de la Asamblea General de las Naciones Unidas , también se dirigió a la sesión plenaria de apertura. 

El mundo enfrenta enormes cambios y desafíos, declaró, con millones de trabajadores en la economía informal o trabajadores pobres que hacen más importante que nunca la visión y la misión de la OIT a favor de la justicia social. En particular, la tecnología tiene el potencial de crear empleos productivos, apoyar la inclusión, la educación y la formación, y de luchar contra la discriminación. María Fernanda Espinosa Garcés agregó que uno de los mayores desafíos que enfrenta el mundo del trabajo es la desigualdad entre hombres y mujeres, que crea una situación injusta e insostenible. Un futuro del trabajo sin igualdad de género es inconcebible, recordó a los delegados. 

Se espera que más de 40 Jefes de Gobierno y de Estado intervengan en la 108.a reunión de la Conferencia. Durante dos semanas, cerca de 6.000 delegados discutirán los cambios que transforman el mundo del trabajo, y considerarán la adopción de una histórica Declaración del Centenario de la OIT sobre el futuro del trabajo. Además, discutirán sobre la violencia y el acoso en el mundo del trabajo con miras a adoptar un nuevo instrumento internacional. 
5. DÍA 1: 108ª CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

LÍDERES DE TODO EL MUNDO INTERVIENEN EN LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO DEL CENTENARIO

Decenas de dignatarios participan en la Conferencia Internacional del Trabajo del centenario, en la que se conmemora la fundación de la OIT hace 100 años.

Noticia | 10 de junio de 2019

GINEBRA (OIT Noticias) – Dignatarios mundiales de diversos países han iniciado sus intervenciones en la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) del centenario  reafirmando su compromiso con el principio de justicia social por el que se rigió la fundación de la OIT hace 100 años. La Conferencia, que es la 108ª sesión de la CIT, tiene lugar del 10 al 21 de junio. 

Jefes de Estado y de Gobierno, entre otros dignatarios de alto nivel, intervinieron en la sesión plenaria en el primer día. 

Sergio Mattarella, Presidente de Italia , recordó que "muchos derechos de los que gozamos actualmente obedecen a la constante labor de la OIT en defensa de la dignidad de todos seres humanos, con independencia del lugar en el que trabajen y del tipo de empleo que realicen”. 

Por su parte, Nana Akufo-Addo, Presidente de Ghana , señaló que "los Países Miembros deben aprovechar las numerosas oportunidades que deparará el futuro para mejorar la calidad de la vida laboral, reducir la disparidad de género, revertir los daños provocados por la desigualdad y el cambio climático a escala mundial y, en particular, compartir la responsabilidad de forjar un futuro más sostenible que garantice que nadie se quede atrás". 

La Primera Ministra de Noruega, Erna Solberg,  afirmó que "la OIT aboga desde hace 100 años por la cooperación tripartita, fomentando la reglamentación internacional, los derechos y la equidad de los trabajadores, la competencia y la justicia social. La OIT acuñó asimismo la frase ‘trabajo decente para todos'." 

K.P. Sharma Oli, Primer Ministro de Nepal , manifestó: "Es el momento de refrendar los ideales que propiciaron la fundación de la OIT y de demostrar que siguen siendo pertinentes para poner de manifiesto la utilidad del trabajo decente, la equidad, la justicia social y un futuro sostenible". 

Entre los oradores cabe destacar asimismo Cyril Ramaphosa, Presidente de Sudáfrica , y Stefan Löfven, Primer Ministro de Suecia , que copresidieron la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo . El informe de la Comisión, Trabajar para un futuro más prometedor , será objeto de debate a lo largo de la Conferencia. 

"Constituye un doble honor para mí estar aquí hoy, casi 25 años después de que Nelson Mandela interviniera ante este augusto organismo, cuatro años antes de que fuera elegido democráticamente Presidente de Sudáfrica. La OIT, a raíz de la petición formulada por el Sr. Mandela, apoyó nuestra labor durante los cuatro años siguientes.... Hoy intervengo en este lugar, 25 años después, para agradecer nuevamente a la OIT el apoyo que nos ha brindado ", señaló Ramaphosa. 

"Hoy no rendimos homenaje a una organización, a un convenio, o a una fecha. Lo que conmemoramos es un movimiento. Un avance, la salida de la situación de miseria a la que abocaron las trincheras de la Primera Guerra Mundial en las fábricas y en el campo, el fin del hambre y de la miseria.... Un movimiento que simbolizan tres letras: 'OIT'. Y que ahora mira al futuro", manifestó Löfven. 

Fuat Oktay, Vicepresidente de Turquía , afirmó que "entre los hitos de la exitosa historia de la OIT cabe destacar su labor para contribuir a superar la devastación producida por dos guerras mundiales, abordar con las partes interesadas las tensiones sociales generadas por complejas coyunturas económicas y sociales, y fomentar mejores condiciones de trabajo con arreglo al principio fundamental de lograr consensos sobre la base de la negociación". 

El Primer Ministro de Marruecos, Saâd-Eddine El Othmani , destacó que "a Marruecos, al igual que a otros países, le afecta en gran medida la rápida transformación del mundo del trabajo y sus posibles consecuencias, incluido el surgimiento de nuevas formas de trabajo...; de ahí que acojamos con satisfacción el enfoque de la OIT al respecto". 

Daniel Kablan Duncan, Vicepresidente de Côte d'Ivoire , declaró: "Si bien son muchos los motivos de satisfacción y los logros que nos han permitido dar rostro humano al mundo del trabajo, no todo es perfecto, como sucede en toda actividad humana, y debemos velar por que se mantenga todo lo que se ha conseguido. Habida cuenta de ello, alentamos a la OIT a que redoble sus esfuerzos encaminados a fortalecer el contrato social y a promover el trabajo decente y sostenible". 

Se prevé que cerca de 40 dignatarios intervengan aún en la reunión del Centenario de la CIT. Casi 6.000 delegados, en representación de gobiernos, trabajadores y empleadores, debatirán la forma de abordar los factores que propician la transformación del mundo del trabajo, y estudiarán la adopción de una histórica Declaración en el Centenario de la OIT sobre el futuro del trabajo. También celebrarán debates sobre la violencia y el acoso en el lugar de trabajo con miras a adoptar un nuevo instrumento internacional. 
6. DÍA 3: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

LÍDERES DE GOBIERNOS, DE TRABAJADORES Y EMPLEADORES DE TODO EL MUNDO SE EXPRESAN A FAVOR DE LA JUSTICIA SOCIAL EN LA REUNIÓN DEL CENTENARIO DE LA CONFERENCIA DE LA OIT

Diversos líderes mundiales expresaron su fuerte apoyo a la OIT cuando celebra su 100.º aniversario en la Conferencia Internacional del Trabajo. La Conferencia – la 108.a reunión de la CIT – está dedicada especialmente al futuro del trabajo y aborda además la violencia y el acoso en el lugar de trabajo.

Noticia | 12 de junio de 2019

GINEBRA (OIT Noticias) – Los Jefes de Estado y de Gobierno de Jamaica, Burkina Faso y Serbia, así como el Primer Ministro de la Autoridad Palestina y los representantes de los trabajadores y de los empleadores se dirigieron a la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) en el tercer día de la reunión del centenario. 

Un gran número de líderes mundiales expresaron su apoyo al mandato de la OIT a favor de la justicia social. Se esperan otras visitas de alto nivel durante los últimos días de la Conferencia, que tiene lugar del 10 al 21 de junio. 

Al dirigirse a los delegados el Primer Ministro de Jamaica, Michel Holness , declaró: “La dimensión humana del mundo del trabajo disminuye a medida que la automatización engloba la fuerza de trabajo”. Se refirió además a “un compromiso fundamental que vincula el pasado con el futuro”, e “impone a los gobiernos la obligación moral y filosófica de garantizar que todos los ciudadanos se beneficien del progreso y la prosperidad de sus países”. 

“Nosotros, los líderes del Caribe, somos conscientes de que el futuro – y nuestra responsabilidad hacia las futuras generaciones – nos llaman a ‘aprovechar la ocasión’ e inspirarnos en la imaginación creativa siempre presente en el dinamismo de una tradición caribeña que pone a los individuos en primer lugar”, agregó. 

El Primer Ministro de Burkina Faso, Christophe Joseph Marie Dabire , señaló que no es posible concebir el futuro del trabajo “sin considerar el futuro de los seres humanos… la mayoría de los cuales viven en el hemisferio Sur y la mitad en el continente africano”. 

“Además es urgente ampliar el alcance del contrato social a fin de garantizar que las políticas públicas incorporen un marco jurídico que regule todas las formas de trabajo, bien sean formales o informales, visibles y invisibles”. 

La Primera Ministra de la República de Serbia, Ana Brnabic , dijo a los delegados: “Existen dos ámbitos fundamentales en los cuales necesitamos invertir para preparar el futuro que ya comenzó: el primero es la educación, el segundo la creatividad”. 

“La creatividad desempeñará un papel esencial en el nuevo mundo creado por la Cuarta Revolución Industrial, simplemente porque no puede ser subcontratada, no puede ser automatizada y no es parte de la carrera a la baja… la creatividad es un rasgo fundamentalmente humano”. 

Al hablar en nombre del Grupo de los Trabadores, la Secretaria General de la Confederación Sindical Internacional, Sharon Burrow , habló de “la urgente necesidad de poner un piso de dignidad debajo de todos los trabajadores, y agregó “esto es responsabilidad de todos nosotros”. 

“Nos encontramos, temo, a un paso de una era de ira. Producto de la frustración y la falta de esperanza, cuando el contrato social sigue erosionándose, nuestro desafío consiste en reafirmar, reforzar y renovar el contrato social”. 

Por el Grupo de Empleadores, Roberto Suarez Santos, Secretario de la Organización Internacional de Empleadores , recordó a los delegados que “el futuro nos ofrece más oportunidades que nunca antes. Millones de trabajadores, individuos y empresas tendrán un acceso sin precedentes a la educación, las competencias y las relaciones comerciales”. 

“Si maximizamos los beneficios de estas nuevas oportunidades, un número aún mayor de personas podrá salir de la pobreza. No debemos frenar el futuro y responder desde el miedo. Tenemos que tener presente que si restringimos la iniciativa empresarial, no sólo perjudicaremos los futuros empleos, sino también la creatividad, la innovación y la prosperidad”. 

El Primer Ministro de la Autoridad Palestina, Mohamed Shtayyeh , felicitó a la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo , que presentó su histórico informe en enero. “Las recomendaciones del futuro del trabajo son importantes para nosotros. Invertir en las capacidades de las personas y en las instituciones es importante para los palestinos, quienes se esfuerzan por construir un Estado palestino independiente capaz de servir a sus ciudadanos y satisfacer sus necesidades.” 

La CIT de este año se esfuerza por responder a los desafíos planteados por las profundas transformaciones que experimenta el mundo del trabajo, y podría adoptar una Declaración del Centenario de la OIT, basada en un enfoque al futuro del trabajo centrado en el ser humano. Los más de 5.700 delegados – en representación de gobiernos, trabajadores y empleadores – considerarán además la adopción de una norma sobre la prevención de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. 
7. DÍA 9: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

DIRIGENTES DEL MUNDO HACEN UN LLAMADO A LA ACCIÓN POR EL FUTURO DEL TRABAJO

La Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) siguió recibiendo visitas de alto nivel esta semana, diversos Jefes de Estado y de Gobierno se han dirigido a los delegados sobre temas relacionados con el futuro del trabajo. Este año, la reunión de la CIT celebra el 100.º aniversario de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

GINEBRA (OIT Noticias) – El Rey de Lesoto, el Primer Vicepresidente de Cuba, el Presidente de Colombia, el Primer Ministro de Portugal, el Vicepresidente de Costa Rica y la Primera Ministra de Barbados, intervinieron en la Conferencia Internacional del Trabajo del centenario  de este miércoles. 

Unos 25 Jefes de Estado y de Gobierno se han dirigido a la Conferencia, que tiene lugar del 10 al 21 de junio. Está previsto que mañana jueves intervengan otros dirigentes mundiales. 

El Rey Letsie III de Lesotho  dijo a los delegados: “No podemos hablar sobre el futuro del trabajo mientras sigamos dejando atrás a los miembros vulnerables de la fuerza de trabajo”. Luego agregó: “También somos conscientes de los nuevos desafíos que enfrenta el mercado del trabajo con la rápida llegada del progreso tecnológico y otras dinámicas como la robótica y la automatización”. 

“Debemos redoblar nuestros esfuerzos en la capacitación y recualificación de nuestras fuerzas de trabajo. La experiencia enseña que la creación de empleo se hace realidad cuando el ingenio humano está acompañado por la innovación basada en el conocimiento. Los empleadores y los trabajadores deben encontrarse en esta época de rápidos progresos tecnológicos”. 

El Primer Vicepresidente de Cuba, Salvador Antonio Valdés Mesa , señaló: “Se impone reforzar el compromiso de todos con la OIT”. 

“El contexto en el que la OIT llega a su centenario es complejo. Con mucha preocupación observamos cómo avanzan ideas y prácticas que desechan el multilateralismo como una vía para la solución de los problemas globales y fomentan peligrosamente la confrontación, la retórica agresiva y la imposición”. 

El Presidente de Colombia, Iván Duque Márquez , puso de manifiesto que la cuarta revolución industrial plantea grandes desafíos para el futuro del trabajo. “Creo profundamente que la OIT debe ser el líder en esta discusión sobre cuáles serán los desafíos en términos de cobertura y beneficios de los trabajadores en este marco de la cuarta revolución industrial”. 

“Entendemos que la justicia social empieza por tener claridad, por tener ambición y por tener motivación de hacer del mercado laboral un instrumento de justicia en una sociedad”, agregó. 

El Primer Ministro de Portugal, António Costa , elogió el informe de la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo , y dijo que el futuro “dependerá de la voluntad de las personas y de las decisiones que tomemos”. 

“La tecnología debería servir a la sociedad, debería ayudar a las personas a trabajar, pero también a vivir mejor”, agregó. 

“El futuro del mundo no es una competición a la baja, debería ser lo contrario… debemos adoptar los mejores modelos sociales, ser más inclusivos, debemos conferir mayor dignidad a nuestro trabajo y a nuestros trabajadores”. 

El Vicepresidente de Costa Rica, Marvin Rodríguez Cordero , declaró: “Para atender los nuevos paradigmas del futuro del trabajo, es necesario concebir y formular políticas integrales centradas en el ser humano y en su dignidad, que hagan valer los derechos fundamentales del trabajo y los derechos humanos en general”. 

La Primera Ministra de Barbados, Mia Amor Mottley , dijo a los delegados: “Los gobiernos, el capital o el trabajo no pueden avanzar por sí solos para mejorar la vida de nuestros países y fomentar las oportunidades de desarrollo de nuestras naciones”. 

“El ritmo del cambio significa que la única certidumbre que tenemos son los principios que defendemos. Los principios que nos hacen respetar la dignidad del trabajo, la calidad del trabajo, el principio que las cargas y los beneficios deben ser compartidos equitativamente. Estas son las únicas constantes”. 

La Conferencia  discute los desafíos planteados por las profundas transformaciones que experimenta el mundo del trabajo y debería adoptar una histórica Declaración del Centenario de la OIT, basada en un enfoque hacia el futuro del trabajo centrado en el ser humano. Los más de 5.700 delegados – representantes de gobiernos, trabajadores y empleadores – discuten además la posible adopción de un nuevo Convenio y una Recomendación sobre la prevención de la violencia y el acoso en el lugar de trabajo. 
8. DÍA 8: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

UN SISTEMA MULTILATERAL EFICAZ, CLAVE PARA UN FUTURO DEL TRABAJO EQUITATIVO

En el marco de un foro temático, los oradores examinaron lo que es necesario hacer a nivel regional e internacional para reducir las desigualdades y cómo el sistema multilateral puede funcionar de manera más coherente a fin de lograr ese objetivo. El debate tuvo lugar durante la Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo del centenario.

Noticia | 18 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – En un foro  celebrado durante la Conferencia Internacional del Trabajo del centenario , los miembros del panel del foro analizaron los efectos de las recientes oleadas de globalización en el comercio internacional y la finanza, en términos de crecimiento de las desigualdades a nivel mundial, ampliando la brecha entre los ricos y los pobres en el mundo. Examinaron las disparidades en materia de ingresos y de distribución de la riqueza, las cuales están aumentado, a pesar de que la pobreza extrema ha disminuido. Aunque la mayoría de las economías están creciendo, gran parte de la fuerza de trabajo experimenta un estancamiento del salario real y, si bien la contribución económica de las mujeres aumenta, persisten las desigualdades de género. 

Roberto Carvalho de Azevêdo, Director General de la Organización Mundial del Comercio (OMC), dijo que aplicar “parches viejos” en momentos de grandes cambios estructurales en todo el planeta “no va a funcionar”. Las soluciones necesarias, agregó, se encuentran en gran parte “en las políticas nacionales, que es lo que los gobiernos pueden hacer. Por supuesto, las organizaciones internacionales tienen un importante papel que desempeñar, en particular al identificar los problemas, proponer soluciones e incentivar el debate a nivel nacional, de manera que avancemos y progresemos en la dirección correcta”. 

Guy Ryder, Director General de la OIT, señaló la necesidad de abandonar la visión según la cual el incremento de las desigualdades “es el precio que tenemos que pagar para que la economía siga creciendo”. 

“Es tiempo de revisar estos viejos modelos”, agregó. “Esto nos lleva al corazón mismo de lo que el mundo del trabajo está haciendo en esta Conferencia, en ocasión de nuestro centenario. Nos gustaría comenzar a formular las respuestas necesarias para tener un futuro del trabajo más equitativo. Aunque la OIT tiene que hacer una buena parte de ese trabajo… no nos corresponde sólo a nosotros”. 

Sharan Burrow, Secretaria General de la Confederación Sindical Internacional, declaró. “Es necesario cambiar la manera en que hacemos negocios, porque ese modelo expiró”. Luego añadió: “Tenemos que aprender a trabajar para una economía mundial que favorezca el crecimiento, pero un crecimiento que sea compartido, inclusivo y beneficie a las personas y las empresas sostenibles”. 

Anousheh Karvar, delegado del Gobierno francés al Consejo de Administración de la Organización Internacional del Trabajo y Oficial de Tareas de Trabajo y Empleo del G7-G20, declaró: “Los países del G7, los ministros de Trabajo del G7, hacen un llamado a favor de una mejor integración de las normas internacionales del trabajo en tres ámbitos en los cuales la Declaración de Filadelfia ha sido nuestra inspiración: las finanzas internacionales, el comercio y el futuro del trabajo”. 

Ibrahim Assane Mayaki de la República de Níger, Director Ejecutivo de la Nueva Alianza para el Desarrollo de África (NEPAD), recordó que diversos países de África tienen algunas de las economías de más rápido crecimiento y a la vez más desiguales del mundo. “Pronto nos dimos cuenta que desarrollo no equivale a crecimiento económico fuerte, porque el crecimiento económico fuerte no conduce automáticamente a un crecimiento compartido. La mejor definición y la más simple que puede darse al crecimiento inclusivo, es la creación de empleos decentes”. 

Mahmoud Mohieldin, Primer vicepresidente del Grupo del Banco Mundial para la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, las Relaciones con las Naciones Unidas y las Alianzas, señaló que existe la necesidad de “invertir en el capital humano”, incluidas “las inversiones en la salud universal, la educación universal y en la primera infancia, dedicando atención suficiente a la dimensión de igualdad de género”. También existe la necesidad de invertir en la infraestructura, “incluida la infraestructura digital, que requiere de un gasto enorme y alianzas honestas entre el sector público y el privado”, así como inversiones “relacionadas con la resiliencia, que abarca áreas que tienen que ver con el gasto social y la protección social”. 

Gabriela Ramos, Jefa de Gabinete y sherpa de la OCDE ante el G20, destacó que el nivel actual de desigualdad es insostenible. “Cuarenta por ciento de la riqueza (está concentrada) en el 10 por ciento (de la población) más rica, y tres por ciento de la riqueza en el cuarenta por ciento más pobre; y esto en las naciones más avanzadas. (Son necesarias) cinco generaciones para que una persona en el extremo inferior de la escala de distribución de los ingresos alcance un ingreso medio; esto significa ninguna movilidad social. Las clases medias están estancadas, porque los salarios no han evolucionado a lo largo de las últimas dos décadas, y el costo de la vida, la vivienda y la educación ha aumentado”. 

Peter Robinson, Presidente del Consejo de Estados Unidos para el Comercio Internacional (USCIB), recordó que las desigualdades extremas son “socialmente desestabilizantes, dan lugar a una fuerte polarización, debilitan la confianza de las personas en nuestras instituciones”. Dijo además que la falta de diversidad de género sigue existiendo en el lugar de trabajo y esto debe ser abordado. La diversidad y la igualdad de género en el lugar de trabajo, con frecuencia son obstaculizadas por las persistentes “barreras culturales y sociales, el estigma, prácticas y actitudes que hacen recaer de manera desproporcionada sobre las mujeres las tareas del cuidado de los niños y los ancianos”. 

El foro temático, titulado Multilateralismo para un futuro del trabajo equitativo , se llevó a cabo en el marco de la sesión anual de la Conferencia Internacional del Trabajo, que este año celebra el 100.o aniversario de la Organización Internacional del Trabajo . Las dos semanas de la Conferencia, que concluye el 21 de junio, dedican atención especial al futuro del trabajo. 
9. DÍA 8: 108ª CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

EMPRESAS PARA EL TRABAJO DECENTE

La función del sector privado para forjar el futuro del trabajo, así como los medios idóneos para fomentar el desarrollo de empresas sostenibles, han sido objeto de debate en el marco de un foro temático de alto nivel de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT). Dicho foro de alto nivel ha sido uno de los eventos del Centenario de la CIT que marca el centenario de la OIT.

Noticia | 18 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – Representantes de organizaciones de trabajadores y de empleadores, así como de la sociedad civil, han destacado el papel primordial que puede desempeñar el sector privado para forjar un futuro del trabajo centrado en el ser humano. 

Los ponentes del Foro Empresas para el trabajo decente  han abordado asimismo la contribución del sector privado para facilitar el empleo pleno y productivo, así como el trabajo decente, y han examinado posibles medidas para promover el desarrollo de empresas sostenibles. 

El Foro ha tenido lugar en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo anual, que este año marca el centenario de la Organización Internacional del Trabajo  (OIT). 

Al dirigirse a los participantes, el Sr. Moussa Oumarou, Director General Adjunto de Programas Exteriores y Alianzas, señaló: "El sector privado contribuye ampliamente al bienestar de las comunidades. No obstante, pueden adoptarse nuevas medidas para establecer incentivos empresariales que faciliten un modelo de desarrollo centrado en el ser humano, en el que las personas y el trabajo que realizan constituyan el elemento fundamental de las prácticas empresariales". 

El Sr. Richard Samans, Director General del Foro Económico Mundial (WEF) y Miembro de la Comisión Global sobre el Futuro del Trabajo , señaló: "A mi parecer, la contribución más significativa que puede realizar el sector privado para seguir logrando avances, además de constituir una fuente generadora de empleo, ha de consistir en las medidas siguientes: aumento de la inversión en el ser humano, pago de salarios dignos y promoción de la no discriminación, la seguridad y la salud, así como del diálogo". 

La Sra. Jacqueline Baroncini, de la Unión Internacional de Trabajadores y Trabajadoras de la Alimentación, Agricultura, Hotelería, Restaurantes, Catering, Tabaco y Afines (UITA), reconoció la importancia del diálogo, si bien manifestó que aún existen países en los que los trabajadores no tienen pleno acceso a la libertad sindical y de asociación, ni a derechos de negociación colectiva. "Hacemos un llamamiento a las empresas para que garanticen esos derechos a los trabajadores”, señaló, y añadió: "Estamos realizando avances". 

El Sr. Jacques van den Broek, Director General de Randstad, manifestó: "Constatamos que la clave del éxito es la colaboración entre los sectores público y privado.... Es necesario formular políticas pertinentes, y nos complacería colaborar a tal efecto con la esfera gubernamental. Se trata de una planificación a largo plazo". 

El Sr. Gustavo de Hoyos Walther, Presidente Nacional de la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX), manifestó que no basta con hacer hincapié en un programa centrado en el ser humano; y añadió: "un programa de futuro tiene también que estar centrado en la empresa …. Tenemos que repensar qué tipos de apoyos requieren las empresas para que estén en aptitud de generar los trabajos en la cantidad y la calidad que requiere el futuro". 

El Sr. Laurent Freixe, Vicepresidente Ejecutivo de Nestlé, señaló: "No cabe duda de que el sector privado es el principal generador de empleo... de empleo formal. Una condición fundamental para que el trabajo sea formal es que sea decente. No debemos olvidar que en todo el mundo... lamentablemente sigue imperando la informalidad". 

El Sr. Stephen Cotton, Secretario General de la Federación Internacional de Transporte, manifestó que “es necesario tener en cuenta las responsabilidades existentes” desde el punto de vista de los trabajadores. “Entendemos que las empresas necesitan lograr beneficios y tener la oportunidad de crecer... No obstante, es fundamental que nuestras instituciones tengan la responsabilidad de desempeñar una función reguladora". 

La Sra. Olajumoke Adekeye, representante de la juventud en el grupo de ponentes, y fundadora de Young Business Agency, realizó la analogía de la existencia de una bomba de relojería en el África subsahariana, "región con jóvenes enérgicos y ambiciosos, con deseo de ganarse la vida y de labrarse un porvenir, y de tener acceso a Internet y a medios de comunicación social; ven cómo se vive en otras regiones del mundo y se preguntan por qué ellos no pueden gozar de las mismas oportunidades". 

La Conferencia , que se celebra del 10 al 21 de junio, hace gran hincapié en el futuro del trabajo. Numerosos Jefes de Estado y de Gobierno han intervenido en la CIT para manifestar su apoyo al mandato de justicia social de la OIT, y se espera que otros dignatarios intervengan aún a lo largo de esta semana. 
10. DÍA 7: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

CÓMO ORIENTAR EL CAMBIO TECNOLÓGICO PARA PROMOVER EL TRABAJO DECENTE

En el marco de un foro temático, se analizó la manera en que podemos gestionar las transformaciones del mundo del trabajo asociadas a las tecnologías digitales, para que den lugar a la creación de trabajo decente. El debate tuvo lugar durante la Conferencia Internacional del Trabajo del centenario.

Noticia | 17 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – ¿Cómo podemos garantizar que el trabajo digital sea un trabajo decente? ¿Qué pueden hacer los gobiernos y las organizaciones de trabajadores y de empleadores para orientar la dirección del desarrollo tecnológico? Estas son algunas de las preguntas planteadas en un foro celebrado en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) del centenario . 

Moussa Oumarou, Director General Adjunto de Programas Exteriores y Alianzas de la OIT, planteó que los seres humanos crearon, y deben controlar la tecnología, incluyendo la protección de los datos y el control de las personas a través de algoritmos. “Además, la tecnología puede ser utilizada para incrementar la productividad, reducir el tiempo y la carga de trabajo, y mejorar el acceso al mercado laboral”, agregó. 

Diversos oradores dedicaron atención especial a la necesidad de regular las nuevas formas de trabajo, así como a la cuestión de la propiedad de los datos de los trabajadores, recopilados en las plataformas en línea y en otras partes. 

Parminder Jet Singh, Director Ejecutivo de IT Change, Bangalore, puso de manifiesto que los trabajadores deberían tener el control de los datos recopilados sobre sí mismos y sus actividades. “Es innegable que la balanza se ha inclinado demasiado a favor de los propietarios del capital digital. Es necesario reconsiderar los derechos de los trabajadores y otros actores marginalizados de la economía digital”. 

Carlos López, quien fue miembro de la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo de la OIT , indicó: “Lo que estamos observando es que los que llegaron primero se aprovechan del hecho que las regulaciones no abordan los enormes cambios que se avecinan. Como resultado, tenemos una manera de entender la producción que no se corresponde más con el mundo que está evolucionado ante nuestros ojos”. 

Diversos oradores manifestaron su optimismo en relación al futuro, siempre y cuando sean adoptadas las políticas adecuadas. 

“El asunto central es la política económica”, afirmó Amandeep Singh Gill, Director Ejecutivo del Panel de Alto Nivel de las Naciones Unidas sobre la cooperación digital. “Si el contexto en materia de políticas es bueno, entonces la transición será más fácil. Pero si hay una pasividad política, entonces tenderemos dificultades”. 

Eric Manzi, Secretario General de la Central de Sindicatos de Ruanda (CESTRAR), dijo que desde el punto de vista de los sindicatos “todo lo que queremos es que los cambios tecnológicos no signifiquen la supresión de las normas, o que los gobiernos y los empleadores no sigan cumpliendo con sus obligaciones. Debemos seguir el camino definido en el concepto de trabajo decente”. 

Hongren Zhu, Director General de la Confederación de Empresas de China, destacó que la adaptación al cambio supone un cambio de actitud. “La fuerza de trabajo puede incrementar su capacidad de adaptación a las nuevas tendencias a través de la formación y el desarrollo de las competencias, etc... Los empleadores también necesitan cambiar su actitud para adaptarse al cambio”, agregó. “En general, somos optimistas”. 

May Makki, Oficial de Investigación y Programas de la Red de ONG Árabes para el desarrollo (ANND), señaló: “No existen garantías de que un empleo digital sea un empleo decente. De manera que es necesario una mejor gobernanza de la tecnología si queremos alinear la economía digital con el desarrollo sostenible”. 

Andrés Ortega Klein, Investigador principal en el Instituto Real Encano, declaró: “Estamos en una transición que hay que gestionar, por un desacoplamiento en términos de perspectivas vitales de carreras… que requieren nuevos tipos de protección y seguridad”. 

El foro temático, titulado Vías tecnológicas para acceder al trabajo decente , tuvo lugar en el marco de la reunión anual de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT), que este año celebra el 100.º aniversario  de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). La Conferencia, de dos semanas de duración, concluye el 21 de junio y se centra principalmente en los desafíos del futuro del trabajo. 
11. DÍA 5: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

LA PROTECCIÓN SOCIAL ES VITAL EN EL CONTEXTO DE LAS TRANSFORMACIONES PROFUNDAS QUE AFECTAN EL MUNDO DEL TRABAJO

Los sistemas de protección social sostenible serán cada vez más importantes para acompañar un mundo de trabajo en rápida evolución, afirmaron los oradores de un foro de alto nivel organizado en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo del centenario.

Noticia | 14 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – En el foro  celebrado durante la Conferencia Internacional del Trabajo  (CIT), los participantes examinaron las repercusiones de la digitalización, los cambios demográficos, el cambio climático y la globalización sobre la manera en que las personas gestionan las transiciones a lo largo de su vida. 

Los oradores destacaron la importancia no sólo de poner en práctica políticas de creación de empleos decentes sino también de políticas de protección social para ayudar a los trabajadores, en particular a los más vulnerables, a gestionar estas transiciones. 

El Director General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Guy Ryder, recordó que 55 por ciento de la población mundial sigue sin estar cubierta por la protección social. “El compromiso mundial a favor de la protección social es el requisito previo para garantizar transiciones sostenibles a lo largo de la vida”, declaró. 

Christine Lagarde, Directora Gerente del Fondo Monetario Internacional (FMI), se refirió al “gasto social” el cual, dijo, incluye el seguro social y la asistencia social, así como el gasto público en salud y educación. 

“El gasto social no es solamente un dispendio, por el contrario, puede ser consideradas una de las inversiones más sensatas en el bienestar de nuestras sociedades. La expansión del acceso a la educación y la salud da lugar a una mayor producción en toda la población, permitiendo que todos los ciudadanos prosperen. Para cosechar los frutos de una economía mundial más sólida, las sociedades deben comenzar por fortalecer los programas sociales hoy”, agregó. 

“Considero que el gasto social es un componente central del contrato social necesario para cumplir las misiones de nuestras respectivas organizaciones”. 

Michelle Bachelet, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, declaró: “Al mitigar el impacto negativo del desempleo, crear acceso a la formación continua, mejorar las oportunidades del mercado de trabajo y garantizar el acceso al menos a los elementos básicos del derecho a la salud, alimentación, agua, saneamiento, educación, vivienda y sistemas de seguridad social, es posible garantizar que los individuos de todas las sociedades estén protegidos de las consecuencias más negativas de estos cambios”. 

Ernesto Murro, Ministro de Trabajo y Seguridad Social de Uruguay, afirmó: “Cada país debe definir su derecho, creando sistemas de protección social que sean sostenibles pero que tengan en cuenta que es un derecho fundamental, que tengan en cuenta el trabajo y las nuevas formas de trabajo”. 

Luca Visentini, Secretario General de la Confederación Europea de Sindicatos, señaló que es esencial que los trabajadores, incluso los de la economía de las plataformas digitales, tengan acceso a la formación permanente y “realmente tengan acceso a los sistemas de protección social universal que los protejan de las crisis… y al mismo tiempo puedan facilitar las transiciones”. Sin embargo, agregó, “todo esto no funciona si no se ha establecido una estrategia clara para crear empleos de calidad”. 

Rebeca Grynspan, Secretaria General de la Conferencia Iberoamericana y ex miembro de la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo , destacó la necesidad de “proteger a los trabajadores, no los empleos. Necesitamos una protección social universal y necesitamos un nuevo derecho en lo que se refiere a la formación permanente, porque los trabajadores tendrán que cambiar empleo muchas veces a lo largo de su vida profesional”. 

Joannie Marlene Bewa, joven líder para los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, declaró: “Debemos garantizar que se pongan en práctica políticas basadas no sólo en las necesidades de los más vulnerables, sino que también tengan en cuenta las opiniones y necesidades de los jóvenes”. 

Kristin Alsos, Directora de Investigación de la Fundación del Instituto Noruego de Investigación Social (FAFO) y Directora del proyecto sobre el futuro del trabajo del Consejo Nórdico de Ministros, señaló que la tecnología tiene el potencial de crear empleos, “pero no se puede dejar a la tecnología actuar por sí sola, son necesarias políticas, incentivar la creación de empleo y favorecer la inversión de capitales en el fomento del empleo, y no en las propiedades o los mercados financieros”. 

Paweł Wojciechowski, del Instituto de Seguro Social de Polonia, Asesor del Presidente de la Asociación de Empleadores de Polonia, destacó la importancia de “domesticar los robots” a fin de garantizar que los jóvenes de hoy día tengan acceso a empleos decentes. “Los robots no deben controlarnos, nosotros debemos controlar a los robots”. 

El foro temático, Asegurar una transición sostenible a lo largo de la vida , fue organizado en el marco de la anual Conferencia Internacional del Trabajo (CIT), que este año celebra el 100.º aniversario de la OIT . La Conferencia, de dos semanas de duración, concluye el 21 de junio y se centra principalmente en los desafíos del futuro del trabajo. 

12. DÍA 5: 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

EL APRENDIZAJE PERMANENTE PARA UN MEJOR FUTURO DEL TRABAJO

Un foro organizado en el marco de la Conferencia anual de la Organización Internacional del Trabajo, que este año celebra el Centenario de la OIT, analizó los vínculos entre los empleos, las competencias y las reformas políticas necesarias para apoyar el mercado laboral del futuro.

Noticia | 14 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – Los participantes al foro  celebrado en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo  (CIT) del centenario abordaron las profundas transformaciones que experimenta el mundo del trabajo, como la tecnología y los cambios climáticos y demográficos. 

Los participantes, representantes de trabajadores, empleadores y gobiernos, del sector privado y organizaciones internacionales analizaron la manera en que estas transformaciones ofrecen nuevas oportunidades para crear empleos y mejorar los ingresos. También consideraron cómo estos cambios desestabilizan los mercados de trabajo, afectan las redes mundiales de producción y modifican los perfiles y las competencias requeridas para los puestos de trabajo existentes y futuros. 

Moussa Oumarou, Director General Adjunto de Programas Exteriores y Alianzas de la OIT, señalo la necesidad de abordar con urgencia los crecientes desafíos del mundo del trabajo. “El progreso tecnológico – la inteligencia artificial, la automatización y la robótica – creará nuevos empleos, pero algunas personas tendrán que adaptarse, y nos corresponde actuar colectivamente a fin de garantizar que la red de seguridad social les permita gestionar esta transición eficazmente. Las competencias forman parte de este escenario. Las competencias de hoy no se ajustarán a los empleos de mañana, y los conocimientos adquiridos recientemente corren el riesgo de volverse obsoletos con rapidez”. 

Los participantes coincidieron en que estos desafíos imponen que las competencias sean actualizadas y perfeccionadas continuamente a lo largo de toda la vida. Además, será necesario crear empleos para el gran número de jóvenes trabajadores en las economías en desarrollo. 

José Ángel Gurría, Secretario General de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), manifestó que las fuerzas de la digitalización, la globalización y el cambio demográfico tienen un enorme potencial de mejorar la vida de las personas, y que cuatro de cada diez empleos creados actualmente en los países de la OCDE se encuentran en los sectores de uso intensivo de tecnologías digitales. “Pero al mismo tiempo, 14 por ciento de la fuerza de trabajo está expuesta al riesgo de ser desplazada por la tecnología, y otro 32 por ciento se verá afectado por la tecnología. De manera que la tecnología tendrá un impacto sobre aproximadamente la mitad de la fuerza de trabajo; esta mitad no está preparada para trabajar en sectores profesionales altamente tecnológicos”. 

“Quienes más necesitan formación son los que tienen menos acceso a ella”, agregó. 

Al mismo tiempo, las tendencias demográficas están dando lugar a presiones migratorias masivas y al desplazamiento a gran escala de migrantes y refugiados. 

Filippo Grandi, Alto Comisionado de las Naciones Unidas del Alto Comisionado para los Refugiados (ACNUR), explicó: “Más de 70 millones de personas han sido desplazadas a causa de la guerra y la violencia, algunas veces asociadas a la pobreza y el cambio climático. Por el hecho de ser desplazadas de esta manera, con frecuencia también están prácticamente excluidas de las transformaciones que estamos abordando y que benefician a otros en el mundo del trabajo”. 

Luego añadió: “85 por ciento de los refugiados, de las personas desplazadas, los apátridas, se encuentran en países pobres o de ingresos medios. La mayor parte del trabajo al cual tienen acceso es informal. Su exclusión tiene múltiples formas y serias repercusiones sobre su capacidad de trabajar. No poseen documentos y con frecuencia no tienen de libertad de circulación. Están excluidos de los servicios financieros, la brecha digital es particularmente grande y la educación es una posibilidad remota”. 

Mario Cimoli, Secretario Ejecutivo Adjunto de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), observó que “existe un gran desfase entre las economías en desarrollo y de ingresos medios y las más desarrolladas porque es evidente que en países como Alemania, por ejemplo, la digitalización está creando empleos, pero en América Latina y en otros países, no lo está haciendo y tiene un impacto negativo sobre la informalidad y las pequeñas y medianas empresas. En América Latina, 80 por ciento del empleo se concentra en las pequeñas y medianas empresas”. 

Agregó que las economías en desarrollo necesitan formular políticas industriales y tecnológicas para crear nuevos empleos e incorporar la digitalización en la estructura de la economía. 

Thorben Albrecht, Director Federal del Partito Socialdemócrata de Alemania y miembro de la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo de la OIT , planteó: “Las necesidades de competencias están cambiando con mucha rapidez y seguirán cambiando a lo largo de los próximos años, nuestro desafío es garantizar que nadie sea dejado atrás. ¿Cómo lo logramos? Tenemos que pasar de las políticas activas a las políticas proactivas que involucren a las personas, que les ofrezcan formación mientras aún tienen trabajo pero están en riesgo de perderlo a causa del progreso tecnológico”. 

Además sugirió instituir una “cuenta universal de oportunidades” para la formación continua a lo largo de toda la vida, en lugar del ingreso básico universal. Agregó que esto garantizaría además que las personas tengan una mayor igualdad de oportunidades cuando comienzan su vida profesional. 

Dimple Agarwal, líder mundial de transformación organizacional y talento para la práctica de capital humano en Deloitte Human Capital, explicó: “En los puestos de trabajo, algunas tareas están cambiando. Se puede ocupar a las personas que solían ejercer estos oficios a tiempo completo con nuevas competencias y habilidades a fin de complementar lo que hacían previamente”. 

Argarwal añadió: “Toda nuestra investigación y el trabajo con nuestros clientes indican que efectivamente se están creando más empleos, y que la productividad aumentará, pero lo que tenemos que hacer es enseñar a las personas a trabajar mejor con las máquinas”. Agregó que los trabajadores debían redoblar la apuesta en las competencias que son exclusivamente humanas, como la resolución de problemas complejos, las competencias cognitivas y sociales, y que el aprendizaje permanente, el cual tiene lugar sobre todo en el lugar de trabajo, necesita ser más innovador y pertinente. 

Mary Liew Kiah Eng, Presidenta del Congreso Nacional de Sindicatos de Singapur y Secretaria General de Oficiales Marítimos de Singapur, recordó que los cambios que tienen lugar en el mundo del trabajo están ocurriendo a una velocidad sin precedentes. “Las empresas tienen que innovar, asimismo los trabajadores tienen que mejorar y actualizar sus competencias. No recorremos solos este camino. Los trabajadores no pueden hacerlo por sí mismos, ni los empleadores, y tampoco los gobiernos. Necesitamos colaboración, y es aquí donde entra en juego el tripartismo. Los socios tripartitos deben recorrer juntos este camino de transformación, para garantizar que los trabajadores puedan tener mejores salarios, beneficios y perspectivas profesionales”. 

A continuación el foro orientó la discusión hacia un estudio de caso específico dedicado al aprendizaje permanente en Suiza. 

Boris Zürcher, Jefe de la Dirección de Trabajo de la Secretaría de Estado para Asuntos Económicos de Suiza (SECO), declaró: “Los interlocutores sociales desempeñan un papel fundamental, pero también las asociaciones profesionales que están atentas a la economía, están atentas a las necesidades del mercado laboral y también de los trabajadores, y que están estableciendo los programas de formación para mantenerse al día con las competencias. Esta cultura de diálogo es esencial”. 

Blaise Matthey, Director General de la Federación de Empresas Romandas, afirmó: “En Suiza, existe la profunda convicción de que visto que no contamos con materias primas, nuestra materia prima es la educación”. Luego añadió: “Es necesario un compromiso personal y colectivo a fin de garantizar una buena educación básica, una buena formación permanente y, sobre todo, una adaptación continua a la formación. 

Luca Cirigliano, Director de Asuntos Internacionales de la Unión Sindical de Suiza SBG-USS, destacó: “La accesibilidad es algo a lo cual debemos prestar atención; la accesibilidad de los trabajadores al aprendizaje y a las oportunidades de participar a este aprendizaje”. Se refirió además la “falta de tiempo y de dinero para que las personas se eduquen por su cuenta”. 

13. DÍA 4: CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

LA LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA SON LOS FUNDAMENTOS ESENCIALES DEL TRABAJO DECENTE

Oradores del mundo del trabajo y de organizaciones internacionales exploraron cómo dos convenios fundamentales hacen progresar el trabajo decente en todo el planeta. El foro tuvo lugar en el marco de la Conferencia anual de la OIT, que este año celebra el 100.o aniversario de la Organización.

Noticia | 13 de junio de 2019

Galería de fotos  y vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – Un foro  organizado en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo  (CIT) puso de manifiesto el papel decisivo que han desempeñado dos convenios fundamentales – el de la libertad de asociación  y el de negociación colectiva  – a lo largo del último siglo, y el papel que tendrán que desempeñar en el futuro. 

Los participantes, en representación de las organizaciones de trabajadores y de empleadores, de gobiernos y organizaciones internacionales, analizaron cómo la garantía de estos valores fundamentales de la OIT “hace posible que los interesados reivindiquen, libremente y en igualdad de condiciones, una participación justa en las riquezas a cuya creación contribuyeron y desarrollen plenamente su potencial humano”, como afirma la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales de la OIT . 

Moussa Oumarou, Director General Adjunto de Programas Exteriores y Alianzas de la OIT, declaró: “La realización de estos dos derechos fundamentales contribuye al desarrollo de sociedades inclusivas y democracias abiertas”. 

Durante el evento se presentaron casos de éxitos de países donde la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva han sido aplicados para responder de manera concreta a desafíos cruciales para las sociedades, los mercados de trabajo, los trabajadores y las empresas. 

Mohamed Trabelsi, Ministro de Asuntos Sociales de Túnez, recordó que su país tiene una larga tradición de diálogo social. Después de la revolución tunecina de 2011, la concesión del Premio Nobel de la Paz en 2015 a los interlocutores sociales tunecinos fue un testimonio de la manera en que la “revitalización del diálogo social en Túnez contribuyó a evitar la guerra civil y desempeñó un papel esencial en la transformación democrática del país y en la construcción de instituciones democráticas”. 

Barbara Figueroa, Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) de Chile, afirmó que el diálogo social se ha convertido en “una herramienta indispensable para construir democracias sólidas y fortalecer la cohesión social” en el mundo actual. Agregó que Chile es actualmente un país con un espacio de diálogo que permite responder a los desafíos del mundo del trabajo y “de mirar al futuro con optimismo”, en el cual, por ejemplo, “las tecnologías beneficien a la mayoría de las personas y no sólo a quienes tienen el poder económico”. 

Kanishka Weerasinghe, Director General de la Federación de Empresarios de Ceilán, declaró: “La libertad de asociación, los derechos individuales, la negociación colectiva, la dignidad del trabajo y la no discriminación son elementos fundamentales que constituyen nuestra sociedad actual, como cualquier otra región del mundo. Los ciudadanos están más empoderados y conscientes de sus derechos, y exigen plataformas que sirvan para debatir y compartir sus ideas”. 

Clément Voule, Relator Especial sobre el derecho a la libertad de reunión pacífica y de asociación de las Naciones Unidas, declaró: “Los derechos en el trabajo son derechos fundamentales. Es importante que reconozcamos que el derecho del trabajador es un derecho fundamental, porque es lo que le permite vivir dignamente, trabajar en condiciones decentes y contribuir al desarrollo de su país”. 

En el foro también se aportaron reflexiones sobre el papel desempeñado por los órganos de control de la OIT para garantizar la realización de los principios y derechos fundamentales en el trabajo. 

Jean-Jacques Elmiger, Presidente de la 108.a reunión de la CIT, Jefe de Asuntos Internacionales del Trabajo de la Secretaría de Estado de Economía de Suiza, declaró: “No podemos ignorar la necesidad de negociar y consensuar en los convenios laborales, con la comprensión de que debemos actuar a nivel de las normas, pero también debemos actuar para promover los acuerdos colectivos de trabajo”. 

Sonia Regenbogen, Vicepresidenta empleadora, Comisión de Aplicación de Normas de la OIT , Canadá, dijo que la composición tripartita de la Comisión refleja las realidades concretas del mundo del trabajo y es fundamental para el funcionamiento eficaz de la Comisión. “De la selección de los casos que serán discutidos a las cuestiones jurídicas respecto a las cuales existe un consenso, de la libertad de expresión para expresar diferentes puntos de vista dentro de la Comisión a la redacción de las conclusiones y recomendaciones a los gobiernos […] todo está impregnado de este tripartismo. Esto es lo que le confiere la autoridad moral y la naturaleza persuasiva de las cuales disfruta”. 

Marc Leemans, Vicepresidente trabajador, Comisión de Aplicación de Normas de la OIT, Bélgica, señaló que, en relación al papel de la Comisión, “nosotros garantizamos que los convenios ratificados, los cuales imponen obligaciones legales a los gobiernos, sean aplicados en la práctica”. “Tenemos una relación directa con todos los mandantes, y el resultado se refleja en conclusiones factibles y consensuadas, y después hay un seguimiento de estas conclusiones”, agregó. 

Graciela Josefina Dixon Caton, Presidenta de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, Panamá, destacó que este mecanismo de control “utiliza tres herramientas fundamentales. La primera es la perseverancia, la segunda la complementariedad y la tercera el seguimiento” y lleva a cabo su trabajo “desde una perspectiva técnica, independiente”. Agregó que el control también es una herramienta primordial. “Dado que el mundo no es estático y tampoco las relaciones sociales son estáticas ni rígidas, sino que cambian constantemente, la Comisión, cumpliendo con su obligación de garantizar el respeto de los convenios internacionales del trabajo, debe continuar con su trabajo de verificación”. 

El Profesor Evance Kalula, Presidente del Comité de Libertad Sindical (CLS), Zambia, comentó el impacto del CLS: “Según el enfoque del CLS, no se pueden hacer respetar las obligaciones legales atribuyendo culpas, sino incentivando a los gobiernos a avanzar sobre la base del diálogo social”. 

Yves Veyrier, Vicepresidente trabajador, Comité de Libertad Sindical, Francia, Secretario General Fuerza Obrera, declaró: “Es necesario comprender que la cuestión de la libertad sindical es inherente a la existencia misma de la OIT”. 

Alberto Echavarría, Vicepresidente empleador, Comité de Libertad Sindical, Colombia, declaró: “Lo que nos inspira en los órganos de control es tener un ejercicio eficaz de la libertad. ¿Qué significa libertad? Es sinónimo de respeto, no significa oponerse al otro”. Describió el Comité como “un órgano independiente que es objetivo y se esfuerza por logar el consenso, y ahí es donde reside la fuerza de sus argumentaciones y la importancia de su actividad”. 

Takanobu Teramoto, miembro gubernamental, Comité de Libertad Sindical, Japón, se refirió al funcionamiento del CLS: “Para persuadir a los gobiernos a avanzar y cooperar, la clave es la comunicación con respeto mutuo. Funcionamos sobre la base de acuerdos”. 

14. DÍA 4 - CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO - FORO TEMÁTICO

EN EL MARCO DE UN FORO SE ABOGA POR LA INTENSIFICACIÓN DE LAS MEDIDAS QUE PERMITAN ERRADICAR EL TRABAJO INFANTIL

La lucha contra el trabajo infantil ha constituido el tema principal abordado en un amplio debate celebrado en el marco de la Conferencia anual de la Organización Internacional del Trabajo, que este año marca el centenario de la OIT.

Noticia | 13 de junio de 2019

Galería de fotos  y grabación vídeo  del foroGINEBRA (OIT Noticias) – Los participantes en un foro celebrado en el marco de la Conferencia Internacional del Trabajo  (CIT) del Centenario abogaron por la adopción de medidas más eficaces para poner fin al trabajo infantil, y pusieron de manifiesto varios retos que plantea la enorme transformación que se está produciendo en el mundo del trabajo. 

La Sra. Molly Namirembe, defensora de la juventud, recordó a través de un emotivo relato cómo ella y su hermana tuvieron que trabajar de niñas en una plantación de té en Uganda, después de la muerte de sus padres. "Trabajábamos durante 12 horas, a veces con el estómago vacío", recordó, con lágrimas en las mejillas. 

El foro temático Juntos por un futuro mejor sin trabajo infantil  hizo hincapié asimismo en la promoción de medidas acuciantes para cumplir la Meta 8.7 de los ODS, en virtud de la cual se pide la adopción de "medidas inmediatas y eficaces con miras a erradicar el trabajo forzoso, poner fin a la esclavitud moderna y a la trata de seres humanos, y garantizar la prohibición y la erradicación de las peores formas de trabajo infantil, incluido el reclutamiento y la utilización de niños soldados, así como poner fin a todas las formas de trabajo infantil para 2025". 

“Desde la fundación de nuestra organización, la erradicación del trabajo infantil ha constituido una prioridad absoluta."

Guy Ryder, Director General de la OIT
"Desde la fundación de nuestra organización, la erradicación del trabajo infantil ha constituido una prioridad absoluta", señaló el Sr. Guy Ryder, Director General de la OIT, y añadió que espera que la OIT logre en los próximos días la ratificación universal del Convenio 182 sobre las peores formas de trabajo infantil . 

El Sr. Kumaran Shanmugam Naidoo, Secretario General de Amnistía Internacional, pidió un enfoque holístico "para abordar no solamente el problema del trabajo infantil, sino también los sistemas que lo propician, habida cuenta de las graves consecuencias que ello conlleva". 

La Sra. Juneia Martins Batista, Secretaria de la Mujer de la Confederación Única de Trabajadores (CUT) de Brasil, subrayó la necesidad de mejorar la situación de las mujeres que se ganan la vida como trabajadoras domésticas o en el medio rural. "El objetivo es aumentar la autonomía de esos adultos, en su mayoría mujeres, para que tengan una vida decente. El trabajo decente podría ayudarnos a erradicar el trabajo infantil". 

El Sr. Assefa Bequele, fundador y anterior Director Ejecutivo del Foro Africano de Políticas para la Infancia, señaló: "La gran cuestión... es saber qué medidas cabe adoptar para comenzar a aplicar el tipo de políticas necesarias que permitan reducir la brecha entre retórica y acción, con objeto de que las políticas públicas hagan hincapié en la infancia". 

La Sra. Sue Longley, Secretaria General de la Unión Internacional de Trabajadores de la Alimentación, Agrícolas, Hoteles, Restaurantes, Tabaco y Afines, manifestó: "La cuestión primordial, el factor clave habilitador, será abordar el desequilibrio de poder fundamental en las zonas rurales, en las que sigue habiendo terratenientes feudales y esclavitud". 

La Sra. Jacqueline Mugo, Directora Ejecutiva de la Federación de Empleadores de Kenia, subrayó la necesidad de "abordar las causas subyacentes y los problemas sistémicos. En particular, la pobreza, la informalidad y la falta de oportunidades educativas para los jóvenes". 

La Sra. Tanzila Narbaeva, Viceprimera Ministra de Uzbekistán, señaló: "Ratificar un convenio sobre el trabajo infantil constituye únicamente la mitad del trabajo; es necesario asimismo modificar la mentalidad de la gente y su opinión con respecto al problema del trabajo infantil". 

La Sra. Phyllis Kong Wai Yue, Especialista en derechos humanos y abastecimiento responsable de la empresa chocolatera Ferrero, afirmó: "A las empresas les interesa exigir políticas más eficaces que promuevan la defensa de los niños, así como el cumplimiento de la legislación laboral". 

El foro fue seguido de un acto musical en el que se rindió homenaje a la función de los niños y los jóvenes en la lucha contra el trabajo infantil. 

La reunión de este año de la CIT, que se celebra del 10 al 21 de junio, marca el centenario de la Organización Internacional del Trabajo  (OIT). 
15. IGUALDAD DE GÉNERO

LA JEFA DEL ÁREA DE IGUALDAD DE GÉNERO DE LA OIT EN LA LISTA DE LAS 100 PERSONAS MÁS INFLUYENTES

Entre los 100 principales figuran personalidades de renombre, políticos, docentes universitarios y héroes anónimos cuyo trabajo ha tenido una inmensa repercusión en la política de género.

Comunicado de prensa | 29 de mayo de 2019

© ApoliticalGINEBRA (OIT NOTICIAS) – La Jefa del Servicio de Género, Igualdad y Diversidad de la OIT , Shauna Olney, ha sido incluida entre las personas más influyentes de 2019 en la esfera de la igualdad de género. 

Su nombre figura entre los 100 principales  elegidos por Apolitical , plataforma de formación entre pares utilizada por funcionarios públicos y formuladores de políticas en más de 170 países. 

Los 100 finalistas fueron elegidos a partir de 9000 candidaturas. Entre las personas elegidas como las más influyentes hay políticos, funcionarios públicos, docentes universitarios, activistas, además de héroes anónimos impulsores de cambios en todo el mundo. 

“Es un homenaje a la labor de tantas personas de la OIT que tienen el coraje y la tenacidad necesaria para ir ampliando los límites, y dar visibilidad y credibilidad a la OIT en cuanto a políticas de igualdad de género."

Shauna Olney, Jefa del Servicio de Género, Igualdad y Diversidad de la OIT
La lista comprende nombres como los de Michelle Obama, ex Primera Dama de los EE.UU.; Melinda Gates, copresidenta de la Fundación Gates; Phumzile Mlambo-Ngcuka, Directora de ONU-Mujeres y fundadora de la campaña HeforShe, y Ruth Bader-Ginsburg, Jueza Suplente del Tribunal Supremo de los EE.UU. 

“Es un honor para mí haber sido incluida en un grupo tan distinguido. Es un homenaje a la labor de tantas personas de la OIT que tienen el coraje y la tenacidad necesaria para ir ampliando los límites, y dar visibilidad y credibilidad a la OIT en cuanto a políticas de igualdad de género. Ha sido un privilegio compartir con ellas esa trayectoria”, dijo Olney. 

Olney comenzó su carrera como abogada especializada en relaciones laborales, legislación laboral y derechos humanos. En 1991 comenzó a trabajar en la OIT; su trabajo gira en torno a la igualdad entre mujeres y hombres. 

Más recientemente, dirigió la Iniciativa del Centenario de la OIT las Mujeres en el Trabajo  y fue miembro suplente del Grupo de Alto Nivel sobre el Empoderamiento Económico de las Mujeres , creado por el Secretario General de las Naciones Unidas. 

“Es hora de presentar a las personas inspiradoras que lideran el cambio y modelan las políticas de igualdad entre mujeres y hombres en todo el mundo”, dijo la Presidenta Ejecutiva de Apolitical, Lisa Witter. “Esperamos que esta lista ponga de relieve a quienes están empeñados en hacer de este mundo un lugar mejor para todas las personas.” 

16. Q&A

CONVENIO SOBRE LA VIOLENCIA Y EL ACOSO, 2019: CINCO PREGUNTAS CLAVE

Por primera vez, la violencia y el acoso en el mundo del trabajo se abordan en nuevas normas internacionales del trabajo adoptadas en el marco de la CIT del Centenario, abiertas actualmente a su ratificación por los Estados Miembros de la OIT.

Opinión | 28 de junio de 2019

Por Shauna Olney, Directora del Servicio de género, igualdad y diversidad de la OIT
	

	Shauna Olney


¿Qué repercusión tienen el Convenio, 2019 (núm. 190), y la Recomendación (núm. 206) sobre violencia y acoso? 

El proceso subyacente de ambos instrumentos dio comienzo en 2015, y a raíz de las protestas mundiales cada vez mayores contra la violencia y el acoso, su adopción no podría ser más oportuna y pertinente. El Convenio es eficaz y práctico. Al igual que la Recomendación, el Convenio núm. 190  proporciona un marco claro para la adopción de medidas y brinda la posibilidad de forjar un futuro del trabajo sobre la base de la dignidad y el respeto, exento de violencia y acoso. El derecho de toda persona a un mundo de trabajo sin violencia ni acoso no se había articulado tan claramente hasta ahora en ningún tratado internacional. También se reconoce que esos comportamientos pueden constituir un incumplimiento de los derechos humanos o un abuso respecto de estos. 

Estos instrumentos, los primeros que se adoptan durante el segundo siglo de existencia de la OIT, ponen asimismo de relieve la función normativa primordial que desempeña la OIT. Constituyen una prueba manifiesta de la utilidad y eficacia duraderas del diálogo social y del tripartismo, que serán fundamentales para aplicar esos instrumentos a escala nacional. 

¿Qué tipo de actos abarca la definición de "violencia y acoso? 

Las definiciones al respecto varían en función de caso, y en ocasiones no son claras. Por ejemplo, el "acoso" sexual se considera a menudo una forma de "violencia" de género. De ahí que la Conferencia  adoptara un enfoque práctico y definiera la violencia y el acoso como "un conjunto de comportamientos y acciones inaceptables" que "tengan por objeto provocar, ocasionen o sean susceptibles de ocasionar, daños físicos, psicológicos, sexuales o económicos". Ello abarca el abuso físico o verbal, la intimidación y el hostigamiento, el acoso sexual, las amenazas y el acecho, sin perjuicio de otros actos. En la elaboración del Convenio también se ha tenido en cuenta que el trabajo no siempre se realiza actualmente en un lugar físico específico, y habida cuenta de ello, sus disposiciones abarcan asimismo las comunicaciones profesionales, en particular las que tienen lugar mediante las TIC. 

¿A qué personas ampara el Convenio? 

El enfoque adoptado en el Convenio en materia de inclusión reviste gran importancia. Conlleva el amparo de todas las personas que trabajen, con independiencia de su situación contractual, incluidas las personas que realicen pasantías o actividades de voluntariado y los solicitantes de empleo, así como las personas que ejerzan la autoridad de un empleador. Lo dispuesto en el Convenio es aplicable los sectores público y privado, a las economías formal e informal, y a las zonas urbanas o rurales. 

Por otro lado, se reconoce que algunos grupos, así como los trabajadores de determinados sectores, que desarrollan una labor específica o están sujetos a acuerdos de trabajo particulares, son especialmente vulnerables a casos de violencia y acoso; por ejemplo, en los sectores de la sanidad, el transporte, la enseñanza y el trabajo doméstico, así como las personas que realizan trabajo nocturno o en zonas aisladas. Esos sectores específicos se determinarán en cada país mediante consultas tripartitas. 

Se hace hincapié en la violencia y en el acoso por motivos de género, y el enfoque adoptado también abarca terceros (en particular clientes, proveedores de servicios y pacientes), que pueden ser tanto víctimas como infractores. 

Conviene señalar que también se abordan los efectos de la violencia doméstica en el mundo del trabajo. Ello constituye una medida útil para arrojar luz sobre la violencia doméstica y contribuir a cambiar actitudes. La Recomendación también establece varias medidas prácticas, entre las que cabe destacar la concesión de bajas laborales a las víctimas, la flexibilidad de horarios de trabajo y el aumento de la sensibilización. 

¿Es posible que el Convenio contribuya a cambiar actitudes? 

Si bien el cambio de actitudes nunca es sencillo, es fundamental para erradicar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. La adopción de instrumentos eficaces como este permite transmitir un mensaje de firmeza. Pone de manifiesto muchas cosas, y en particular reconoce la generalización e inaceptabilidad de la violencia y del acoso. 

Es necesario abordar las causas subyacentes, incluidos los diversos modos de discriminación, interrelacionados entre sí, así como los estereotipos de género y las relaciones de poder basadas en la disparidad de género. 

Las evaluaciones de riesgo en el lugar de trabajo también pueden contribuir a cambiar actitudes, como se establece en el Convenio y se detalla en la Recomendación, al tener en cuenta factores (como las normas sobre género, o aspectos de índole cultural o social) que aumentan la probabilidad de que se produzcan casos de violencia y acoso. El Convenio y la Recomendación también abogan por la adopción de medidas de formación y aumento de la sensibilización. 

¿Cuándo tendrá lugar la entrada en vigor? 

Al igual que la mayoría de los Convenios de la OIT, el Convenio núm. 190 entrará en vigor 12 meses después de que dos Estados Miembros lo hayan ratificado. Habida cuenta del alto nivel de apoyo constatado durante su aprobación, esperamos que entre en vigor en breve. 

No obstante, los efectos de la aprobación del Convenio se pondrán de manifiesto antes de su entrada en vigor. Todos los Estados Miembros deben señalarlo a la atención de sus autoridades nacionales competentes, lo que contribuirá a aumentar la visibilidad, tanto a nivel nacional como internacional, de las cuestiones que se abordan. 

17. 108.A CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO CONCLUYE CON LA ADOPCIÓN DE UN CONVENIO Y UNA DECLARACIÓN CONSIDERADOS FUNDAMENTALES

La Conferencia Internacional del Trabajo ha adoptado varios instrumentos históricos para hacer frente a la violencia y al acoso, así como una Declaración sobre el futuro del trabajo. La Conferencia ha concluido su reunión de dos semanas, que ha marcado el centenario de la OIT.

Noticia | 22 de junio de 2019

Galería de fotos GINEBRA (OIT Noticias) – La Conferencia del Centenario de la Organización Internacional del Trabajo  (OIT) concluyó el viernes con la adopción de un Convenio sin precedentes, incluida una Recomendación complementaria , con objeto de hacer frente a la violencia y al acoso en el mundo del trabajo, así como una Declaración que sienta las bases para forjar un futuro laboral centrado en el ser humano. 

La Declaración del Centenario de la OIT sobre el futuro del trabajo, 2019 , reafirma la pertinencia y la importancia del mandato de la OIT en un mundo del trabajo en transformación, y constituye una firme declaración de intenciones, un llamamiento a la movilización y una hoja de ruta para que la propia OIT adopte medidas. 

"Lo que hemos adoptado hoy es una hoja de ruta, una brújula que nos guiará al futuro de esta organización, puesto que el futuro del trabajo es el futuro de nuestra organización", señaló el Sr. Guy Ryder, Director General de la OIT. 

La Declaración está orientada al futuro del trabajo con arreglo a un enfoque centrado en el ser humano. Hace hincapié en la promoción de los beneficios que la transformación del mundo del trabajo brinda a las personas, sobre la base del fortalecimiento de las instituciones laborales, a fin de velar por una protección adecuada de todos los trabajadores, la promoción de un desarrollo duradero, inclusivo y sostenible, y el fomento del empleo pleno y productivo. 

Entre las esferas de acción específicas que se han establecido cabe destacar:

· el cumplimiento eficaz de la igualdad de género en materia de oportunidades y de trato

· la promoción de un sistema eficaz de aprendizaje permanente y de enseñanza de calidad para todos

· el acceso universal a una protección social general sostenible

· el respeto de los derechos fundamentales de los trabajadores

· el derecho a un salario mínimo adecuado

· el establecimiento de límites máximos del tiempo de trabajo

· el fomento de la seguridad y la salud en el trabajo

· la formulación de políticas que promuevan el trabajo decente y la productividad

· la aplicación de políticas y medidas que garanticen la privacidad y la protección de la información personal, y que permitan dar respuesta a los retos y las oportunidades del mundo del trabajo en relación con la transformación digital del trabajo, incluido el que se realiza a través de plataformas en línea.

El Sr. António Guterres, Secretario General de las Naciones Unidas , ha refrendado firmemente la labor de la OIT y su mandato de justicia social, al igual que han hecho la treintena de dignatarios mundiales que han intervenido a lo largo de las dos semanas que ha durado la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT). 

"Ustedes han retomado la antorcha que se encendió hace cien años para contribuir a lograr un nuevo mundo, un mundo basado en la justicia social y basado en un modelo de inclusión, con adopción conjunta de decisiones por gobiernos, trabajadores y empleadores", señaló el Sr. Guterres. 

El Sr. Guterres afirmó ante los delegados que la Declaración "marca una oportunidad histórica para comenzar a forjar un futuro más prometedor para los pueblos de todo el mundo". 

"La Declaración fija un ambicioso objetivo y sienta las bases para el cumplimiento del mandato de la OIT durante su segundo siglo de existencia. Sin embargo, la Declaración del Centenario va mucho más allá de una mera manifestación de deseos o de intenciones. Propone un cambio de paradigma con respecto a la visión que tenemos del desarrollo", añadió. 

El Sr. Guterres también acogió con beneplácito la aprobación del Convenio de 2019 sobre la violencia y el acoso en el lugar del trabajo , así como de la Recomendación que lo complementa. 

En virtud del Convenio se reconoce que la violencia y el acoso en el mundo del trabajo "pueden constituir un incumplimiento de los derechos humanos, o un abuso respecto de los mismos... y pueden poner en riesgo la igualdad de oportunidades, lo cual es inaceptable e incompatible para lograr un trabajo decente". En el marco del Convenio se establece que "la violencia y el acoso" constituyen comportamientos, acciones o amenazas "cuyo objeto o resultado es provocar daños de índole física, psicológica, sexual o económica". El Convenio recuerda a los Estados Miembros que tienen la responsabilidad de promover un "entorno general de cero tolerancia". 

El objetivo de la nueva norma internacional del trabajo es proteger a trabajadores y empleados, con independencia de su situación contractual, incluidas las personas que realicen actividades de capacitación, pasantías y formación profesional, los trabajadores cuyo contrato laboral se haya rescindido, las personas que realicen labores de voluntariado o busquen trabajo, y los solicitantes de empleo. En virtud de la norma se reconoce que "las personas que ejerzan la autoridad, desempeñen las funciones o asuman las responsabilidades de un empleador" también pueden ser objeto de casos de violencia y acoso. 

La norma abarca la violencia y el acoso que se producen en el ámbito laboral; los lugares en los que se remunere a un trabajador, realice recesos en el trabajo para descansar o comer, o use instalaciones sanitarias, de lavado o de cambio de indumentaria; los viajes, desplazamientos, programas de formación y eventos o las actividades sociales de índole profesional; las comunicaciones relacionadas con el trabajo (en particular las realizadas mediante tecnologías de la información y la comunicación), los lugares de alojamiento que proporcione el empleador; y los desplazamientos desde el lugar de trabajo y hasta este. La norma reconoce asimismo que en los casos de violencia y acoso pueden participar terceros. 

El Sr. Guy Ryder, Director General de la OIT, acogió con satisfacción la aprobación de las normas. Señaló que “en virtud de las nuevas normas se reconoce el derecho de todas las personas a un entorno laboral exento de violencia y de acoso". Y añadió: "La siguiente etapa consistirá en la aplicación de esas medidas de protección, con objeto de fomentar un entorno laboral de mejor calidad, y más seguro y decente para mujeres y hombres. Estoy convencido de que, habida cuenta de la gran cooperación y solidaridad que hemos constatado al respecto, y del interés público manifiestado en la adopción de medidas, se producirá una ratificación rápida y generalizada que permita llevar a cabo las acciones pertinentes. 

Los Convenios son tratados internacionales jurídicamente vinculantes que pueden ratificar los Estados Miembros, al tiempo que las Recomendaciones constituyen directrices no vinculantes. Las Declaraciones son resoluciones de los Estados Miembros de la OIT que se utilizan para formular observaciones de forma oficial y autorizada. 

Durante la conferencia, la Comisión de Aplicación de Normas  aprobó varias conclusiones sobre los 24 casos  específicos relacionados con problemas de aplicación de Convenios ratificados por los Estados Miembros. 

Los resultados de la Conferencia "facultan a la OIT para proseguir su compromiso con la justicia social en aras de la paz en el mundo", señaló el Presidente de la Conferencia, el Sr. Jean-Jacques Elmiger, Director del Departamento de Asuntos Laborales Internacionales de la Secretaría de Estado de Economía de Suiza. "Cabe admitir que nuestra conferencia marcará un hito histórico." 

La CIT contó a lo largo de sus dos semanas de duración con la participación de alrededor de 6.300 delegados, en representación de gobiernos, trabajadores y empleadores de 178 de los Estados Miembros de la OIT, así como de organizaciones observadoras no gubernamentales nacionales e internacionales. 

Durante la Conferencia se celebraron varios foros temáticos sobre cuestiones relativas al futuro de la labor , en los que participaron directores de organismos de las Naciones Unidas y de varios órganos multilaterales, así como representantes de alto nivel de gobiernos, trabajadores y empleadores. 

18. CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA OIT
EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA OIT DESIGNA AL EMBAJADOR REFILOE LITJOBO COMO NUEVO PRESIDENTE
EL SR. LITJOBO, DE LESOTHO, DIRIGIRÁ EL ÓRGANO EJECUTIVO DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO DURANTE LOS PRÓXIMOS 12 MESES.
Noticia | 22 de junio de 2019

Refiloe Litjobo, presidente en el período 2019-2020GINEBRA (OIT Noticias) – El Consejo de Administración  de la Organización Internacional del Trabajo ha elegido al Sr. Refiloe Litjobo para que desempeñe el cargo de presidente en el período 2019-2020.

El Sr. Litjobo sustituye a la Sra. Silvia Alfaro Espinosa, que fue presidenta del Consejo de Administración de marzo a junio de 2019. Los delegados agradecieron a la Sra. Espinosa su labor y felicitaron al nuevo presidente del Consejo por su designación. 

El Sr. Litjobo ha sido Embajador y Representante Permanente de Lesotho ante las Naciones Unidas desde abril de 2018. Fue miembro del Parlamento de Lesotho de 2015 a 2017 y trabajó como asesor técnico superior en el Ministerio de Sanidad de Lesotho de 2010 a 2012. Previamente trabajó en Visión Mundial Internacional y actualmente es presidente del Grupo de Trabajo sobre Comercio, Deuda y Finanzas de la Organización Mundial del Comercio. 

La Sra. Catelene Passchier, Vicepresidenta de la Confederación Sindical de los Países Bajos (FNV) y antigua Secretaria Confederal de la Confederación Europea de Sindicatos en Bruselas, fue reelegida vicepresidenta del Grupo de los Trabajadores. El Sr. Mtunzi Mdwaba, Fundador y Director Ejecutivo de TZoro IBC, y Presidente de la Universidad del Cabo Occidental y de Productivity SA, fue reelegido vicepresidente del Grupo de los Empleadores. Ambos serán miembros de la Mesa del Consejo de Administración en el período 2019-2020

Los miembros del Consejo de Administración elogiaron la adopción realizada por la Conferencia Internacional del Trabajo , el 21 de junio de 2019, de la Declaración del Centenario sobre el Futuro del Trabajo , así como del nuevo Convenio y la nueva Recomendación sobre violencia y acoso . 

Durante la reunión se debatieron asimismo otras cuestiones, en particular dos informes del Comité de Libertad Sindical de la OIT. 

Los miembros también rindieron homenaje al Sr. Bob Hawke, antiguo Primer Ministro de Australia, que falleció en mayo de 2019. El Sr. Hawke fue miembro del Grupo de los Trabajadores del Consejo de Administración de la OIT.

Etiquetas: Consejo de Administración de la OIT

VI. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD DE INTERES LABORAL

1. Sala Primera. Sentencia 56/2019, de 6 de mayo de 2019. Recurso de amparo 901-2018. Promovido por don Jaime Nicolás Muñiz respecto de las resoluciones del subsecretario de Interior, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo que rechazaron sus reclamaciones en materia de acoso laboral. 

Vulneración del derecho a la integridad moral: marginación laboral deliberada, continuada y carente de un objetivo legítimo incursa en abuso de poder o arbitrariedad.
PUBLICADA EN EL BOE DEL DIA 10 DE JUNIO DE 2019

II.FUNDAMENTOS JURIDICOS

Procedemos ya a valorar, atendiendo a las circunstancias del caso y conforme a la doctrina constitucional expuesta, si la postergación laboral denunciada constituye una vulneración del derecho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE) del funcionario demandante de amparo por comportar una conducta deliberada o adecuada para producir un resultado lesivo que ha causado un padecimiento físico, psíquico o moral o que, al menos, encerraba la potencialidad de hacerlo y que respondió al fin de vejar, humillar o envilecer o era objetivamente idónea para producir ese resultado. Si faltase este último elemento, no habrá trato «degradante», pero solo podrá descartarse la lesión de la integridad moral si el comportamiento administrativo enjuiciado cuenta con cobertura legal, responde a un fin constitucionalmente legítimo, constituye la alternativa menos restrictiva y produce más beneficios sobre otros bienes o valores que perjuicios en el derecho fundamental (art. 15 CE). 6.

Cabe apreciar, en primer término, que la inactividad profesional del recurrente no ha sido accidental. La administración, si no ha querido propiciarla desde el principio, ha pretendido, al menos, una vez producida, mantenerla y prolongarla. Son hechos probados a este respecto que la administración creó un puesto de trabajo sin contenido efectivo a fin de asignarlo al demandante de amparo y que, pese a las reiteradas quejas y peticiones de este, no intentó, siquiera mínimamente, poner remedio a la situación de inactividad laboral continuada; persistió durante año y medio, aproximadamente, en no proporcionar al recurrente información sobre sus atribuciones, en no encargarle tarea alguna, en no convocarle a reuniones de trabajo y en no promover una traslación de destino. Resulta igualmente indicativa la diferencia en el trato dispensado al demandante de amparo, pues los funcionarios restantes eran oportunamente convocados a reuniones de trabajo y disfrutaron de su correspondiente ámbito de atribuciones. También está acreditado que la denuncia de acoso formulada en la vía administrativa fue archivada, pese a que la inactividad laboral prolongada estaba probada y a los claros términos con los que el protocolo aplicable define esta modalidad de acoso laboral; extremo sobre el que ha insistido el ministerio fiscal y al que volveremos a hacer referencia más adelante.

En suma, hay un amplio panorama indiciario inequívocamente revelador del carácter intencional, no casual, de la prolongada inactividad profesional padecida por el recurrente. En cualquier caso, estando en juego un derecho fundamental sustantivo, para que llegáramos a la conclusión contraria el abogado del Estado habría debido contrarrestar esos elementos de juicio, probando fehacientemente la ausencia de intencionalidad en el comportamiento administrativo (en general, STC 104/2014, de 23 de junio, FJ 7, y las que allí se citan; refiriéndose a un problema de acoso sexual en el trabajo, STC 224/1999, FJ 4). Sin embargo, nada ha alegado a este respecto. Antes bien, ha dado por cierta la situación de postergación laboral sin aportar argumentos para justificarla. Por lo demás, no puede perderse de vista que, con carácter general, la protección de los derechos fundamentales sustantivos no puede quedar supeditada a «la indagación de factores psicológicos y subjetivos de arduo control» (STC 11/1998, FJ 6) y que, en el caso, el comportamiento administrativo era objetivamente adecuado para producir la lesión de la integridad personal del demandante de amparo; extremo sobre el que volveremos después.

Ciertamente, no sabemos si la creación o mantenimiento de la situación de inactividad profesional fue ordenada por un alto cargo. Ahora bien, una cosa es exigir responsabilidades disciplinarias o penales, para lo que puede ser decisivo, en efecto, determinar la concreta autoridad que la ha impuesto; y otra valorar si el recurrente ha sufrido la vulneración de su derecho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE), para lo que resulta suficiente atribuirla a la administración, en cuanto centro unificado de imputación de las acciones de quienes la integran. En lo que aquí importa, puede apreciarse sin género alguno de duda que la administración colocó o mantuvo al demandante de amparo en una situación de inactividad laboral prolongada.

Es igualmente verdad que de las actuaciones no resultan los motivos a los que obedeció el comportamiento de la administración. No podemos saber si la inactividad laboral prolongada del demandante de amparo constituye un hostigamiento perverso, un castigo encubierto o una represalia en el contexto de una mala relación con algún superior. Ahora bien, sí sabemos que la administración ha sido incapaz de esgrimir una mínima justificación racional para esa situación. Corresponde insistir, nuevamente, en que correspondía «a la parte demandada la carga de probar que su actuación tuvo causas reales absolutamente extrañas a la pretendida vulneración» (STC 104/2014, FJ 7).

En particular, en el presente proceso, el abogado del Estado ha admitido la situación de inactividad laboral prolongada del demandante de amparo sin tratar siquiera de justificarla, según hemos visto. No pueden aceptarse lógicamente los únicos dos argumentos aducidos por la administración durante la tramitación de la denuncia de acoso y en el procedimiento judicial a quo: la dificultad de asignar destino a los funcionarios que, tras las elecciones generales, solicitan su reincorporación al servicio activo al cesar en los puestos que ocupaban en situación de servicios especiales y la disminución de la carga de trabajo de la Gerencia derivada de la crisis económica.

En cuanto a la primera justificación esgrimida, el propio informe de valoración inicial de los instructores del procedimiento administrativo –que hace suyo la resolución que ordena archivar la denuncia de acoso–, aunque enfatiza la dificultad de atender a las múltiples solicitudes de reincorporación al servicio activo tras cada proceso electoral, admite a la postre que ello no justifica que se tenga desocupado a un empleado.

La otra justificación aparece en la resolución administrativa confirmatoria del archivo de la denuncia de acoso laboral, así como en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, pero no en el informe de valoración inicial de los instructores. No puede admitirse en términos lógicos la afirmación de que la administración postergó al recurrente durante largo tiempo como consecuencia de la disminución de la carga laboral de la Gerencia. La reducción del volumen global de tareas era conocida por el Ministerio del Interior y fue puesta de manifiesto específicamente por el secretario general de la Gerencia. El conocimiento de esta contingencia no impidió la creación del nuevo puesto de «vocal asesor». Tampoco que los demás funcionarios de la Gerencia siguieran disfrutando de su correspondiente ámbito de atribuciones ni que fueran oportunamente convocados individualmente con toda normalidad a reuniones de trabajo o despacho. En definitiva, si el problema hubiera sido verdaderamente la disminución del volumen de trabajo de la Gerencia, la administración no habría postergado laboralmente al recurrente durante largo tiempo; a fin de aprovechar sus capacidades y respetar su derecho al «desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional» [art. 14 b) LEEP], habría intentado asignarle otro destino o, al menos, redistribuir las tareas de la Gerencia de modo tal que también el demandante de amparo contribuyera en alguna medida a sacarlas adelante. A este respecto, debemos recordar que las administraciones públicas están constitucionalmente obligadas a emplear sus recursos personales eficaz y eficientemente (arts. 103.1 y 31.2 CE).

Al no concurrir un motivo legítimo, el trato dispensado por la administración al trabajador demandante de amparo incurrió en abuso de poder o arbitrariedad (art. 9.3 CE). Bajo la óptica del concepto constitucional de «trato degradante», ello es una circunstancia del caso que debemos tomar en consideración, sin perjuicio de que, conforme a la doctrina constitucional, un trato puede ser degradante «sean cuales fueren [sus] fines» (STC 120/1990, FJ 9), es decir, a pesar de la «bondad o legitimidad de la finalidad pretendida con la medida objeto de control» (ATC 333/1997, FJ 5).

De modo que la administración, deliberadamente, sin una finalidad u objetivo legítimo, con abuso de poder o arbitrariedad, marginó laboralmente al recurrente durante un periodo largo de tiempo. Tal comportamiento supone un agravio comparativo y un claro menosprecio y ofensa a la dignidad del trabajador demandante de amparo, de suyo idóneo para desprestigiarle ante los demás, provocarle sensación de inferioridad, baja autoestima, frustración e impotencia y, en definitiva, perturbar el libre desarrollo de su personalidad. La gravedad de la vejación se agudiza en función del tiempo en que persiste, que en el presente caso es muy considerable. En estrecha conexión con lo anterior, conductas como esta generan por sí mismas un perjuicio moral al que pueden añadirse daños psicofísicos por estrés, angustia, ansiedad o depresión.

A la vista de todo ello, atendidas la intensidad de los elementos examinados (intención, menoscabo y vejación) y las circunstancias del caso (singularmente, la larga duración de la postergación laboral y la ausencia de motivo legítimo), procede concluir que la administración ha dispensado al demandante de amparo un trato sin duda merecedor de la calificación de degradante y, en cuanto tal, contrario a su derecho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE). No está de más precisar que, en la hipótesis de que hubiera faltado el componente vejatorio, el trato dispensado no habría podido considerarse degradante, pero, en ausencia de cobertura legal y de un objetivo legítimo, habría incumplido a limine el canon de la proporcionalidad, por lo que habría vulnerado igualmente el derecho a la integridad moral del demandante de amparo (art. 15 CE).

El procedimiento administrativo incoado tras la denuncia de acoso laboral era idóneo para corregir la vulneración. El protocolo aplicable regula como conducta «típica» de acoso la inactividad laboral prolongada e injustificada: «Dejar al trabajador de forma continuada sin ocupación efectiva […] sin causa alguna que lo justifique». No exige la prueba de la concreta autoridad responsable de la marginación laboral ni de los fines torticeros a los que responde. Tampoco precisa la actualización de daños psicológicos ni la concurrencia de niveles de violencia o de perjuicio moral adicionales a los que de suyo comporta toda marginación laboral continuada. De acuerdo con el protocolo, para declarar el acoso y poner en marcha medidas destinadas a corregirlo, basta la existencia de una situación objetiva de inactividad laboral prolongada y que la administración sea incapaz de demostrar que obedece a una causa legítima, tal como señala el fiscal. Dicho de otro modo: el comportamiento enjuiciado, que, de acuerdo con el art. 15 CE, es una lesión de la «integridad moral» y, más precisamente, un «trato degradante» en el trabajo, constituía, en términos del protocolo [anexo II, letra A), primer supuesto], un «acoso laboral» que debió dar lugar a la aplicación de «medidas correctoras» [apartado 3.1.3 D)].

De manera que, si la administración hubiera aplicado correctamente el protocolo, habría puesto remedio a la vulneración del derecho a la integridad moral del recurrente (art. 15 CE); al no hacerlo, ha agravado la lesión. Para el demandante de amparo resultó objetivamente humillante que se archivara su denuncia y que se hiciera con el argumento de que pudo al menos manifestar su opinión durante el descanso funcionarial en una cafetería fuera de la Gerencia; admitiendo expresamente que los trabajadores restantes despachaban individualmente dentro del edificio y tenían atribuido un ámbito funcional propio.

Por su parte, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el archivo, por considerar que el concepto de acoso laboral debe reservarse a conductas extremas. Ciertamente, el legislador puede establecer a variados efectos (p. ej., disciplinarios, penales, asistenciales) otros conceptos normativos de acoso laboral. Ahora bien, los órganos judiciales no están por ello autorizados a dejar de aplicar el efectivamente establecido, en este caso por la propia Administración General del Estado, mediante un instrumento de autorregulación y a los efectos de tutelar a todo empleado en situación injustificada de marginación laboral. Tal como señala el ministerio fiscal, la sentencia impugnada ha elaborado su propio concepto de acoso laboral, al margen del fijado por quien tenía competencia para regularlo, que lo hizo, por lo demás, en consonancia con la prohibición constitucional del «trato degradante» y de cualquier otra lesión de la «integridad moral» (art. 15 CE). Al no remediar la situación de postergación laboral prolongada e injustificada, la Sala no ha reparado la lesión causada por la administración al recurrente en su derecho a la integridad moral (art. 15 CE).

En virtud de todo lo expuesto, cumple declarar que la administración ha lesionado el derecho a la integridad moral (art. 15 CE) del demandante de amparo por marginarle laboralmente durante un periodo largo de tiempo, así como anular las resoluciones administrativas y judicia 7.les que han incurrido en la vulneración o no la han remediado.

Como ya se dijo no corresponde a este Tribunal elaborar un concepto normativo de «acoso laboral». Desde la perspectiva constitucional, lo relevante es que el concepto de «acoso laboral» que resultaba aplicable (el recogido en el protocolo aprobado por la resolución de 5 de mayo de 2011 de la Secretaría de Estado para la Función Pública) era apto en el presente caso para canalizar la protección constitucional debida frente al trato «degradante» o lesivo de la «integridad moral» (art. 15 CE), así como que la administración y los órganos judiciales, al apartarse del señalado concepto, no han remediado la vulneración del art. 15 CE, según hemos razonado en el fundamento jurídico sexto de esta sentencia.

Al apreciarse la vulneración del derecho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE), no procede examinar la lesión denunciada de los derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) y a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), según hemos razonado en el fundamento jurídico segundo de esta sentencia. 8.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Jaime Nicolás Muñiz y, en su virtud:

Declarar que ha sido vulnerado su derecho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE). 1.º

Restablecerle en su derecho y, en consecuencia, declarar la nulidad de las resoluciones del subsecretario de Interior de 10 de febrero y 27 de mayo de 2015, respectivamente; de la sentencia núm. 235/2017 de la Sección Séptima de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 17 de abril de 2017 y de las providencias de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 2017 y 10 de enero de 2018, respectivamente. 2.º

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a seis de mayo de dos mil diecinueve.–Andrés Ollero Tassara.–Santiago Martínez-Vares García.–Alfredo Montoya Melgar.–Cándido Conde-Pumpido Tourón.–María Luisa Balaguer Callejón.–Firmado y rubricado.

VII. NOTICIAS DE INTERÉS SOCIAL PROCEDENTES DEL GABINETE DE COMUNICACIÓN DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL DEL MES DE MAYO DE  2019.

1. 03/06/2019

En los primeros dos mesesLa Seguridad Social registra 26.414 convenios especiales de cuidadores no profesionales
· Aquellos cuidadores de dependientes que tienen reconocida la prestación económica antes del 1 abril, disponen de un mes más para suscribir el convenio y que se les reconozca la cotización desde ese día 

· Los años de cuidado se suman a la vida laboral  de esta forma y contribuyen a generar derecho a pensión de jubilación

· Desde que la Administración asume el coste de las cotizaciones, el número de convenios se ha incrementado en un 261,63%

El número de convenios especiales de los cuidadores no profesionales de personas en situación de dependencia asciende ya a 26.414 personas, en su mayoría mujeres. De esta forma, se les permite contabilizar los años dedicados al cuidado en su vida laboral. El número de convenios en alta se ha incrementado un 261,63% desde que el pasado 1 de abril la Administración General del Estado se hiciese cargo de sus cotizaciones.

En marzo de 2019, cuando aún eran los propios cuidadores los que asumían el coste de las cotizaciones, había en alta 7.304 convenios especiales de estas caracterísiticas suscritos con la Seguridad Social. Estos siguen vigentes, solo que ahora es la Administración quien paga las cuotas, cambio que se ha hecho de oficio.

La principal ventaja para los cuidadores de suscribir un convenio especial con la Seguridad Social es que los años dedicados al cuidado de la persona dependiente, a menudo de su entorno familiar, se integran en su vida laboral y contribuyen a generar derecho a prestaciones como la de jubilación o la de incapacidad permanente.

Esta medida, recogida en el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, recuperó en su integridad el convenio especial ya previsto en el Real Decreto 615/2007 por el que se regula la Seguridad Social de los cuidadores de las personas en situación de dependencia.
El Real Decreto 20/2012 modificó la naturaleza de este convenio, de tal forma que a partir de su plena puesta en marcha pasaron a ser los propios cuidadores los obligados a asumir el coste de las cotizaciones a la Seguridad Social. De los cerca de 180.000 cuidadores no profesionales (179.829) que tenían suscrito un convenio especial de estas carácterísticas en julio de 2012, se descendió hasta los 7.304 en marzo de 2019.

Cuándo suscribirlo
Hay que recordar que los cuidadores no profesionales cuya persona dependiente tenía reconocida la prestación económica con anterioridad al 1 de abril tienen 90 días naturales a partir de entonces para solicitar el convenio y que sus efectos se extiendan desde esa fecha, es decir, desde el propio 1 de abril. Si lo suscriben después, el convenio tendrá efectos a partir de la fecha de suscripción.

Los cuidadores de personas cuya prestación económica por dependencia sea reconocida a partir del 1 abril, por su parte, tienen 90 días para solicitar el convenio si quieren que sus efectos sean desde la fecha en la que se les haya reconocido la prestación. Si se solicita después de esos 90 días naturales, el convenio tendrá efectos desde la fecha de suscripción del mismo.

Cómo suscribirlo
Este convenio especial está dirigido a las personas designadas como cuidadoras no profesionales en el Programa Individual de Atención, elaborado por los Servicios Sociales correspondientes al municipio de residencia de la persona que lo solicita. Para suscribirlo es necesario que el cuidador no esté dada de alta en la Seguridad Social en ningún régimen a tiempo completo ni en el desempleo.

Además, la persona que recibe los cuidados tiene que tener reconocida la prestación económica de dependencia para dar opción a su cuidador a suscribir el convenio especial.

La solicitud se debe presentar en las oficinas de la Tesorería General de la Seguridad Social y en la sede electrónica utilizando el servicio de “Alta en Convenio Especial”, siempre que se disponga de certificado electrónico. Hay que acompañar el formulario correspondiente con la resolución de la prestación económica de la dependencia y el DNI tanto del cuidador no profesional como de la persona dependiente.

Si al suscribir el convenio, se opta por la base de cotización equivalente al tope mínimo del régimen general, el pago de la cuota será asumida en su totalidad por la Administración. Si el cuidador no profesional opta por una base de cotización superior, la Administración del Estado asume la cuota correspondiente a la base mínima de cotización y el cuidador paga por el resto, es decir, por la diferencia entre la base que haya elegido y la base mínima.

En el caso de que el cuidador pase a ser titular de una pensión de jubilación, incapacidad permanente de viudedad o de favor familiar o cumpla los 65 años, tendrá que dar de baja su convenio. También se extingue el mismo cuando fallece la persona asistida, se deja de percibir la prestación económica para cuidados familiares o se dejan de prestar servicios como cuidador. 

2. 04/06/2019

Datos de desempleo de mayoEl paro registrado se ha reducido en 84.075 personas en el mes de mayo
Ver vídeo
· El desempleo ha disminuido en 172.639 personas respecto a mayo de 2018, un descenso del 5,31%
· El número total de desempleados se sitúa en 3.079.491 personas, el más bajo de un mes de mayo de los últimos diez años
· La tasa de cobertura de sistema de protección por desempleo ha sido en abril el 59,1%, 2,8 puntos porcentuales más que en el mismo mes del año anterior
El número de parados registrados en las oficinas de los Servicios Públicos de Empleo (SEPE) ha bajado en mayo en 84.075 personas en relación con el mes anterior. En términos desestacionalizados el paro ha descendido en 20.073 personas.

Respecto a mayo de 2018 el paro se ha reducido 172.639 personas, lo que sitúa su nivel de reducción interanual en el 5,31%.

Así, la cifra total de parados registrados es de 3.079.491, el nivel más bajo en un mes de mayo de los últimos 10 años.

El desempleo masculino se sitúa en 1.250.812 personas, al bajar en 47.896, y el femenino en 1.828.679, al reducirse en 36.179 personas respecto al mes de abril. Si lo comparamos con mayo de 2018, el desempleo masculino baja en 96.328 personas y el femenino desciende en 76.311.

Por su parte, el desempleo de los jóvenes menores de 25 años se reduce en mayo en 11.287 personas respecto al mes anterior, mientras el paro de 25 y más años baja en 72.788.

El paro registrado ha bajado en todas las comunidades autónomas, entre las que destacan: Andalucía (-17.981), Cataluña (-10.507), y la Comunidad Valenciana (-8.744).

Por sectores económicos de procedencia de los trabajadores, el paro registrado se ha reducido en todos ellos: Agricultura y pesca, en 7.864, Industria en 8.085, Construcción en 9.040, Servicios en 54.762, y el colectivo de personas sin empleo anterior en 4.324.

Número de contrataciones
En mayo se registraron 2.075.741 contrataciones. De ese total, 184.161 son contratos de trabajo de carácter indefinido, 1.883.367 contratos temporales y 8.213 de carácter formativo.

Los contratos indefinidos de mayo se dividen, en cuanto a la duración de jornada, en 106.602 a tiempo completo y 77.559 a tiempo parcial.

Prestaciones
La tasa de cobertura del sistema de protección por desempleo de abril de 2019 ha sido del 59,1%, lo que supone un incremento de 2,8 puntos porcentuales más respecto al mismo mes del año anterior.

Los beneficiarios de prestaciones por desempleo a finales de abril han sido 1.764.110 un 0,3% menos respecto al mismo mes del año anterior. 

El importe de la nómina de abril ha sido de 1.468,9 millones de euros, un 5% más que en el mes de 2018.

3. 04/06/2019

Balance mensualLa Seguridad Social alcanza 19.442.113 personas afiliadas, la cifra más alta en la serie histórica de mayo
Ver vídeo
· La cifra de mujeres ocupadas supera por primera vez los 9 millones (9.043.749)
· En este mes se ha incrementado en 211.752 el número de personas ocupadas; aumenta en más de medio millón en los últimos doce meses (526.446)
· El Régimen General supera los 16 millones de afiliados y afiliadas, el mayor registro de la serie histórica
La afiliación media a la Seguridad Social se ha situado en los 19.442.113 ocupados en el último mes, la cifra más alta en la serie de los meses de mayo. De hecho, se trata del segundo mayor registro de la serie histórica desde que se tienen datos, solo superado en julio de 2007 (19.493.050).

La ocupación en el mes creció en 211.752 trabajadores (1,10%); y en los últimos 12 meses el sistema aumenta en más de medio millón (526.446), un 2,78%.

Este mes de mayo registra por primera vez una cifra de mujeres ocupadas por encima de los 9 millones(9.043.749). En cuanto a los hombres, la cifra de trabajadores alcanza los 10.398.364.

El Régimen General alcanza 16.097.438 personas afiliadas, se trata del registro más alto de la serie histórica.

 
Respecto a 2018
En relación al año pasado, el Sistema ganó 526.446 ocupados, el 2,78%. Destaca el buen comportamiento del Régimen General, que incorpora 510.814 trabajadores (3,28%). Dentro del Régimen General, el Sistema Especial Agrario prácticamente se mantiene, aunque computa 530 personas ocupadas menos (-0,07%), mientras que el Sistema Especial del Hogar registra 13.282 afiliados menos (-3,16%).

El número de afiliados en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos experimentó un incremento interanual de 16.457 ocupados (0,50%). El Régimen del Mar bajó en 0,15% (98) y el Carbón registró un descenso de 728 trabajadores (-32,15%).

En el último año, la afiliación a la Seguridad Social ha crecido en todas las comunidades autónomas, encabezadas por Madrid (3,50%), la Comunidad Valenciana (3,38%);  Castilla-La Mancha y Región de Murcia (3,28%).

 

Respecto a abril
El sistema de la Seguridad Social registró un incremento de 211.752 afiliados medios en el último mes.

El Régimen General protagonizó esta subida con 200.386 afiliados más (1,26%), hasta situarse en 16.097.438 trabajadores. Como ya se ha apuntado al principio, se trata del registro es el más elevado de toda la serie histórica. En este régimen, la afiliación creció en términos absolutos en la mayoría de los sectores de actividad, principalmente en Hostelería, que suma 76.591 ocupados en este mes (5,72%); Actividades Administrativas y Servicios Auxiliares (23.157), Actividades Sanitarias y Servicios Sociales (16.193) y Comercio; Reparación de Vehículos de Motor y Motocicletas (12.528). Desciende ligeramente en Actividades Financieras y de Seguros (-120).

El Sistema Especial de Empleados del  Hogar disminuyó en 1.140 personas ocupadas (-0,28%) y ahora alcanza los 406.865. En cuanto al Sistema Especial Agrario, ganó 25.894 afiliados de media (3,31%), hasta situarse en 808.255.

El Régimen de Autónomos cuenta con 3.277.855 personas, tras aumentar en 11.114 (0,34%) en el último mes. El Régimen Especial del Mar, por su parte, sumó 272 ocupados (0,42%) hasta situarse en 65.284 ocupados. Finalmente, el Carbón se sitúa en 1.537 afiliados medios (-21).

En mayo, la afiliación ha subido en casi todas las comunidades autónomas, y con especial intensidad en Islas Baleares, que suma 52.528 personas (10,40%). Únicamente baja en Canarias (-478)

 

El dato desestacionalizado, que sirve para hacer un seguimiento de la tendencia de fondo que subyace en la evolución de la afiliación, muestra un crecimiento de 26.549 trabajadores respecto al mes de abril.

 

Destaca la relación afiliado/pensionista, que se sitúa en 2,32.
4. 10/06/2019

En la presentación del Estudio sobre las mujeres en las cooperativas, de COCETAValerio destaca el papel de las mujeres en la Economía Social como “promotoras del cambio social”

· En marzo de este año hay 19.374 cooperativas en España que emplean directamente a 384.493 personas. El 49,8% son mujeres.

· Valerio destaca que por primera vez hay más de 9 millones de mujeres ocupadas en España, pero incide en la necesidad de corregir las diferencias salariales existentes, que rondan el 22 por ciento.

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio ha destacado el papel de las mujeres en la Economía Social, un sector que contribuye “activamente a la cohesión social, la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, la creación de un empleo de calidad y más igualitario y la conciliación de la vidad personal, familiar y laboral”.

La titular de Trabajo ha hecho estas declaraciones en el acto de presentación del “E,studio sobre la situación social y laboral de las mujeres en las cooperativas de trabajo asociado en España”, elaborado por la Confederación Española de Cooperativas de Trabajo Asociado (COCETA).

Valerio ha reivindicado el papel de la Economía Social y en particular de las mujeres en el sector de las cooperativas, “tanto como promotoras de innovación y empleos de calidad como también promotoras del cambio social”.

Según los datos estadísticos de la Dirección General del Trabajo Autónomo, de la Economía Social y de la Responsabilidad Social Empresarial, a 31 de marzo de 2019 hay 19.374 cooperativas en España que emplean directamente a 384.493 personas. De éstas, el 49,8% son mujeres.

En cuanto a las cooperativas de trabajo asociado registradas en la Seguridad Social, en 2018 eran 6.805, 59 más que el año anterior, y empleaban a 92.849 personas (excluido el regimen de autónomos), un 3,1% más que el año anterior.

La responsable de Trabajo ha querido resaltar asimismo el perfil de las mujeres en las cooperativas de trabajo asociado: por un lado, la mejora de la cualificación profesional, que ha cambiado radicalmente, pasando de un 47,1% a un 79% de mujeres con estudios universitarios. “Esto permite vislumbrar que las mujeres en cooperativas se encuentran en una buena posición para afrontar los retos de la Revolución Industrial 4.0”.

Por otro lado, si bien se mantiene el rango de edad medio de las mujeres en la franja 35 a 44 años, apenas hay mujeres por debajo de los 25 años. Esto lleva a la conclusión de que “hay que fomentar los mecanismos de visibilidad de esta fórmula empresarial para que las personas más jóvenes vean en las cooperativas un proyecto profesional”.

Como muestra de la buena sintonía que existe entre el Gobierno y la Economía Social, el Ministerio de Trabajo está cooperando con la Confederación Empresarial Española de la Economía Social (CEPES) para que la Declaración Institucional con motivo del Centenario de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que se aprobará en las próximas semanas en la reunión de Ginebra, recoja a la Economía Social con el protagonismo que se merece.

Cifras positivas
La ministra de Trabajo ha destacado los últimos datos de afiliación a la Seguridad Social con el registro “por primera vez, de una cifra de mujeres ocupadas por encima de los 9 millones”. Datos que “animan a seguir trabajando” y que se ve reforzado, según Valerio, por los datos estadísticos de la Economía Social.

“Las mujeres de nuestro país, poco a poco pero de manera imparable, vamos ganando terreno en la sociedad y, si bien se han producido avances en aspectos como la educación, el acceso al empleo o la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, hay que avanzar aún mucho más para conseguir una igualdad real”, ha señalado Magdalena Valerio.

A pesar de los avances, sigue habiendo una menor incorporación al mundo laboral por parte de las mujeres y sus condiciones laborales no son equiparables con respecto a las de los hombres, existiendo una brecha salarial que ronda el 22%. Por tanto -añadió la ministra- “corregir las diferencias salariales supone también una apuesta por mejorar la pensión de jubilación, cuya brecha alcanza el 35%”.

En este ámbito, la titular de Trabajo destacó la aprobación del paquete de medidas en materia de igualdad aprobadas en el RD de 1 de marzo de 2019, de medidas urgentes para la garantía de la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación. Real Decreto que contempla la ampliación del permiso de paternidad hastas las 16 semanas en 2021 equiparándolo así al de maternidad. Sin olvidar la obligación de preparar planes de igualdad en empresas a partir de 50 empleados, la transparencia de tablas salariales, o la recuperación de la cotización de las cuidadoras no profesionales de familiares dependientes.
5. 13/06/2019

Intervención de Magdalena Valerio en el Consejo EPSSCO, celebrado en LuxemburgoMagdalena Valerio: “España ha demostrado que el refuerzo de las políticas sociales es compatible con la disciplina fiscal”
Ver vídeo
·  “Hemos demostrado que es posible adoptar medidas que mejoren la vida de los más vulnerables y, al mismo tiempo, respetar la disciplina fiscal”, destacó la ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones

· Con el voto favorable de España, el Consejo EPSSCO ha aprobado el paquete legislativo en materia social más importante aprobado por la UE desde el inicio de la crisis financiera

· Valerio defendió integrar la perspectiva de género en todos los ámbitos de la actuación política, incluida la presupuestaria

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha intervenido hoy en el Consejo Europeo de Empleo, Política Social y Consumidores (EPSSCO), que se ha celebrado en Luxemburgo. Durante su intervención, ha remarcado que España ha demostrado, en este último año, que es posible adoptar medidas para mejorar la vida de las personas más vulnerables y, al mismo tiempo, respetar el rigor y la disciplina fiscal, lo que ha permitido a España salir del procedimiento de déficit excesivo después de diez años.

Valerio ha defendido la utilidad del Semestre Europeo para la convergencia social al alza en la UE y ha destacado que España es un ejemplo de que es posible “combinar rigor en el cumplimiento de las recomendaciones del Semestre con los objetivos nacionales”, que en el caso español ha sido el “refuerzo de la protección social en todas sus dimensiones”.

La ministra señaló que el Gobierno español está comprometido con los objetivos de estabilidad presupuestaria y defendió que la disciplina fiscal no es incompatible con promover “de manera decidida” una mejor protección social. Prueba de ello es que España ha reforzado las políticas sociales al tiempo que ha salido del procedimiento de déficit excesivo después de 10 años, tal y como ha destacado durante su intervención en el Semestre Europeo el Vicepresidente de la Comisión Europea y Comisario del Euro y del Diálogo Social, Valdis Dombrovskis, que ha felicitado a España por su compromiso con la disciplina fiscal.

Entre las medidas aplicadas en España en el último año para reforzar la protección social, la ministra destacó la mejora de la protección por desempleo para los trabajadores de más edad, el Plan para Desempleados de Larga Duración y la revalorización de las pensiones, lo que ha permitido la ganancia de poder adquisitivo de las mismas, aún mayor en el caso de las pensiones mínimas, que han subido un 3%. Otras medidas adoptadas son la mejora de la protección social de los cuidadores no profesionales de personas dependientes, la subida del Salario Mínimo Interprofesional así como la mejora de las prestaciones de las familias con hijos.

“Es parte de nuestro objetivo que el crecimiento que actualmente experimentamos sea inclusivo, reduzca la desigualdad y nos permita no dejar a nadie atrás”, remarcó la ministra Valerio.

Sobre la futura Estrategia posterior a 2020, la ministra señaló que España espera que ésta tenga el Pilar Europeo de Derechos Sociales como referente y que sus objetivos estén en sintonía con los objetivos de desarrollo sostenible marcados por Naciones Unidas, así como que se tenga en cuenta el Trabajo Decente, definido por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) como objetivo estratégico internacional para contribuir a la superación de la pobreza y promover una globalización justa.

Paquete legislativo en materia social
 
El Consejo EPSSCO celebrado hoy en Luxemburgo ha aprobado de manera definitiva tres importantes iniciativas legislativas, que han contado con el apoyo y voto favorable de España: la Directiva de condiciones laborales transparentes y previsibles, la Directiva de conciliación de la vida familiar y laboral y el Reglamento por el que se crea una Autoridad Laboral Europea.

 

La Directiva de condiciones de trabajo promueve a nivel europeo una protección suficiente y adecuada de las condiciones de trabajo de todas las personas trabajadoras, la Directiva de conciliación entre la vida personal y laboral avanza en el equilibrio del uso de los permisos familiares para contribuir a una mayor igualdad entre hombres y mujeres en el mercado de trabajo. Por último, la creación de la Autoridad Laboral Europea, cuya sede estará en Eslovaquia tras el acuerdo alcanzado por la Unión Europea, un organismo de cooperación europeo que asistirá a los países en materias de movilidad laboral transfronteriza y de coordinación de los sistemas de Seguridad Social

 

Estas iniciativas suponen el paquete legislativo más importante en materia de política social aprobado en Europa desde el inicio de la crisis financiera y suponen un paso más en la materialización del Pilar Europeo de Derechos Sociales, que fue aprobado en Gotemburgo en 2017.

 

Perspectiva de género en la política presupuestaria
En su intervención sobre “Presupuestación de género”, la titular de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social defendió integrar “de manera efectiva” la perspectiva de género en todos los ámbitos de actuación política, incluida la presupuestaria, aplicando técnicas presupuestarias con perspectiva de género. Al respecto, Valerio afirmó que España está “bien posicionada” y “fuertemente comprometida” con la promoción del principio de igualdad entre hombres y mujeres en todas las políticas presupuestarias.  

Mujeres en los Consejos de Administración
En el marco del Consejo EPSCO, Magdalena Valerio intervino también en el panel sobre las “Mujeres en los Consejos de Administración”, donde planteó la necesidad de contar con una Directiva europea que promueva de manera conjunta acciones en favor de “una participación más equilibrada de las mujeres en los puestos de decisión de las empresas, empezando por las empresas cotizadas”.

La ministra destacó los avances de España en la esfera pública, tanto en el Gobierno, que por primera vez está compuesto por más mujeres que hombres con una participación femenina del 61%, como en el Parlamento, dónde, tras las elecciones generales del pasado 28 de abril, las mujeres han pasado a ocupar el 47% de escaños, “la composición más igualitaria de nuestra historia y la más igualitaria de la Unión Europea”.

En el ámbito privado, sin embargo, la implicación de las mujeres aunque ha aumentado, sólo ha alcanzado el 23,2% en 2018, una representación “demasiado baja” que requiere, según Valerio, la necesidad de tomar, a nivel europeo, medidas que “impulsen la participación de la mujer en el mundo empresarial”.

Para Valerio “no habrá igualdad de la mujer en la UE hasta que no avancemos en todos y cada uno de los estados miembros”. Por ello, expresó su confianza en que “en breve” se pueda superar la situación de “bloqueo” actual y avanzar en soluciones.

6. 14/06/2019

Consejo de MinistrosEl Gobierno aprueba la residencia temporal en España de los participantes en el programa “Vacaciones en Paz 2019”
· Este año vendrán a España 4.286 menores y 291 monitores procedentes de campos de refugiados de Tinduf para disfrutar de unas vacaciones estivales en distintas comunidades autónomas
El Consejo de Ministros ha aprobado hoy, a propuesta de la ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, y previo informe de los Ministerios de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Interior, y Política Territorial y Función Pública y con la preceptiva consulta e informe favorable de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, las instrucciones para autorizar la residencia temporal de los menores y la estancia de los monitores, de origen saharaui, que se acojan al Programa “Vacaciones en Paz 2019”.

Este programa solidario, llevado a cabo por las asociaciones de Amigos del Pueblo Saharaui de las provincias españolas en colaboración con la Delegación Nacional Saharaui y las delegaciones saharauis en las distintas comunidades autónomas, permite que cada año miles de niños puedan disfrutar durante el verano de unas vacaciones en familias españolas, tras la cual regresan a su lugar de residencia.

En los últimos seis años (2013-2018) han sido acogidos 27.201 niños y niñas y para 2019 está prevista la llegada de 4.286 menores, acompañados de 291 monitores, que irían llegando a lo largo del verano para estancias de dos meses de duración.

La distribución territorial prevista de los niños que vendrán en 2019 es la siguiente:

 

	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	NIÑOS+MONITORES

	Andalucía
	1.200+80

	Asturias
	186+16

	Cantabria
	76+4

	Aragón
	137+10

	Baleares
	95+5

	Castilla La Mancha
	350+20

	Cataluña
	450+29

	Castilla y León
	220+20

	Canarias
	137+10

	Extremadura
	137+10

	Galicia
	300+16

	Navarra
	98+7

	La Rioja
	40+3

	Madrid
	250+18

	Murcia
	52+5

	País Vasco
	320+20

	Comunidad Valenciana
	238+18

	Total
	4.286


7. 14/06/2019Los Gobiernos de España y Francia refuerzan su cooperación en favor de la Economía Social
· La secretaria de Estado de Empleo en funciones, Yolanda Valdeolivas, y el Alto Comisario de Economía Social y Solidaria de Francia, Christophe Itier, firmaron en París un acuerdo para renovar y actualizar la Declaración de Intenciones para la cooperación en materia de Economía Social

· Este acuerdo promueve el intercambio de buenas prácticas en materia de Economía Social en jóvenes, mujeres y otros grupos vulnerables

La secretaria de Estado de Empleo en funciones, Yolanda Valdeolivas y el Alto Comisionado para la Economía Social y Solidaria e Innovación Social del Ministerio para la Transición Solidaria y Ecológica de Francia, Christophe Itier, firmaron el pasado 7 de junio un acuerdo de cooperación en materia de Economía Social y Solidaria, que viene a ampliar la Declaración de Intenciones ratificada  en noviembre de 2013 por ambos Gobiernos. Al acto asistió también el presidente de la Confederación Empresarial Española de la Economía Social y de Social Economy Europe, Juan Antonio Pedreño.

El acuerdo destaca, entre otros aspectos, el refuerzo de la colaboración en el ámbito europeo; en particular, en el marco del Comité de Seguimiento de la Declaración de Luxemburgo, que preside en la actualidad Francia, y cuyo testigo recogerá España en 2020.

Se pretende promover el intercambio de buenas prácticas, especialmente en el papel de la Economía Social en la inserción laboral de los jóvenes, mujeres y los grupos más vulnerables, con especial atención al reto demográfico, la fractura territorial y la igualdad de género.

Este acuerdo constata el esfuerzo que está haciendo el Gobierno español para incrementar la visibilidad internacional de la Economía Social, ocupando un espacio de liderazgo, que comenzó con la aprobación de la primera Ley de Economía Social en Europa, la Ley 5/2011 de 29 de marzo y la posterior Estrategia Española de Economía Social 2017-2020, y que hoy tiene su reflejo en el sector con la presidencia española de Social Economy Europe: la organización representativa de las entidades de la Economía Social en Europa.

En la agenda inmediata, España participará en la reunión de la Unión por el Mediterráneo, que se celebrará los 4 y 5 de julio en Barcelona, con la asistencia de una treintena de países del entorno mediterráneo.
8. 18/06/2019

Centenario de la OITMagdalena Valerio subraya la importancia de seguir luchando por la justicia social y el trabajo decente
· La ministra destacó la importancia de la cooperación multilateral y el compromiso colectivo: “La OIT y el diálogo tripartito son hoy más importantes que nunca”

· El compromiso del Gobierno español con la igualdad de género se ha convertido en una de sus “señas de identidad” en Europa

· Valerio se mostró satisfecha del crecimiento del empleo en España pero señaló que su Ejecutivo sigue trabajando para aumentar la tasa de población activa ocupada

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha intervenido hoy en la 108 Conferencia Internacional de Trabajo que se celebra en Ginebra (Suiza). Durante su intervención, la ministra defendió la importancia de seguir luchando en favor de la justicia social y el trabajo decente, un factor que en el seno de la  Organización Internacional del Trabajo (OIT) se considera clave para luchar contra la pobreza y que “hoy sigue siendo tan necesario como lo era en 1919”.

La ministra recordó el mandato fundador de la Conferencia de Washington de 1919: “Si deseas la paz, cultiva la justicia” y remarcó que estos principios deben ser de nuevo la guía que convierta los desafíos del futuro en un “factor de progreso económico y social” para asegurar que el progreso “no deje a nadie atrás”.

En su intervención Valerio señaló que el futuro del trabajo y los nuevos  retos a los que nos enfrentamos exigen un compromiso colectivo, “un esfuerzo de coherencia en las políticas, tanto a nivel nacional como internacional”. Por ello, “la OIT y el diálogo tripartito son hoy más importantes que nunca”, afirmó la ministra, quién remarcó que la historia de esta organización muestra que la acción colectiva tiene capacidad de aprovechar los cambios y convertir los retos en oportunidades.

Estos retos derivan de la revolución tecnológica, la globalización y los desafíos medioambientales, con mercados de trabajo cambiantes que recrudecen las desigualdades y que “aúpan a los populismos”, pero que, según la ministra, no son mayores que los que enfrentaba esta Organización en el momento de su fundación, hace cien años.

Compromiso colectivo
En su intervención, Valerio subrayó la importancia de que la Declaración del Centenario sobre el Futuro del Trabajo sea “robusta y duradera”, que reafirme la cooperación multilateral entre los países y que sitúe los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de Naciones Unidas; en particular, el trabajo decente “en el corazón de su actividad”.

En ese sentido, la representante del Gobierno español abogó por la cooperación multilateral entre los países como una forma de actuación que. en la coyuntura global actual considera absolutamente imprescindible para poder hacer frente a las fuertes asimetrías que presentan las economías y los mercados de trabajo de todos los países. 

La ministra señaló que es necesario aprovechar  los avances tecnológicos para que cada persona trabajadora pueda realizarse plenamente y defendió la idea de que el trabajo “no es una mercancía, sino un derecho esencial”, fundado en los valores de “libertad, igualdad y justicia social” que caracterizan el Estado de Bienestar. 

Valerio expresó la necesidad de apoyar a las personas en las transiciones del futuro del trabajo con una mayor protección social frente a las nuevas formas de empleo y con el reconocimiento de la formación a lo largo de la vida, garantizado por el esfuerzo colectivo. “Invertir en las capacidades de las personas y apoyarlas en las transiciones será fundamental para promover empresas sostenibles y más mejores empleos”, afirmó.

En su intervención, la ministra destacó el compromiso del Gobierno español con la igualdad de género, que ha convertido en una de sus “señas de identidad”. Afirmó que “sin igualdad de género no sólo no habrá un futuro del trabajo justo e inclusivo, sino que no habrá futuro”. Valerio aseguró seguir “muy de cerca” la discusión de la comisión sobre violencia y acoso en el trabajo y expresó su confianza en que el Convenio y la Recomendación que salgan de esta Conferencia sobre violencia y acoso en el mundo del trabajo se conviertan en instrumentos definitivos para acabar con esta lacra social.

Encuentro con el G-20
Tras su intervención en la 108 Conferencia Internacional de la OIT, Magdalena Valerio asistirá a una cena de trabajo de los ministros de Trabajo y Empleo del G-20. En el encuentro, la ministra expresará el firme compromiso de su Gobierno de seguir aumentado la población activa ocupada -España encabezó en 2018 la creación de empleo en Europa-, lo que permitirá redistribuir mejor los beneficios del crecimiento económico y garantizar que nadie se quede atrás.

Para ello, cuenta con la plena implementación del Plan de Choque por el Empleo joven puesto en marcha por el Gobierno español, así como el Plan contra el desempleo de Larga Duración para ayudar a los colectivos especialmente vulnerables y el Plan de Trabajo Digno que persigue garantizar los derechos laborales y mejorar las condiciones de trabajo, medidas que se suman a la subida del salario mínimo interprofesional a 900 euros.

9. 19/06/2019. Afiliación de extranjeros.- La media de trabajadores extranjeros afiliados a la Seguridad Social se sitúa en 2.155.149 ocupados en mayo
· Son 68.749 afiliados más que en abril, el 3,30% más

· La variación interanual se sitúa en el 7,54%

La Seguridad Social registró 2.155.149 trabajadores extranjeros en mayo, 68.749 más que en abril. En el último mes la cifra de este colectivo ha crecido un 3,30%.

El porcentaje de crecimiento interanual se sitúa en el 7,54%, con 151.087 trabajadores foráneos más que en mayo de 2018.

Del total de afiliados de otros países, los grupos de trabajadores más numerosos proceden de Rumanía(361.574), Marruecos (279.965), Italia (126.779) y China (106.475). Les siguen los trabajadores nacionales de Ecuador (75.170), Reino Unido (72.986), Colombia (70.887), Bulgaria (66.430) y Portugal (56.401).

Comunidades autónomas
Islas Baleares, con un incremento del 18,48%, es la comunidad autónoma en la que más ha crecido la afiliación de extranjeros en el último mes, seguida de Aragón (12,17%), La Rioja, con el 10,34%, y Extremadura (10,17%). La ocupación de trabajadores de otros países aumenta en todas las comunidades autónomas salvo en Canarias (-1%).

En términos interanuales, la afiliación de extranjeros sube en todas las comunidades autónomas. Extremadura y Aragón son las autonomías que más trabajadores de origen foráneo han sumado en el último año, con un incremento del 14,27%% y el 9,01% respectivamente. A continuación se sitúan Galicia (8,97 %), País Vasco (8,94%), Cataluña (8,90%), Navarra (8,57%) y Madrid (8,46%).

Por regímenes, la mayoría de los afiliados extranjeros está encuadrada en el Régimen General: 1.811.029 (este dato incluye el Sistema Especial Agrario, con 258.869 ocupados, y el de Hogar, con 172.205). Le siguen el Régimen de Trabajadores Autónomos, con 339.376 personas, el Régimen Especial del Mar, con 4.682, y el del Carbón, con 61.

En mayo, de entre los afiliados extranjeros, 1.265.626 trabajadores proceden de países de fuera de la Unión Europea y el resto (889.522) de países comunitarios.

De la cifra total de afiliados extranjeros en mayo, 1.202.903 son hombres y 952.246 son mujeres.

Los afiliados extranjeros por comunidades autónomas se distribuyen así:
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10. 19/06/2019

El BOE publica la Orden MinisterialTrabajo crea el Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social
· Se perfila como un instrumento de cooperación entre organismos, entidades y agentes sociales para prevenir y luchar contra el fraude

· El objetivo es recuperar los recursos que pierde el Sistema por incumplimientos de las obligaciones y por conductas irregulares

· El Observatorio, que tiene su antecedente en el creado en 2006 y comenzará su andadura en el mes de septiembre

El Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social crea hoy, mediante Orden Ministerial, el Observatorio para la lucha contra el fraude en el ámbito de la Seguridad Social, cuyo objetivo es prevenir y luchar contra el fraude para recuperar los recursos que pierde el Sistema de Seguridad Social por incumplimiento de las obligaciones y por conductas irregulares.

Se trata de un órgano colegiado, dependiente de la Tesorería General de la Seguridad Social, en el que colaborarán las entidades gestoras –Instituto Nacional de la Seguridad Social, Instituto Social de la Marina y la propia TGSS- la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. Además la colaboración institucional, participan también las organizaciones sindicales y empresariales más representativas. Se trata de un organismo cque tiene su antecedente en el que se puso en marcha en 2006.

La norma publicada hoy concibe el Observatorio como un foro de encuentro entre distintos organismos, entidades y agentes sociales que persiguen intereses comunes en la lucha contra el fraude para el estudio y formulación de propuestas de actuación en esta materia, evaluación de resultados y difusión y sensibilización social.

Prevención y corrección del fraude
Entre los objetivos del Observatorio se incluyen la prevención, detección y corrección del fraude en la Seguridad Social. Par ello, desde el nuevo órgano se harán propuestas de estudios y análisis de datos para detectar posibles conductas irregulares y de fraude en materia de afiliación, cotización y recaudación, en especial, de percepción indebida de beneficios y prestaciones del Sistema.

Asimismo, se desarrollarán planes de actuación de control e inspección específicos y propuestas de modificaciones normativas, si fuera preciso. Por último, el observatorio hará seguimiento de las actuaciones y análisis de los resultados y divulgará los informes que se emitan específicamente y un resumen anual o en el que se recoja la situación del fraude en ese periodo.

El Observatorio, cuya norma de creación prevé su funcionamiento en Pleno y en Comisiones Provinciales, iniciará su andadura en el mes de septiembre ya que, como recoge el texto, el Pleno y las Comisiones Provinciales se constituirán en un plazo no superior a tres meses desde la entrada en vigor de la orden.

La lucha contra el fraude a la Seguridad Social es un objetivo estratégico para la Tesorería General de la Seguridad Social. Entre sus competencias se incluye el desarrollo de este proyecto que adopta un enfoque de tratamiento integral para la prevención del mismo. Se refuerza así la confianza y credibilidad del Sistema de la Seguridad Social.

 11. 19/06/2019

Declaración Institucional Día Mundial del Refugiado

El Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, a través de la Secretaría de Estado de Migraciones, se suma a la conmemoración del Día Mundial del Refugiado, el 20 de junio, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas en el año 2.000, y reafirma el compromiso del Gobierno de España para garantizar la acogida e integración de las personas que llegan a nuestro país huyendo de conflictos bélicos o persecución.

El derecho de asilo figura en el artículo 13.4 de nuestra Constitución y en 1978 España ratificó la Convención de Ginebra y el Protocolo de Nueva York, principales marcos internacionales que regulan desde entonces el Derecho de Asilo.

El Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social reitera su reconocimiento a todas las organizaciones y entidades que trabajan a diario para defender los derechos de los refugiados que llegan a nuestro país. La colaboración entre instituciones, con organismos internacionales, ONGs y entidades de la sociedad civil es clave para dar a estas personas una acogida digna, así como para facilitar la convivencia y su inclusión social.

Desde la Secretaría de Estado de Migraciones seguiremos trabajando para adaptar nuestro sistema a una nueva realidad, marcada desde hace algunos años por un significativo incremento en el número de solicitudes de protección internacional, que en España superó las 55.000 en 2018.

Con el objetivo de responder a las necesidades del presente y los retos del futuro, apostamos por fortalecer mecanismos que ya se están aplicando, entre ellos el reasentamiento, e impulsar nuevas vías de acogida como el patrocinio comunitario, en el que ya hemos dado un primer paso a través de un acuerdo con ACNUR y el Gobierno vasco, que implica directamente a la sociedad civil en la acogida de refugiados.

Asimismo, en el ámbito europeo España está trabajando para liderar un nuevo enfoque común en materia de asilo y refugio, cuyo principal objetivo sea el de salvaguardar los derechos humanos de quienes llegan a nuestro continente huyendo del conflicto y la persecución.

12. 20/06/2019

Los convenios para el cuidado no profesional de dependientes suscritos a partir del 1 de julio tendrán efecto desde la fecha de solicitudHasta el 30 de junio se puede suscribir el convenio de cuidadoras y cuidadores no profesionales con efectos desde 1 de abril
 

· La persona cuidadora no profesional de un dependiente con la prestación reconocida antes del 1 de abril tiene hasta el 30 de junio para solicitar el convenio y que sus efectos se extiendan desde el propio 1 de abril

·  Se han sumado 25.500 convenios especiales desde que la Administración asumió las cotizaciones, hasta los 32.799

·  Los años de cuidado se suman a la vida laboral de esta forma y contribuyen a generar derecho a pensión de jubilación

El número de convenios especiales de los cuidadoras y cuidadores no profesionales de personas en situación de dependencia asciende ya a 32.799. La inmensa mayoría, 25.495, son nuevos convenios suscritos desde que el pasado 1 de abril la Administración General del Estado se hizo cargo de abonar las cotizaciones, en cumplimiento del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación.

Aquellas cuidadoras no profesionales de personas dependientes que tuvieran recogida su prestación económica antes del 1 de abril tienen hasta el próximo 30 de junio para suscribir el convenio especial con el objetivo de que se les reconozcan las cotizaciones desde el mismo 1 de abril. Si no lo hacen, el convenios tendrá efectos a partir de la fecha de su suscripción.

Para las personas cuidadoras cuyo dependiente haya visto reconocida su prestación a partir del 1 de abril, el convenio tendrá efecto a partir de la fecha de ese reconocimiento, o bien, de la suscripción del mismo, en caso de haber transcurrido 90 días de la fecha de la concesión de la prestación económica.

La principal ventaja para las personas que cuidan a dependientes de forma no profesional -la mayoría mujeres- de suscribir un convenio especial con la Seguridad Social es que los años dedicados al cuidado de la persona dependiente, a menudo de su entorno familiar, se integran en su vida laboral y contribuyen a generar derecho a prestaciones como la de jubilación o la de incapacidad permanente.

Esta medida recuperó en su integridad el convenio especial ya previsto en el Real Decreto 615/2007 por el que se regula la Seguridad Social de quienes cuidan de las personas en situación de dependencia. Fue el Real Decreto 20/2012 el que modificó la naturaleza de este convenio, de tal forma que a partir de su plena puesta en marcha pasaron a ser las propias cuidadoras y cuidadores los obligados a asumir el coste de las cotizaciones a la Seguridad Social. De las cerca de 180.000 personas dedicadas a cuidados no profesionales (179.829) que tenían suscrito un convenio especial de estas carácterísticas en julio de 2012, se descendió hasta los 7.304 en marzo de 2019.

 

Cómo suscribirlo
 

Este convenio especial está dirigido a las personas designadas como cuidadoras no profesionales en el Programa Individual de Atención, elaborado por los Servicios Sociales correspondientes al municipio de residencia de la persona que lo solicita. Para suscribirlo es necesario que quien desarrolla la actividad no esté dada de alta en la Seguridad Social en ningún régimen a tiempo completo ni en el desempleo. 

Además, quien recibe los cuidados tiene que tener reconocida la prestación económica de dependencia para dar opción a la persona que se ocupa de su cuidado a suscribir el convenio especial.

La solicitud se debe presentar en las oficinas de la Tesorería General de la Seguridad Social y en la sede electrónica utilizando el servicio de “Alta en Convenio Especial”, siempre que se disponga de certificado electrónico. Hay que acompañar el formulario correspondiente con la resolución de la prestación económica de la dependencia y el DNI tanto de la persona cuidadora no profesional como de la persona dependiente.

Si al suscribir el convenio, se opta por la base de cotización equivalente al tope mínimo del régimen general, el pago de la cuota será asumida en su totalidad por la Administración. Si quienes se dedican a los cuidados no profesionales opta por una base de cotización superior, la Administración del Estado asume la cuota correspondiente a la base mínima de cotización y la persona que cuida paga por el resto, es decir, por la diferencia entre la base que haya elegido y la base mínima.

En el caso de que la cuidadora o cuidador pase a ser titular de una pensión de jubilación, incapacidad permanente de viudedad o de favor familiar o cumpla los 65 años, tendrá que dar de baja su convenio. También se extingue el mismo cuando fallece la persona asistida, se deja de percibir la prestación económica para cuidados familiares o se dejan de prestar servicios como cuidador.

 

(En el cuadro adjunto, la cifra de los convenios suscritos con fecha 14 de junio, por CCAA y provincias)
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13. 25/06/2019

El próximo 1 de julioLa Seguridad Social abona este mes la nómina de pensiones y la paga extraordinaria
· La nómina mensual ordinaria asciende a 9.644,34 millones de euros, a lo que se suma la paga extraordinaria y el IRPF de las pensiones

· Se pagará con cotizaciones sociales y 7.500 millones procedentes del préstamo del Estado, sin recurrir al Fondo de Reserva

La nómina mensual de pensiones contributivas de la Seguridad Social alcanza este mes los 9.644,34 millones de euros, lo que supone un incremento interanual del 5,1%, en términos homogéneos***.

La pensión media del Sistema, que comprende las distintas clases (jubilación, incapacidad permanente, viudedad, orfandad y a favor de familiares), es de 990,87 euros mensuales. En concreto, la pensión media de jubilación asciende a 1.137,99 euros mensuales y la de viudedad se sitúa en 712,19 euros. En cuanto a las nuevas altas, la pensión media de jubilación (mayo) es de 1.296,14 euros en el conjunto del sistema.

La Seguridad Social abona 9.733.234 pensiones contributivas, un 1,24% más que en junio del año pasado. 6.030.746 son de jubilación; 2.360.822 corresponden a prestaciones de viudedad; 958.273 son prestaciones por incapacidad permanente; 340.773 son de orfandad y 42.620, a favor de familiares.

Paga extra
En los próximos días, la Seguridad Social abonará, junto a la nómina ordinaria, la paga extraordinaria y el pago del IRPF de las pensiones. Para hacer frente a estas obligaciones, que alcanzarán los 19.000 millones de euros, se van a utilizar recursos procedentes en su mayor parte de los ingresos por cotizaciones, a los que se van a sumar 7.500 millones de euros del préstamo concedido a la Tesorería General de la Seguridad Social por Acuerdo de Consejo de Ministros de 1 de marzo de 2019. Gracias a la buena marcha de la recaudación, no va a ser necesario recurrir al Fondo de Reserva de la Seguridad Social.

El préstamo del Estado a la Seguridad Social tiene un importe total de 13.830 millones de euros y se aprobó por acuerdo de Consejo de Ministros el 1 de marzo de 2019, con el objeto de proporcionar cobertura adecuada a las obligaciones de la Seguridad Social y posibilitar el equilibrio presupuestario de la misma.

En la aprobación del préstamo se contemplan libramientos con fecha límite de 1 de julio, por un importe total de 7.500 millones de euros, y otros con fecha límite 1 de diciembre de 2019 por importe de 6.330 millones de euros. 

*** El dato del incremento interanual en la nómina de enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de 2019, que figura en la estadística adjunta, muestra la tasa de variación, 7,04%, respecto a la nómina correspondiente de 2018, que aún no registraba la revalorización definitiva. Esta se aprobó en el mes de julio y se aplicó con carácter retroactivo al 1 de enero de 2018.
14. 25/06/2019

La secretaria de Estado de Migraciones ha participado en unas jornadas de buenas prácticas sobre racismo hacia los musulmanesConsuelo Rumí afirma que para combatir el racismo y la intolerancia es prioritario promover la integración
· A pesar de que los jóvenes musulmanes encuentran dificultades para avanzar en la escala social y en su proyección personal y laboral, se sienten arraigados y vinculados al país donde viven y valoran el Estado de derecho
La secretaria de Estado de Migraciones, Consuelo Rumí, ha afirmado hoy que para combatir el racismo y la intolerancia es prioritario promover la integración, a lo que ha añadido que “el fenómeno de la discriminación y la intolerancia hacia los musulmanes van más allá del racismo y la xenofobia hacia el extranjero”.

Consuelo Rumí, que ha participado en Madrid en el taller “Taller sobre sinergias y buenas prácticas para abordar el racismo y la discriminación hacia los musulmanes”, ha añadido que teniendo en cuenta que los musulmanes constituyen una parte significativa del cambio demográfico de nuestro país “es absolutamene prioritario analizar los cambios, entenderlos e incorporarlos con naturalidad a una realidad cada vez más diversa y plural” para salvaguardar la cohesión social y la convivencia.

Aunque la disponibilidad de datos es escasa, distintos estudios dejan claro que la población musulmana sufre intolerancia y discriminación en el empleo, y así lo reconocen un 35% de los que buscan un trabajo en la Unión Europea y un 23% en España. “Son objeto de discriminación en el acceso a la vivienda, en los centros educativos, en la imagen que los medios de comunicación muestran de ellos, en el discurso político, sufren delitos de odio y son víctimas de estos discursos en internet y en las redes sociales,” ha asegurado Rumí.

A pesar de la situación de exclusión que vive este colectivo, especialmente los jóvenes, causada por las dificultades para avanzar en la escala social y en su proyección personal y laboral, la responsable de Migraciones ha matizado que “se sienten arraigados y vinculados al país dónde viven y valoran el Estado de derecho.

“El respeto mútuo, independientemente del país de origen, religió, cultura, idioma y de cualquier otra circunstancia, es una obligación y también una condición inexcusable de cualquier sociedad democrática”, ha afirmado Consuelo Rumí, quién también ha recordado que “por esta razón es tan importante prevenir y combatir el racismo, la xenofobia y la intolerancia en sus distintas expresiones”.

Por todo ello, a juicio de Rumí, es prioritario para combatir el racismo y la intolerancia promover la integración e incorporarla a la agenda pública. “Estamos trabajando con el objetivo de que el progreso de nuestra sociedad, cada vez más plural y diversa, lo haga sobre pilares construidos desde la tolerancia y el respeto mutuos. Y con el enriquecimiento que aporta el conocimiento del otro, un camino que se recorre mucho mejor apartando los estereotipos que nos encontramos en el camino”.

15. 25/06/2019

Conferencia Internacional. El Gobierno destaca el papel de la economía social como impulsora de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030

Felicita a la OIT por incluir en la Declaración del Centenario para el Futuro del Trabajo una referencia explícita al papel que desempeñan las cooperativas y el resto de la Economía Social
La Directora General del Trabajo Autónomo, de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas, Mª Antonia Pérez León, ha intervenido en la mesa inaugural de la Conferencia Internacional sobre “El Papel de la Economía Social y Solidaria en la Ejecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible”, celebrada los días 25 y 26 de junio en la sede de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en Ginebra.
La Conferencia Internacional se desarrolla en el marco del Grupo de Trabajo Inter-Agencias de Naciones Unidas sobre Economía Social y Solidaria (UNTFSSE), como colaboración entre la OIT y el Instituto de Investigación para el Desarrollo Social (UNRISD), siendo parte de una serie de conferencias internacionales que tienen como base trabajos científicos de investigación sobre la relación entre la Economía Social y Solidaria y la Sostenibilidad.

El discurso inaugural corrió a cargo de Ariel Guarco, presidente de la Alianza Cooperativa Internacional.

Durante su intervención, Mª Antonia Pérez León felicitó a la OIT por incluir en la Declaración del Centenario para el Futuro del Trabajo una referencia explícita al papel que desempeñan las cooperativas y el resto de la Economía Social y Solidaria en la sostenibilidad y en la generación de trabajo decente, empleo productivo y mejores niveles de vida para todas las personas.

Destacó asimismo la estabilidad de que goza el sector en España, con un ecosistema favorable a su desarrollo, el importante papel que desempeñarán las entidades de la Economía Social en lograr un futuro del trabajo más inclusivo, sostenible e integrador y el apoyo que se ha dado en España a la Economía Social como generadora de sostenibilidad e impulsora de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de Naciones Unidas.

La participación española ha continuado con las intervenciones, entre otros, de representantes de la Universidad de Santiago de Compostela, Universidad del País Vasco, Universidad de Castilla-La Mancha, Universidad Rey Juan Carlos, Universidad de Barcelona, Universidad de Jaén, Agencia de Desarrollo Local de Beterri Buruntza Udalak y el Ayuntamiento de Barcelona.
17. 27/06/2019

· Ejecución presupuestaria a 31 de mayo de 2019La ejecución presupuestaria de la Seguridad Social registra un saldo positivo de 2.513,91 millones de euros. 


· Este dato equivale al 0,20% del PIB

· En términos homogéneos, el superávit sería de 3.838,27 M€

· Los ingresos totales presentan un incremento del 7,91% interanual

· Los gastos se incrementan un 6,38%, descontados los gastos imputados de 2018

.- Las cuentas de la Seguridad Social presentan un saldo positivo de 2.513,91 millones de euros a 31 de mayo de 2019, un 0,20% del PIB, resultado de la diferencia entre unos derechos reconocidos por operaciones no financieras de 60.734,24 millones de euros, que presentan un incremento del 7,91% y unas obligaciones reconocidas de 58.220,33 millones de euros, que crecen en un 9,87%.

 

Del volumen total de derechos reconocidos, el 90,98% corresponde a las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social y el 9,02% restante a las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. En cuanto a las obligaciones, el 91,56% ha sido reconocido por las entidades gestoras y el 8,44% por las mutuas colaboradoras.

 

En términos de caja, la recaudación líquida del sistema alcanza los 58.341,29 millones de euros, con un incremento porcentual del 5,71% respecto al ejercicio anterior. Por su parte, los pagos presentaron un aumento 9,96%, totalizando 58.043,83 millones de euros.

 

Ingresos no financieros
 

Las cotizaciones sociales han ascendido a 50.987,92 millones de euros lo que representa, respecto al mismo período del año anterior, un aumento superior a 3.700 millones de euros en términos absolutos y de 7,91 puntos porcentuales en términos relativos, que viene originado por el aumento de la cotización de ocupados en un 7,80%, mientras que la cotización de desempleados registra un aumento del 9,70%. Es de destacar, además, que el citado crecimiento interanual del 7,91% supera en más de 2 puntos respecto al que se registró en el mismo periodo del año anterior

 

En conjunto, la Seguridad Social prevé ingresar este ejercicio un total de 114.915,75 millones de euros en concepto de cotizaciones sociales. De esta forma, los ingresos por cotizaciones representan, a finales de mayo, el 44,37% de lo previsto para todo 2019.

 

Las transferencias corrientes totalizaron 9.225,24 millones de euros, con un incremento del 8,57% sobre el importe a la misma fecha del ejercicio 2018 . Esta subida viene motivada fundamentalmente porque,  a 31 de mayo de 2019, se ha percibido un importe 666 millones de euros en concepto de aportación del Estado para apoyar el equilbiro presupuestario de la Seguridad Social que se estableció en la citada ley de presupuestos para 2018, importe que en el mismo periodo del año anterior no se había reconocido, al haberse publicado esta ley en el mes de julio de 2018.

 

Los ingresos patrimoniales registran 24,48 millones de euros, con un decremento interanual del 43,59%, y las tasas y otros ingresos reflejan la cantidad de 485,26 millones de euros, con un aumento interanual del 2,70%.

 

Gastos no financieros
 

Las prestaciones económicas a familias e instituciones totalizaron 54.568,24 millones de euros, con un aumento de un 9,23% respecto al ejercicio anterior. Esta cifra representa un 93,73% del gasto total realizado en el sistema de Seguridad Social. La mayor partida, 50.359,91 millones de euros corresponde a pensiones y prestaciones contributivas, con un crecimiento interanual del 9,67%.

 

En un análisis detallado del área contributiva, las pensiones (invalidez, jubilación, viudedad, orfandad y en favor de familiares) alcanzan un importe de 45.604,68 millones de euros, cifra superior en un 7,11% al año anterior. En cuanto a las prestaciones por maternidad, paternidad y riesgo durante el embarazo se elevaron hasta los 1.030,63 millones de euros, lo que representa un incremento interanual del 7,46%. En incapacidad temporal el gasto realizado alcanza un importe de 3.567,50 millones de euros, un 60,88% más que en el mismo periodo de ejercicio 2018, crecimiento afectado, como más adelante se indica, por la imputación en los meses de enero, febrero y marzo de 2019 del pago delegado de la incapacidad temporal del mes de noviembre y diciembre de 2018, por importe de 978,58 millones de euros, como consecuencia del cambio de criterio de imputación presupuestaria, por lo que el gasto real de la incapacidad temporal fue de 2.588,92 millones de euros, lo que supone un incremento del 16,75%.

 

Asimismo, merece mención expresa el crecimiento interanual de los gastos de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, en concepto de aportación al sostenimiento de los servicios comunes y de reaseguro obligatorio y facultativo debido a que al ser gastos asociados a la recaudación, ha determinado que los correspondientes a noviembre y diciembre de 2018 se hayan tenido que imputar al presupuesto de 2019, como consecuencia de los actuales criterios de imputación presupuestaria. Con arreglo a dichos criterios el incremento interanual de estos gastos ha ascendido al 42,57%, si bien en términos de comparacion homogénea el incremento habria sido del 4,88 %.

 

A 31 de mayo, las pensiones y prestaciones no contributivas, incluidos los complementos por mínimos de las pensiones contributivas, alcanzan un importe de 4.208,33 millones de euros, cifra que supone un aumento del 4,23% respecto al ejercicio anterior. De dicho importe, se destina a pensiones no contributivas y mínimos 3.461,83 millones y a subsidios y otras prestaciones 746,50 millones de euros, de los que 715,55 millones de euros corresponden a prestaciones familiares, un 3,94% superior al del ejercicio precedente.

 

Por lo que respecta a los gastos de gestión realizados por la Seguridad Social, han experimentado un aumento del 2,95% en gastos de personal, un aumento del 3,10% en gastos corrientes de bienes y servicios y una disminución del 30,73% en gastos dedicados a inversiones. Con un aumento global del 2,06% interanual.

 
Comparación homogénea
 
No obstante lo señalado anteriormente, en 2019 se ha producido un cambio de criterio de la imputación presupuestaria de determinados gastos de noviembre y diciembre de 2018 asociados a la recaudación, lo que ha determinado que dichos gastos se imputen al ejercicio 2019, a pesar de haberse devengado en 2018.

 

De acuerdo con ello, para establecer una comparación homogénea con el ejercicio anterior, hay que tener en cuenta que hasta mayo de 2019 se han imputado 1.324,36 millones de euros de gastos devengados en los meses de noviembre y diciembre de 2018, que fundamentalmente corresponden al pago delegado de incapacidad temporal y a la aportación por parte de las mutuas colaboradoras al sostenimiento de los servicios comunes y que, en consecuencia, deben disminuirse del ejercicio 2019.

 Todo esto se traduce en que el importe de gastos hasta mayo de 2019 sería 56.895,97 millones de euros (58.220,33 -1.324,36).

 

Recapitulando, en términos homogéneos, el saldo positivo acumulado en los cinco primeros meses de este año asciende a 3.838,27 millones de euros, que es la diferencia entre unos derechos reconocidos netos por operaciones no financieras de 60.734,24 millones de euros y unas obligaciones reconocidas de 56.895,97 millones de euros.

 

Asimismo, en mayo de 2018 aún no se había aplicado la revalorización adicional de las pensiones desde el 0,25 al 1,6 % general y 3% de las pensiones mínimas establecida en la Ley de presupuestos generales del Estado para 2018, lo que supone, en términos de homogeneidad, que el gasto acumulado en los cinco primeros meses del pasado año debe aumentarse en 495,47 millones más, lo que situa el total en 53.484,99 millones de euros (52.989,52 + 495,47).

 

Esto se traduce en un incremento del 6,38% del gasto en los cinco primeros meses de 2019 respecto del mismo periodo de 2018.

VIII. SENTENCIAS DEL TJUE

1. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Segunda)

de 20 de junio de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada — Cláusula 4, apartado 1 — Principio de no discriminación — Sector de la enseñanza pública — Normativa nacional que concede un complemento retributivo únicamente a los profesores funcionarios de carrera — Exclusión de los profesores contratados administrativos — Concepto de “razones objetivas” — Características inherentes a la condición de funcionario de carrera»

En el asunto C‑72/18,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Pamplona, mediante auto de 26 de enero de 2018, recibido en el Tribunal de Justicia el 5 de febrero de 2018, en el procedimiento entre

Daniel Ustariz Aróstegui
y

Departamento de Educación del Gobierno de Navarra,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Segunda),

integrado por el Sr. A. Arabadjiev (Ponente), Presidente de Sala, la Sra. R. Silva de Lapuerta, Vicepresidenta del Tribunal de Justicia, en funciones de Juez de la Sala Segunda, y el Sr. C. Vajda, Juez;

Abogado General: Sra. J. Kokott;

Secretario: Sra. L. Carrasco Marco, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 30 de enero de 2019;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre del Sr. Ustariz Aróstegui, por el Sr. J. Araiz Rodríguez, procurador, y el Sr. J. Martínez García, abogado;

–        en nombre del Departamento de Educación del Gobierno de Navarra, por el Sr. I. Iparraguirre Múgica, letrado;

–        en nombre del Gobierno español, por el Sr. S. Jiménez García, en calidad de agente;

–        en nombre del Gobierno portugués, por los Sres. L. Inez Fernandes, M. Figueiredo y T. Larsen y las Sras. N. Gabriel y M.J. Marques, en calidad de agentes;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. M. van Beek y N. Ruiz García, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones de la Abogado General, presentadas en audiencia pública el 12 de marzo de 2019;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial versa sobre la interpretación de la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999 (en lo sucesivo, «Acuerdo Marco»), que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada (DO 1999, L 175, p. 43).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre el Sr. Daniel Ustariz Aróstegui y el Departamento de Educación del Gobierno de Navarra (en lo sucesivo, «Departamento de Educación»), en relación con la negativa de este a conceder al Sr. Ustariz Aróstegui el complemento del grado.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión Europea

3        Con arreglo al artículo 1 de la Directiva 1999/70, esta tiene por objeto «aplicar el Acuerdo marco […], que figura en el anexo, celebrado […] entre las organizaciones interprofesionales de carácter general [Unión de Confederaciones Industriales y Empresariales de Europa (UNICE), Centro Europeo de la Empresa Pública (CEEP) y Confederación Europea de Sindicatos (CES)]».

4        Según la cláusula 1 del Acuerdo Marco, este tiene por objeto, por un lado, mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación y, por otro lado, establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.

5        La cláusula 3 del Acuerdo Marco, con la rúbrica «Definiciones», establece:

«A efectos del presente Acuerdo, se entenderá por

1.      “trabajador con contrato de duración determinada”: el trabajador con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado;

2.      “trabajador con contrato de duración indefinida comparable”: un trabajador con un contrato o relación laboral de duración indefinid[a], en el mismo centro de trabajo, que realice un trabajo u ocupación idéntico o similar, teniendo en cuenta su cualificación y las tareas que desempeña. […]»

6        La cláusula 4 del Acuerdo Marco, titulada «Principio de no discriminación», dispone en su apartado 1:

«Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas.»

 Derecho español

7        Con arreglo al artículo 3, apartado 1, del Texto Refundido del Estatuto del Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, aprobado mediante el Decreto Foral Legislativo 251/1993, de 30 de agosto (en lo sucesivo, «DFL 251/93»):

«El personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra estará integrad[o] por:

a)      Los funcionarios públicos.

b)      El personal eventual.

c)      El personal contratado.»

8        A tenor del artículo 12 del DFL 251/93:

«Los funcionarios de las Administraciones Públicas de Navarra se integrarán, de acuerdo con la titulación requerida para su ingreso y las funciones que desempeñen, en los siguientes niveles […]».

9        El artículo 13 del DFL 251/93 establece:

«1.      Cada uno de los niveles a que se refiere el artículo anterior comprenderá siete grados.

2.      Los funcionarios de nuevo ingreso quedarán encuadrados en el grado 1 del correspondiente nivel.

3.      Los funcionarios podrán ascender gradualmente desde el grado 1 hasta el grado 7 de su respectivo nivel, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del presente Estatuto.»

10      El artículo 16 del DFL 251/93 dispone:

«1.      Los funcionarios podrán ascender sucesivamente desde el grado 1 hasta el grado 7 de su respectivo nivel, cualquiera que sea la especialidad de su titulación, formación o profesión.

2.      El ascenso de grado se realizará anualmente en la siguiente forma:

a)      Será condición indispensable para el ascenso de grado la permanencia durante, al menos, dos años en el grado anterior.

b)      Ningún funcionario podrá permanecer más de ocho años en un mismo grado, con excepción de quienes hubiesen alcanzado el grado 7.

c)      Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos anteriores, un 10 por 100 de los funcionarios de los grados 1 a 6, ambos inclusive, serán ascendidos, por orden de antigüedad, al grado inmediatamente superior.

d)      Previo concurso de méritos, que se realizará conforme a las disposiciones que se dicten reglamentariamente, podrán ascender al grado inmediatamente superior hasta un 10 por 100 de los funcionarios de los grados 1 a 6, ambos inclusive.»

11      La disposición transitoria cuarta del DFL 251/93 establece:

«1.      Con efectos del primero de enero de 1992 y hasta que se apruebe la normativa a que hace referencia el artículo 13 de la Ley Foral 5/1991, de 26 de febrero, de Presupuestos Generales de Navarra para 1991, sobre modificación del actual sistema de grado y antigüedad, queda suspendido transitoriamente el sistema de ascenso de grado establecido en el artículo 16 del presente Estatuto, que se realizará a partir de dicha fecha de forma independiente para cada funcionario, con arreglo a su propia antigüedad en el correspondiente grado, según se determina a continuación:

a)      Los funcionarios de los grados 1 a 6, ambos inclusive, serán ascendidos automáticamente de grado, transcurridos 6 años y 7 meses de antigüedad en el grado inmediatamente inferior.

b)      La aplicación inicial de este nuevo sistema se realizará partiendo de la antigüedad que cada funcionario tenga en el grado al 31 de diciembre de 1991. En caso de que, en dicha fecha, algún funcionario rebase los 6 años y 7 meses, la diferencia se le computará como antigüedad en el grado siguiente. El cálculo de dicha antigüedad y su repercusión económica tendrán carácter provisional hasta que no se resuelvan los recursos judiciales en el tema del quinquenio extraordinario.

2.      Como consecuencia de lo establecido en el número anterior, a partir de dicha fecha y con el mismo carácter transitorio, en los supuestos de ascenso de nivel, dentro de la misma Administración, previstos en el artículo 17 del presente Estatuto, se mantendrán el grado y antigüedad en dicho grado que se tuvieran en el nivel desde el que se promociona.»

12      El artículo 40, apartado 2, del DFL 251/93 dispone que las retribuciones personales básicas de los funcionarios estarán compuestas por el sueldo inicial del correspondiente nivel, la retribución correspondiente al grado y el premio de antigüedad. Este artículo precisa además que las retribuciones personales básicas constituyen un derecho adquirido inherente a la condición de funcionario.

13      A tenor del artículo 11 del Decreto Foral 68/2009, de 28 de septiembre, por el que se regula la contratación de personal en régimen administrativo en las Administraciones Públicas de Navarra, en su versión modificada por el Decreto Foral 21/2017 (Decreto Legislativo n.º 21/2017), de 29 de marzo de 2017 (en lo sucesivo, «Decreto Foral n.º 68/2009»):

«El personal contratado en régimen administrativo percibirá las retribuciones correspondientes al puesto de trabajo que ocupe o función que desempeñe, el premio de antigüedad y la ayuda familiar. Se excluye [la retribución correspondiente al] grado, como retribución personal básica inherente a la condición del personal funcionario.»

 Litigio principal y cuestión prejudicial

14      El Sr. Ustariz Aróstegui presta servicios desde septiembre de 2007 en el Departamento de Educación como profesor mediante un contrato en régimen administrativo de duración determinada. Desde entonces ha desempeñado sus funciones en varios centros docentes.

15      El 1 de julio de 2016, el Sr. Ustariz Aróstegui solicitó al Departamento de Educación que se le abonara, con efectos retroactivos de cuatro años, el complemento retributivo del grado al que tienen derecho los profesores funcionarios con la misma antigüedad que él con arreglo al Decreto Foral n.º 68/2009.

16      Mediante escrito de 18 de octubre de 2016, interpuso recurso de alzada contra la desestimación por silencio administrativo de su solicitud. Su recurso fue desestimado el 23 de diciembre de 2016 por una orden foral del Departamento de Educación.

17      El 28 de febrero de 2017, el Sr. Ustariz Aróstegui interpuso recurso contencioso-administrativo contra dicha orden ante el juzgado remitente, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Pamplona.

18      El juzgado remitente señala que el régimen jurídico actualmente en vigor en Navarra fija, como único requisito objetivo para el abono del complemento retributivo del grado, una antigüedad de seis años y siete meses en el grado inmediatamente inferior, de modo que el ascenso de grado se produce automáticamente a medida que pasa el tiempo. Asimismo, precisa que la normativa nacional, por entender el grado como un mecanismo de la carrera profesional propia de los funcionarios, considera que el complemento retributivo del grado es una retribución personal inherente al estatuto de funcionario, lo que, a su juicio, constituye por tanto un requisito subjetivo para su concesión.

19      En su opinión, el Sr. Ustariz Aróstegui cumple el requisito objetivo de acumular seis años y siete meses de antigüedad en el desempeño de sus funciones, pero no cumple el requisito subjetivo relativo a la condición de funcionario.

20      Si bien precisa que no existe ninguna diferencia entre las funciones, los servicios y las obligaciones profesionales asumidos por un profesor funcionario y los asumidos por un profesor contratado administrativo, el juzgado remitente se pregunta si la naturaleza y la finalidad del complemento retributivo del grado pueden constituir una razón objetiva que justifique el trato menos favorable reservado a los contratados administrativos.

21      En estas circunstancias, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Pamplona decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia la siguiente cuestión prejudicial:

«La Cláusula 4 del [Acuerdo Marco] ¿debe interpretarse en el sentido de que se opone a una norma regional, como la controvertida en el pleito principal, que excluye expresamente el reconocimiento y abono de un determinado complemento retributivo al personal de las Administraciones Públicas de Navarra con la categoría de “contratado administrativo” —con contrato de duración determinada— por razón de constituir dicho complemento una retribución de la promoción y desarrollo de una carrera profesional propia y exclusiva del personal con categoría de “funcionario público” —con contrato de duración indefinida—?»

 Sobre la cuestión prejudicial

22      Mediante su cuestión prejudicial, el juzgado remitente desea saber, sustancialmente, si la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que reserva el derecho a un complemento retributivo a los profesores funcionarios de carrera, excluyendo, en particular, a los profesores contratados administrativos.

23      Cabe recordar que la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco establece una prohibición de tratar, por lo que respecta a las condiciones de trabajo, a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos que se encuentren en una situación comparable por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas.

24      En el caso de autos, procede señalar, en primer lugar, que, en la medida en que el Sr. Ustariz Aróstegui ha sido empleado por el Departamento de Educación como profesor mediante un contrato en régimen administrativo de duración determinada, consta que está comprendido en el concepto de «trabajador con contrato de duración determinada», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, en relación con la cláusula 3, apartado 1, de este, y, por tanto, en el ámbito de aplicación de esas disposiciones.

25      En segundo lugar, en relación con el concepto de «condiciones de trabajo» en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, se desprende de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que el criterio decisivo para determinar si una medida está incluida en este concepto es precisamente el del empleo, es decir, la relación laboral entre un trabajador y su empresario (sentencia de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility, C‑574/16, EU:C:2018:390, apartado 41 y jurisprudencia citada).

26      El Tribunal de Justicia ha considerado que están incluidos en este concepto, entre otros, los trienios (véanse, en este sentido, la sentencia de 22 de diciembre de 2010, Gavieiro Gavieiro e Iglesias Torres, C‑444/09 y C–456/09, EU:C:2010:819, apartado 50, y el auto de 18 de marzo de 2011, Montoya Medina, C‑273/10, no publicado, EU:C:2011:167, apartado 32), los sexenios por formación permanente (véase, en este sentido, el auto de 9 de febrero de 2012, Lorenzo Martínez, C‑556/11, no publicado, EU:C:2012:67, apartado 38), la participación en un plan de evaluación profesional y los correspondientes incentivos económicos en caso de evolución positiva (auto de 21 de septiembre de 2016, Álvarez Santirso, C‑631/15, EU:C:2016:725, apartado 36) y la participación en un régimen de carrera profesional horizontal que da lugar al abono de un complemento retributivo (auto de 22 de marzo de 2018, Centeno Meléndez, C‑315/17, no publicado, EU:C:2018:207, apartado 47).

27      En el caso de autos, en la medida en que haber cubierto un tiempo de servicios de seis años y siete meses constituye, como se desprende de la información facilitada por el juzgado remitente, el único requisito objetivo para la concesión de dicho complemento, este se abona precisamente por razón de la relación de servicio, de modo que, en estas circunstancias, su concesión debe considerase una «condición de trabajo», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco.

28      En tercer lugar, procede recordar que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el principio de no discriminación, del que la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco es una expresión concreta, exige que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente justificado (sentencia de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility, C‑574/16, EU:C:2018:390, apartado 46 y jurisprudencia citada).

29      A este respecto, el Departamento de Educación alegó en sus observaciones escritas que, en lo que atañe al litigio principal, la diferencia de trato entre los funcionarios de carrera y los contratados administrativos que alega el Sr. Ustariz Aróstegui no está comprendida en la prohibición establecida en la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, ya que lo que condiciona, en Derecho nacional, el derecho al complemento retributivo controvertido en el litigio principal no es la duración determinada o por tiempo indefinido de la relación de servicio, sino el carácter estatutario o contractual de esta.

30      Además, el Gobierno español y el Departamento de Educación indicaron en la vista ante el Tribunal de Justicia que los docentes empleados por tiempo indefinido mediante contratos en régimen laboral también están excluidos del derecho a dicho complemento.

31      No obstante, es preciso subrayar que del tenor de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco se desprende que basta con que los trabajadores con un contrato de duración determinada de que se trate sean tratados de manera menos favorable que los trabajadores fijos que se encuentren en una situación comparable para que los primeros puedan reivindicar que se les aplique dicha cláusula.

32      Por consiguiente, como señaló la Abogado General en el punto 31 de sus conclusiones, no es necesario a tal efecto que los empleados temporales de que se trate sean tratados de manera menos favorable que todas las categorías de empleados fijos.

33      Por consiguiente, procede examinar si los funcionarios de carrera y los contratados administrativos de que se trata en el litigio principal se encuentran en una situación comparable.

34      Para determinar si los trabajadores realizan un trabajo idéntico o similar, en el sentido del Acuerdo Marco, debe comprobarse si, en virtud de las cláusulas 3, apartado 2, y 4, apartado 1, de este, habida cuenta de un conjunto de factores, como la naturaleza del trabajo, las condiciones de formación y las condiciones laborales, puede considerarse que dichos trabajadores se encuentran en una situación comparable (sentencia de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility, C‑574/16, EU:C:2018:390, apartado 48 y jurisprudencia citada).

35      En el caso de autos, incumbe al juzgado remitente, único competente para examinar los hechos, determinar si los funcionarios de carrera y los contratados administrativos se encuentran en una situación comparable (véase, por analogía, la sentencia de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility, C‑574/16, EU:C:2018:390, apartado 49 y jurisprudencia citada).

36      Dicho esto, del auto de remisión se desprende que no existe ninguna diferencia entre las funciones, los servicios y las obligaciones profesionales asumidos por un profesor funcionario de carrera y los asumidos por un profesor contratado administrativo, como el Sr. Ustariz Aróstegui.

37      Por consiguiente, sin perjuicio de que el juzgado remitente lleve a cabo las oportunas comprobaciones a la luz de todos los elementos pertinentes, es necesario considerar que la situación de un trabajador con contrato de duración determinada como el Sr. Ustariz Aróstegui es comparable a la de un trabajador fijo que preste servicios para el Departamento de Educación.

38      En estas circunstancias, procede poner de manifiesto, como señaló la Abogado General en el punto 44 de sus conclusiones, que existe una diferencia de trato consistente en que a los contratados administrativos se les deniega la concesión del complemento retributivo controvertido en el litigio principal, mientras que, en una situación comparable, se reconoce a los funcionarios de carrera el derecho a percibirlo.

39      En cuarto lugar, ha de comprobarse si existe una razón objetiva, en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, que pueda justificar tal diferencia de trato.

40      Según jurisprudencia constante del Tribunal de Justicia, el concepto de «razones objetivas» requiere que la desigualdad de trato apreciada esté justificada por la existencia de elementos precisos y concretos, que caracterizan la condición de trabajo de que se trata, en el contexto específico en que se enmarca y con arreglo a criterios objetivos y transparentes, a fin de verificar si dicha desigualdad responde a una necesidad auténtica, si permite alcanzar el objetivo perseguido y si resulta indispensable al efecto. Tales elementos pueden tener su origen, en particular, en la especial naturaleza de las tareas para cuya realización se celebran los contratos de duración determinada y en las características inherentes a las mismas o, eventualmente, en el objetivo legítimo de política social que se proponga conseguir el Estado miembro (sentencias de 13 de septiembre de 2007, Del Cerro Alonso, C‑307/05, EU:C:2007:509, apartado 53; de 22 de diciembre de 2010, Gavieiro Gavieiro e Iglesias Torres, C‑444/09 y C‑456/09, EU:C:2010:819, apartado 55, y de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility, C‑574/16, EU:C:2018:390, apartado 54).

41      En cambio, la referencia a la mera naturaleza temporal de la relación de servicio de los contratados administrativos, como el Sr. Ustariz Aróstegui, no es conforme a estos requisitos y, por tanto, no puede constituir, por sí sola, una razón objetiva, en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco. En efecto, admitir que la mera naturaleza temporal de una relación laboral basta para justificar una diferencia de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores fijos privaría de contenido a los objetivos de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco y equivaldría a perpetuar el mantenimiento de una situación desfavorable para los trabajadores con contrato de duración determinada (sentencia de 8 de septiembre de 2011, Rosado Santana, C‑177/10, EU:C:2011:557, apartado 74).

42      A este respecto, el Gobierno español y el Departamento de Educación han sostenido en sus observaciones escritas que el complemento retributivo controvertido en el litigio principal constituye una retribución personal básica inherente a la condición de funcionario. Más concretamente, aducen que el citado complemento pretende recompensar la progresión del funcionario en el sistema de carrera profesional, lo que justifica que se excluya de ese derecho, en particular, a los contratados administrativos, dado que no pueden ascender de grado.

43      Sobre este particular, cabe recordar que, habida cuenta de la facultad de apreciación de que disponen los Estados miembros en relación con la organización de sus propias Administraciones Públicas, en principio estos pueden, sin infringir la Directiva 1999/70 ni el Acuerdo Marco, establecer requisitos para el acceso a condición de funcionarios de carrera y las condiciones de trabajo de tales funcionarios (sentencias de 18 de octubre de 2012, Valenza y otros, C‑302/11 a C‑305/11, EU:C:2012:646, apartado 57, y de 20 de septiembre de 2018, Motter, C‑466/17, EU:C:2018:758, apartado 43). Por lo tanto, los Estados miembros están facultados para establecer requisitos de antigüedad para acceder a determinados puestos o incluso para restringir el acceso a la promoción interna a los funcionarios de carrera, siempre que ello resulte de la necesidad de tener en cuenta requisitos objetivos, relativos al puesto de que se trate y ajenos a la duración determinada de la relación de servicio (véase, en este sentido, la sentencia de 8 de septiembre de 2011, Rosado Santana, C‑177/10, EU:C:2011:557, apartados 76 y 79).

44      Sin embargo, un requisito genérico y abstracto según el cual una persona debe ser funcionario de carrera para poder tener derecho a una condición de trabajo como la controvertida en el litigio principal, sin que se tomen en consideración, especialmente, la naturaleza particular de las tareas que se han de realizar ni las características inherentes a ellas, no se corresponde con las exigencias de la jurisprudencia relativa a la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, como se ha recordado en los apartados 40 y 41 de la presente sentencia (véase, en este sentido, la sentencia de 8 de septiembre de 2011, Rosado Santana, C‑177/10, EU:C:2011:557, apartado 80).

45      Asimismo, el Tribunal de Justicia ha considerado que el interés público vinculado, en sí mismo, a las modalidades de acceso a la función pública no puede justificar una diferencia de trato (véase, en este sentido, la sentencia de 25 de julio de 2018, Vernaza Ayovi, C‑96/17, EU:C:2018:603, apartado 46).

46      Por lo tanto, como señaló la Abogado General en el punto 51 de sus conclusiones, la exclusión de los contratados administrativos del derecho al complemento retributivo controvertido en el litigio principal, resultante del artículo 11 del Decreto Foral n.º 68/2009, no está justificada a menos que las características inherentes al estatuto funcionarial sean realmente determinantes para la concesión de dicho derecho.

47      En el presente asunto, de los autos remitidos al Tribunal de Justicia se desprende que la concesión del mencionado complemento no está relacionada con el ascenso de grado del funcionario afectado, sino con la antigüedad. A este respecto, el que el complemento controvertido en el litigio principal tuviera por objeto en un principio reconocer el mérito de los funcionarios en el marco del sistema de carrera profesional y se distinguiera por tanto de una medida destinada únicamente a recompensar la antigüedad no puede llevar a considerar que dicho complemento sea inherente al estatuto funcionarial, puesto que, en virtud de las disposiciones transitorias aplicables cuando tuvieron lugar los hechos sobre los que versa el litigio principal, el sistema de promoción a los grados superiores fue suspendido y sustituido por una normativa que se limita a conceder el derecho a dicho complemento al término de un tiempo de servicios determinado, eliminando de este modo cualquier diferencia con un mero complemento salarial por antigüedad. De este modo, sin perjuicio de que el juzgado remitente compruebe este extremo, el complemento retributivo controvertido en el litigio principal se concede a los funcionarios por el mero hecho de haber cubierto el tiempo de servicios requerido y no afecta a su posición en el sistema de carrera profesional.

48      Además, por lo que respecta a la alegación formulada por el Gobierno español y por el Departamento de Educación según la cual existe una diferencia en la naturaleza de las funciones de los funcionarios de carrera que puede justificar el trato preferencial del que disfrutan frente a los contratados administrativos que se encuentran en una situación comparable, procede señalar que de los autos remitidos al Tribunal de Justicia no se deduce ningún dato concreto y preciso a este respecto. En cualquier caso, tal diferencia solo podría ser pertinente si el complemento retributivo tuviera por objeto recompensar el desempeño de tareas que únicamente pudieran ejercer los funcionarios, con exclusión de los contratados administrativos. Pues bien, el hecho, confirmado por el Departamento de Educación en la vista ante el Tribunal de Justicia, de que el tiempo de servicios prestados mediante contratos en régimen administrativo de duración determinada se tiene en cuenta íntegramente en el momento del nombramiento definitivo como funcionario del contratado administrativo contradice la tesis según la cual el desempeño de tales tareas es el elemento decisivo a efectos de la concesión del complemento retributivo, dado que un contratado administrativo no habría podido desempeñar este tipo de tareas antes de su nombramiento definitivo como funcionario (véase, por analogía, el auto de 22 de marzo de 2018, Centeno Meléndez, C‑315/17, no publicado, EU:C:2018:207, apartado 75).

49      Por consiguiente, debe considerarse que, sin perjuicio de las comprobaciones que corresponde efectuar al juzgado remitente sobre este particular, no existe en el presente asunto ninguna «razón objetiva», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, que permita justificar la exclusión de los contratados administrativos que hayan cubierto el tiempo de servicios requerido del derecho al complemento retributivo controvertido en el litigio principal.

50      Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a la cuestión prejudicial planteada que la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que reserva el derecho a un complemento retributivo a los profesores funcionarios de carrera, excluyendo, en particular, a los profesores contratados administrativos, si haber cubierto un determinado tiempo de servicios constituye el único requisito para la concesión de dicho complemento.

 Costas

51      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara:

La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que reserva

el derecho a un complemento retributivo a los profesores funcionarios de carrera, excluyendo, en particular, a los profesores contratados administrativos, si haber cubierto un determinado tiempo de servicios constituye el único requisito para la concesión de dicho complemento.

Arabadjiev Silva de LapuertaVajda

Pronunciada en audiencia pública en Luxemburgo, a 20 de junio de 2019.

El SecretarioEl Presidente de la Sala Segunda

2. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera)

de 20 de junio de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2006/54/CE — Igualdad de trato entre hombres y mujeres — Acceso al empleo y condiciones de trabajo — Artículo 24 — Protección contra las medidas de represalia — Negativa a contratar a una candidata debido a su embarazo — Trabajador que intervino en favor de esa candidata — Despido del trabajador»

En el asunto C‑404/18,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el arbeidsrechtbank Antwerpen (Tribunal de lo Laboral de Amberes, Bélgica), mediante resolución de 23 de mayo de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 19 de junio de 2018, en el procedimiento entre

Jamina Hakelbracht,

Tine Vandenbon,

Instituut voor de Gelijkheid van Vrouwen en Mannen,

y

WTG Retail BVBA,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera),

integrado por la Sra. A. Prechal (Ponente), Presidenta de Sala, los Sres. F. Biltgen, J. Malenovský y C.G. Fernlund y la Sra. L.S. Rossi, Jueces;

Abogado General: Sr. G. Pitruzzella;

Secretario: Sr. A. Calot Escobar;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de las Sras. Hakelbracht y Vandenbon, y del Institut voor de Gelijkheid van Vrouwen en Mannen, por las Sras. L. Vandenplas y V. Petry, advocaten;

–        en nombre de WTG Retail BVBA, por el Sr. T. De Meester, advocaat;

–        en nombre de la Comisión Europea, por el Sr. H. Kranenborg y la Sra. A. Szmytkowska, en calidad de agentes;

vista la decisión adoptada por el Tribunal de Justicia, oído el Abogado General, de que el asunto sea juzgado sin conclusiones;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 24 de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (DO 2006, L 204, p. 23).

2        Dicha petición fue presentada en el contexto de un litigio entre, por un lado, las Sras. Jamina Hakelbracht y Tine Vandenbon y el Instituut voor de Gelijkheid van Vrouwen en Mannen (Instituto para la igualdad entre mujeres y hombres) (en lo sucesivo, «Instituto») y, por otro lado, WTG Retail BVBA en relación con la concesión de una indemnización a la Sra. Vandenbon como consecuencia de su despido.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión
3        Los considerandos 23, 29 y 32 de la Directiva 2006/54 enuncian:

«(23)      De la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que el trato desfavorable a una mujer relacionado con el embarazo o la maternidad constituye discriminación directa por razón de sexo. Dicho trato debe por lo tanto figurar expresamente en la presente Directiva.

[…]

(29)      La introducción de procedimientos judiciales o administrativos adecuados para el cumplimiento de las obligaciones que impone la presente Directiva es fundamental para la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato.

[…]

(32)      Dado el carácter fundamental del derecho a una tutela jurídica efectiva, conviene garantizar que los trabajadores continúen gozando de dicha protección incluso tras la extinción de la relación que haya dado lugar a la supuesta vulneración del principio de igualdad de trato. Un empleado que defienda o testifique a favor de una persona amparada por la presente Directiva debe tener derecho a idéntica protección.»

4        El artículo 1 de esa Directiva, que lleva por título «Finalidad», es del siguiente tenor:

«La presente Directiva tiene por objeto garantizar la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación.

A tal fin, contiene disposiciones destinadas a aplicar el principio de igualdad de trato en lo que se refiere a:

a)      el acceso al empleo, incluida la promoción, y a la formación profesional;

b)      las condiciones de trabajo, incluida la retribución;

c)      los regímenes profesionales de seguridad social.

Contiene, además, disposiciones para garantizar que dicha aplicación sea más eficaz mediante el establecimiento de los procedimientos adecuados.»

5        Con arreglo al artículo 2, apartado 2, letra c), de la citada Directiva:

«A efectos de la presente Directiva, el concepto de discriminación incluirá:

[…]

c)      el trato menos favorable a una mujer en relación con el embarazo o el permiso por maternidad en el sentido de la Directiva 92/85/CEE [del Consejo, de 19 de octubre de 1992, relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período de lactancia (DO 1992, L 348, p. 1)].»

6        El artículo 14 de la misma Directiva, que lleva por título «Prohibición de discriminación», dispone:

«1.      No se ejercerá ninguna discriminación directa ni indirecta por razón de sexo en los sectores público o privado, incluidos los organismos públicos, en relación con:

a)      las condiciones de acceso al empleo, al trabajo por cuenta propia o a la ocupación, incluidos los criterios de selección y las condiciones de contratación, cualquiera que sea el sector de actividad y en todos los niveles de la jerarquía profesional, incluida la promoción;

[…]».

7        El artículo 17 de la Directiva 2006/54, que lleva por título «Defensa de los derechos», prevé en su apartado 1:

«Los Estados miembros velarán por que, tras el posible recurso a otras autoridades competentes, incluidos, cuando lo consideren oportuno, procedimientos de conciliación, existan procedimientos judiciales para exigir el cumplimiento de las obligaciones establecidas con arreglo a la presente Directiva en favor de toda persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiera, del principio de igualdad de trato, incluso tras la terminación de la relación en la que supuestamente se haya producido la discriminación.»

8        El artículo 24 de esa Directiva, que lleva por título «Victimización», dispone:

«Los Estados miembros introducirán en sus ordenamientos jurídicos nacionales las medidas que resulten necesarias para proteger a los trabajadores, incluidos los que sean representantes de los trabajadores según las leyes y/o prácticas nacionales, contra el despido o cualquier otro trato desfavorable del empresario como reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o ante una acción judicial destinada a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato.»

 Derecho belga
9        El artículo 22 de la wet ter bestrijding van discriminatie tussen vrouwen en mannen (Ley para la lucha contra la discriminación entre mujeres y hombres), de 10 de mayo de 2007 (Belgisch Staatsblad, de 10 de mayo de 2007, p. 29031; en lo sucesivo, «Ley de Género»), es del siguiente tenor:

«1.      Cuando una reclamación es presentada por una persona o en su favor debido a una infracción de la presente Ley que se ha producido en el ámbito de las relaciones de trabajo y de los regímenes complementarios de seguridad social, el empresario no podrá tomar medidas perjudiciales contra esa persona, salvo por motivos ajenos a esa reclamación.

2.      A efectos del presente artículo, se entenderá por medida perjudicial en particular la ruptura de la relación laboral, la modificación unilateral de las condiciones de trabajo o la medida perjudicial que se produce tras la ruptura de la relación laboral.

3.      A efectos del presente artículo, se entenderá por reclamación:

–      la reclamación motivada presentada por el interesado ante la empresa o el servicio para el que trabaja, de conformidad con los procedimientos en vigor;

–      la reclamación motivada presentada por la Dirección General de Supervisión de la Legislación Social del Servicio Público Federal de Empleo, Trabajo y Diálogo Social, en favor del interesado, ante la empresa o servicio para el que trabaja;

–      la reclamación motivada presentada en favor del interesado por una asociación de representación de intereses o bien por el Instituto ante la empresa o servicio para el que trabaja;

–      la acción judicial ejercitada por el interesado;

–      la acción judicial ejercitada en favor del interesado por el Instituto o por una asociación de representación de intereses.

La reclamación motivada mencionada en el apartado 1, guiones primero a tercero, consistirá en un escrito fechado, firmado y notificado por correo certificado en el que se expondrán las imputaciones formuladas contra la persona que haya incurrido en la supuesta discriminación.

[…]

9.      La protección mencionada en el presente artículo será igualmente aplicable a las personas que actúen en calidad de testigos al poner en conocimiento de la persona ante la que se presenta la reclamación mencionada en el apartado 3, en el marco de la investigación de dicha reclamación, mediante un documento firmado y fechado, los hechos que ellas mismas han visto u oído y que están relacionados con la situación que constituye el objeto de la reclamación, o bien al comparecer como testigos en un procedimiento judicial.

[…]»

 Litigio principal y cuestión prejudicial

10      La Sra. Vandenbon estaba empleada por WTG Retail como gerente de una de las tiendas de ropa explotadas por esa empresa. En esa condición, la Sra. Vandenbon efectuó, el 24 de junio de 2015, una entrevista a la Sra. Hakelbracht para su contratación como vendedora a partir del 1 de agosto de 2015. En esa entrevista, la Sra. Hakelbracht indicó que estaba embarazada de tres meses.

11      El 5 de julio de 2015, la Sra. Vandenbon informó a WTG Retail de que había encontrado una candidata adecuada en la persona de la Sra. Hakelbracht. No obstante, la responsable de recursos humanos de esa empresa le hizo saber, mediante correo electrónico de 6 de julio de 2015, su intención de no contratar a la Sra. Hakelbracht debido a su embarazo.

12      Mediante correo electrónico de 7 de julio de 2015, la Sra. Vandenbon indicó a WTG Retail que la ley prohibía que se rechazara la contratación por razón de embarazo. No obstante, el 12 de agosto de 2015, supo que WTG Retail confirmaba la negativa a contratar a la Sra. Hakelbracht por el mismo motivo.

13      El mismo día, la Sra. Vandenbon informó a la Sra. Hakelbracht de que su candidatura no había sido seleccionada debido a su embarazo.

14      Acto seguido, la Sra. Hakelbracht se puso en contacto con WTG Retail para abordar su no contratación, indicándole que pretendía presentar una reclamación contra esa empresa ante el Instituto. Como, a continuación, WTG Retail no modificó su postura, la Sra. Hakelbracht presentó una reclamación, e informó de ello a la empresa el 26 de septiembre de 2015.

15      El 5 de octubre de 2015, la Sra. Vandenbon tuvo una entrevista con la responsable de WTG Retail relativa a la no contratación de la Sra. Hakelbracht, durante la cual se le reprochó ser la causa de la reclamación presentada por esta.

16      El 12 de noviembre de 2015, el Instituto informó a WTG Retail de que había recibido reclamación de la Sra. Hakelbracht. Mediante correo electrónico enviado al Instituto el 11 de diciembre de 2015, esa empresa negó formalmente haber dejado de contratar a la Sra. Hakelbracht debido a su embarazo.

17      El 6 de abril de 2016, WTG Retail rescindió el contrato de trabajo de la Sra. Vandenbon. El 13 de abril de 2016, esta presentó una reclamación ante el Instituto. Al ser preguntada por la Sra. Vandenbon acerca de los motivos de su despido, WTG Retail se los comunicó de manera pormenorizada mediante escrito de 10 de junio de 2016. Entre esos motivos figuraban, en particular, la ejecución incorrecta de las tareas confiadas, el incumplimiento de las consignas de seguridad, el mantenimiento insuficiente de la tienda y la falta de orden. El sindicato al que estaba afiliada la Sra. Vandenbon impugnó esos motivos.

18      Tanto la Sra. Hakelbracht como la Sra. Vandenbon intimaron a WTG Retail, mediante escrito de 10 de octubre de 2016, a abonarles una indemnización a tanto alzado correspondiente a seis meses de salario. Al no alcanzar un acuerdo sobre este punto, solicitaron al arbeidsrechtbank Antwerpen (Tribunal de lo Laboral de Amberes, Bélgica) que condenara a dicha empresa al pago de esa indemnización.

19      Como se desprende de la resolución de remisión, en el asunto principal ha quedado acreditado que la Sra. Hakelbracht fue efectivamente víctima de una discriminación directa por razón de sexo, por lo cual el órgano jurisdiccional remitente le concedió una indemnización por tal motivo.

20      Por lo que respecta a la pretensión de la Sra. Vandenbon, la única pertinente en el marco de la presente remisión, la Sra. Vandenbon invoca la protección contra las medidas de represalia, garantizada en el artículo 22, apartado 9, de la Ley de Género, alegando que intervino como testigo en la instrucción de la reclamación presentada por la Sra. Hakelbracht. Pues bien, según el órgano jurisdiccional remitente, en el presente asunto no se cumplen los requisitos de la definición legal exigidos a tal efecto, dado que la Sra. Vandenbon no puede presentar ningún documento fechado y firmado relativo a su testimonio.

21      El órgano jurisdiccional remitente se pregunta, no obstante, si la protección prevista en el artículo 22, apartado 2, de la Ley de Género no es más restrictiva que la establecida en el artículo 24 de la Directiva 2006/54, dado que, en su opinión, esa protección no debe circunscribirse a los testigos oficiales, sino que debe también extenderse a las personas que defienden o apoyan a la persona que ha presentado una reclamación por discriminación por razón de sexo.

22      En tales circunstancias, el arbeidsrechtbank Antwerpen (Tribunal de lo Laboral de Amberes) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia la siguiente cuestión prejudicial:

«¿Debe interpretarse el Derecho de la Unión, y en concreto el artículo 24 de la Directiva [2006/54], en el sentido de que se opone a una normativa nacional que concede protección contra las represalias ejercidas sobre personas que actúen en calidad de testigos exclusivamente a las personas que, en el marco de la investigación de una reclamación, ponen en conocimiento de la persona contra la que se han presentado la reclamación, en un documento firmado y fechado, los hechos que ellas mismas ha visto u oído y que guardan relación con la situación que constituye el objeto de 9la reclamación, o que declaran como testigos en un procedimiento judicial?»

 Sobre la cuestión prejudicial

23      Mediante su cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 24 de la Directiva 2006/54 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual, en una situación en la que una persona que se considera víctima de una discriminación por razón de sexo ha presentado una reclamación, un trabajador que le ha prestado apoyo en ese contexto únicamente está protegido contra las medidas de represalia adoptadas por el empresario si ha intervenido como testigo en el marco de la instrucción de esa reclamación y su testimonio cumple los requisitos formales previstos por dicha normativa.

24      Con carácter preliminar, procede señalar, por un lado, que, como se desprende de la resolución de remisión, WTG Retail despidió a la Sra. Vandenbon casi nueve meses después de que esta se opusiera a la negativa de la empresa a contratar a la Sra. Hakelbracht, negativa motivada por el embarazo de esta. Aunque WTG Retail afirma que llevó a cabo el despido por razones objetivas que no tenían vínculo alguno con esa oposición, el órgano jurisdiccional parece partir no obstante de la premisa contraria.

25      Por otro lado, el hecho de no seleccionar a una candidata por estar embarazada debe considerarse un trato menos favorable a una mujer relacionado con el embarazo, que constituye, de conformidad con el artículo 2, apartado 2, letra c), de la Directiva 2006/54, una discriminación directa por razón de sexo, como subraya, además, el considerando 23 de esa Directiva.

26      Por lo que atañe a la protección establecida por el legislador de la Unión en el artículo 24 de la Directiva 2006/54, procede recordar que esa disposición obliga a los Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para proteger a los trabajadores, incluidos sus representantes, contra el despido o cualquier otro trato desfavorable del empresario como reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o a una acción judicial destinada a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato.

27      De los propios términos del citado artículo 24 se desprende que la categoría de trabajadores que pueden acogerse a la protección prevista en el mismo debe entenderse en sentido amplio e incluye a todos los trabajadores que puedan ser objeto de medidas de represalia tomadas por el empresario como reacción a una reclamación presentada por una discriminación basada en el sexo, sin que por otra parte se delimite tal categoría.

28      De ese modo, del tenor del artículo 24 de la Directiva 2006/54 resulta que este no limita la protección únicamente a los trabajadores que han presentado una reclamación o a sus representantes, ni a los que cumplan determinados requisitos formales a los que está supeditado el reconocimiento de cierta condición, como la de testigo, como las previstas por la Ley de Género controvertida en el litigio principal.

29      Además, procede señalar que, con arreglo al considerando 32 de la Directiva 2006/54, «un empleado que defienda o testifique a favor de una persona amparada por [esa] Directiva debe tener derecho a idéntica protección» que la persona protegida, incluso tras el cese de la relación laboral. Ese considerando confirma, por tanto, que la citada Directiva pretende circunscribir la categoría de trabajadores, distintos de la persona discriminada, que han de poder acogerse a la protección contra las represalias, no a partir de criterios formales, sino sobre la base del papel que hayan podido desempeñar esos trabajadores en favor de la persona protegida y que haya podido conducir al empresario de que se trate a tomar medidas desfavorables en su contra.

30      Por otra parte, esa interpretación amplia del artículo 24 de la Directiva 2006/54 se ve corroborada por su objetivo, que consiste en garantizar la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de empleo y ocupación, por lo que respecta, en particular, al acceso al empleo, como resulta del artículo 1 de la citada Directiva.

31      A este respecto, ha de aclararse que la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato que pretende la Directiva 2006/54 requiere, como destaca su considerando 29, la aplicación de procedimientos judiciales o administrativos adecuados para el cumplimiento de las obligaciones previstas en ella. El artículo 17, apartado 1, de la citada Directiva establece a ese respecto que dichos procedimientos deben ser accesibles a todas las personas que se consideran lesionadas por no habérseles aplicado el principio de igualdad de trato.

32      Esa última disposición constituye una expresión específica, en el contexto de la misma Directiva, del principio de tutela judicial efectiva, que deriva de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros y que está igualmente consagrado en los artículos 6 y 13 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950 (véase, en este sentido, la sentencia de 22 de septiembre de 1998, Coote, C‑185/97, EU:C:1998:424, apartado 21), principio que está reconocido actualmente en el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

33      Por lo que atañe a la Directiva 76/207/CEE del Consejo, de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo (DO 1976, L 39, p. 40; EE 05/02, p. 70), que precedió a la Directiva 2006/54, el Tribunal de Justicia ya ha declarado que el principio del control judicial efectivo quedaría privado en lo esencial de su eficacia si la protección que confiere no incluyera las medidas que pudiera llegar a adoptar un empresario como reacción a una acción judicial ejercitada por un empleado con el objeto de garantizar el respeto del principio de igualdad de trato. En efecto, el temor a tales medidas, contra las que no se pudiera ejercitar ninguna acción en vía judicial, podría disuadir a los trabajadores que se considerasen perjudicados en razón de una discriminación de invocar sus derechos por vía judicial y, por tanto, podría poner gravemente en peligro la consecución del objetivo perseguido por la Directiva (sentencia de 22 de septiembre de 1998, Coote, C‑185/97, EU:C:1998:424, apartado 24).

34      De modo análogo, la efectividad de la protección exigida por la Directiva 2006/54 contra la discriminación por razón de sexo no quedaría garantizada si aquella no cubriera las medidas que un empresario podría tomar contra trabajadores que, de manera formal o informal, hubieran defendido a la persona protegida o hubieran declarado como testigos en su favor. En efecto, esos trabajadores, que están en una posición ideal para apoyar a esa persona y para tener conocimiento de casos de discriminación cometidos por el empresario, podrían verse desalentados de intervenir en defensa de dicha persona por temor a quedar desprovistos de protección si no cumplen determinadas exigencias formales, como las controvertidas en el litigio principal, lo que podría comprometer gravemente la realización del objetivo perseguido por la Directiva 2006/54, reduciendo la probabilidad de que se detecten y resuelvan casos de discriminación por razón de sexo.

35      En consecuencia, procede interpretar el artículo 24 de la Directiva 2006/54 en el sentido de que los trabajadores contemplados en ese artículo, distintos de la persona que ha sido discriminada por razón de sexo, deben estar protegidos en la medida en que el empresario pueda causarles un perjuicio por el apoyo prestado, de manera formal o informal, a la persona que ha sido discriminada.

36      En la medida en que WTG Retail afirma, en esencia, que los requisitos previstos en el artículo 22, apartado 9, de la Ley de Género están justificados porque establecen un régimen en materia de prueba sencillo y equilibrado en relación con la existencia y la fecha de los testimonios, procede señalar que esa disposición, analizada en su conjunto, no enuncia meras normas de procedimiento o en materia de prueba, sino que pretende, en cualquier caso también, circunscribir la categoría de trabajadores protegidos contra las medidas de represalia de un modo más restrictivo que el previsto en el artículo 24 de la Directiva 2006/54, excluyendo, en particular, a los trabajadores que han apoyado, de manera informal, a la persona discriminada.

37      Habida cuenta de todas las consideraciones anteriores, procede responder a la cuestión prejudicial planteada que el artículo 24 de la Directiva 2006/54 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual, en una situación en la que una persona que se considera víctima de una discriminación por razón de sexo ha presentado una reclamación, un trabajador que le ha prestado apoyo en ese contexto únicamente está protegido contra las medidas de represalia tomadas por el empresario si ha intervenido como testigo en el marco de la instrucción de esa reclamación y su testimonio cumple los requisitos formales previstos por dicha normativa.

 Costas

38      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:

El artículo 24 de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual, en una situación en la que una persona que se considera víctima de una discriminación por razón de sexo ha presentado una reclamación, un trabajador que le ha prestado apoyo en ese contexto únicamente está protegido contra las medidas de represalia tomadas por el empresario si ha intervenido como testigo en el marco de la instrucción de esa reclamación y su testimonio cumple los requisitos formales previstos por dicha normativa.

3. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Octava) de 13 de junio de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Directiva 2001/23/CE — Transmisiones de empresas — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores — Concepto de “trabajador” — Modificación sustancial de las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador»

En el asunto C‑317/18,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunal Judicial da Comarca de Faro (Tribunal de Primera Instancia de Faro, Portugal), mediante resolución de 23 de abril de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 14 de mayo de 2018, en el procedimiento entre

Cátia Correia Moreira
y

Município de Portimão,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Octava),

integrado por el Sr. F. Biltgen, Presidente de Sala, y los Sres. J. Malenovský (Ponente) y C.G. Fernlund, Jueces;

Abogado General: Sr. G. Hogan;

Secretario: Sr. A. Calot Escobar;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de la Sra. Correia Moreira, por el Sr. M. Ramirez Fernandes, advogado;

–        en nombre del Município de Portimão, por el Sr. J. Abreu Rodrigues, advogado;

–        en nombre del Gobierno portugués, por los Sres. L. Inez Fernandes y T. Paixão y por las Sras. A. Pimenta y T. Nunes, en calidad de agentes;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. M. França y M. Kellerbauer, en calidad de agentes;

vista la decisión adoptada por el Tribunal de Justicia, oído el Abogado General, de que el asunto sea juzgado sin conclusiones;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 4 TUE, apartado 2, y del artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad (DO 2001, L 82, p. 16).

2        Dicha petición se ha presentado en el marco de un litigio entre la Sra. Cátia Correia Moreira y el Município de Portimão (Ayuntamiento de Portimão, Portugal) acerca de la legalidad de la extinción de su contrato de trabajo.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión
3        La Directiva 2001/23 procedió a la codificación de la Directiva 77/187/CEE del Consejo, de 14 de febrero de 1977, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad (DO 1977, L 61, p. 26; EE 05/02, p. 122), en su versión modificada por la Directiva 98/50/CE del Consejo, de 29 de junio de 1998 (DO 1998, L 201, p. 88) (en lo sucesivo, «Directiva 77/187»).

4        Los considerandos 3 y 8 de la Directiva 2001/23 establecen:

«(3)      Son necesarias disposiciones para proteger a los trabajadores en caso de cambio de empresario, en particular para garantizar el mantenimiento de sus derechos.

[…]

(8)      La seguridad y la transparencia jurídicas han requerido que se aclare el concepto de [transmisión] a la luz de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Esta aclaración no ha supuesto una modificación del ámbito de aplicación de la Directiva [77/187] de acuerdo con la interpretación del Tribunal.»

5        El artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23 dispone:

«a)      La presente Directiva se aplicará a [las transmisiones] de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o centros de actividad a otro empresario como resultado de una cesión contractual o de una fusión.

b)      Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) y de las siguientes disposiciones del presente artículo, se considerará [transmisión] a efectos de la presente Directiva [la transmisión] de una entidad económica que mantenga su identidad, entendida como un conjunto de medios organizados, a fin de llevar a cabo una actividad económica, ya fuere esencial o accesoria.

c)      La presente Directiva será aplicable a empresas tanto públicas como privadas que ejerzan una actividad económica, con o sin ánimo de lucro. La reorganización administrativa de las autoridades públicas administrativas y el traspaso de funciones administrativas entre autoridades públicas administrativas no constituirán [una transmisión] a efectos de la presente Directiva.»

6        El artículo 2 de dicha Directiva dispone que:

«1.      A los efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

[…]

d)      “trabajador”: cualquier persona que esté protegida como tal en la legislación laboral del Estado miembro de que se trate.

2.      La presente Directiva no afectará a la legislación nacional en lo que concierne a la definición de contrato de trabajo o de relación laboral.

[…]»

7        El artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la citada Directiva dispone:

«Los derechos y obligaciones que resulten para el cedente de un contrato de trabajo o de una relación laboral existente en la fecha [de la transmisión], serán transferidos al cesionario como consecuencia de tal [transmisión].»

8        A tenor del artículo 4 de esa Directiva:

«1.      [La transmisión] de una empresa, de un centro de actividad o de una parte de estos no constituirá en sí mismo un motivo de despido para el cedente o para el cesionario. Esta disposición no impedirá los despidos que puedan producirse por razones económicas, técnicas o de organización que impliquen cambios en el plano del empleo.

Los Estados miembros podrán establecer que no se aplique el párrafo primero a determinadas categorías concretas de trabajadores que no estén cubiertas por la legislación o la práctica de los Estados miembros en materia de protección contra el despido.

2.      Si el contrato de trabajo o la relación laboral se rescinde como consecuencia de que [la transmisión] ocasiona una modificación substancial de las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador, la rescisión del contrato de trabajo o de la relación laboral se considerará imputable al empresario.»

9        La redacción del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23 es, en esencia, idéntica a la del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 77/187.

 Derecho portugués
10      El artículo 8, apartado 4, de la Constitución dispone:

«Los Tratados de la Unión Europea y las disposiciones adoptadas por sus instituciones en el ámbito de sus competencias serán aplicables en el ordenamiento interno, de conformidad con el Derecho de la Unión y con observancia de los principios fundamentales del Estado de Derecho democrático.»

11      El artículo 47, apartado 2, de la Constitución tiene el siguiente tenor:

«Todos los ciudadanos tendrán derecho a acceder a la función pública, en condiciones de igualdad y libertad, en general mediante convocatoria pública.»

12      A tenor del artículo 53 de la Constitución:

«Se garantiza a los trabajadores la seguridad en el empleo. Quedan prohibidos los despidos sin justa causa o por motivos políticos o ideológicos.»

13      El artículo 11 del Código do Trabalho (Código de Trabajo) dispone:

«El contrato de trabajo es aquel en virtud del cual una persona física se compromete, a cambio de una remuneración, a prestar su actividad a otra u otras personas, en el marco de una organización y bajo la autoridad de estas.»

14      A tenor del artículo 161 Código de Trabajo:

«Podrán ejercerse en el régimen aplicable a los puestos de confianza los puestos de administración o equivalente, de dirección o de mando dependientes directamente de la administración o del director ejecutivo o equivalente, las funciones de secretariado personal del titular de cualesquiera de esos puestos o, siempre que el instrumento de regulación laboral colectiva así lo prevea, las funciones cuya naturaleza suponga también una especial relación de confianza con el titular de dichos puestos.»

15      El artículo 162, apartados 1, 2 y 5, del Código de Trabajo prevé:

«1.      Podrá ocupar un puesto de trabajo o desempeñar funciones en el régimen aplicable a los puestos de confianza un trabajador de la empresa u otra persona contratada al efecto.

2.      En caso de contratación de un trabajador para ejercer funciones en el régimen aplicable a los puestos de confianza, podrá acordarse su permanencia una vez finalizado el ejercicio de tales funciones.

[…]

5.      El período de servicio prestado en el régimen aplicable a los puestos de confianza se tendrá en cuenta para el cálculo de la antigüedad del trabajador como se si hubiera efectuado en la categoría de que es titular.»

16      El artículo 163, apartados 1 y 2, del Código de Trabajo establece:

«1.      Todas las partes podrán poner fin al contrato celebrado para desempeñar un puesto de confianza mediante un preaviso escrito de al menos 30 o 60 días, en función, respectivamente, de si se ha prolongado por un período de hasta dos años o por un período superior.

2.      La falta de preaviso no impedirá la resolución del contrato celebrado para desempeñar un puesto de confianza, pero la parte incumplidora deberá indemnizar a la otra parte de conformidad con el artículo 401.»

17      El artículo 285 del Código de Trabajo dispone lo siguiente:

«1.      En caso de transmisión de cualquier tipo de la propiedad de una empresa, de un centro de actividad o de una parte de una empresa o de un centro de actividad que constituya una entidad económica, el cesionario se subrogará en la posición del empresario en los contratos de trabajo de los trabajadores afectados y responderá del pago de las multas impuestas por infracciones del Derecho laboral.

2.      El cedente responderá solidariamente de las obligaciones vencidas hasta la fecha de la trasmisión, durante el año siguiente a esta.

3.      Las disposiciones de los apartados anteriores serán igualmente aplicables a la transmisión, a la cesión o a la reversión de la gestión directa de la actividad de la empresa, del centro de actividad o de la entidad económica y, en caso de cesión o de reversión, será solidariamente responsable quien haya ejercido la gestión inmediatamente antes.

4.      Las disposiciones de los apartados anteriores no serán aplicables en el supuesto del trabajador que, antes de la transmisión, haya sido transferido por el cedente a otro centro de actividad o entidad económica, con arreglo al artículo 194, manteniéndolo a su servicio, salvo en lo que se refiere a la responsabilidad del cesionario en materia de pago de las multas impuestas en caso de infracción del Derecho laboral.

5.      Se considerará que constituye entidad económica el conjunto de medios organizados a fin de llevar a cabo una actividad económica, principal o accesoria.

6.      Constituye infracción muy grave el incumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y en la primera parte del apartado 3.»

18      El artículo 62 de la Lei n.º 50/2012, de 31 de agosto, que aprova o regime jurídico da actividade empresarial local e das participações locais e revoga as Leis n.os 53-F/2006, de 29 de dezembro, e 55/2011, de 15 de novembro (Ley n.º 50/2012, de 31 de agosto, por la que se aprueba el régimen jurídico de la actividad empresarial de las entidades locales y de la participación de las entidades locales en las sociedades mercantiles, y se derogan las Leyes n.os 53-F/2006, de 29 de diciembre, y 55/2011, de 15 de noviembre) (Diário da República, serie 1, n.º 169, de 31 de agosto de 2012), en su versión aplicable al litigio principal, relativo a la disolución de las empresas participadas por entidades locales, establece:

«1.      Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 35 del Código de Sociedades Mercantiles, las empresas participadas por entidades locales serán obligatoriamente objeto de una deliberación sobre la disolución, en un plazo de seis meses, si se encuentran en alguna de las siguientes situaciones:

[…]

5.      A las personas que presten efectivamente servicios en empresas participadas por entidades locales inmersas en alguna de las situaciones previstas en el apartado 1 y que no se encuadren en los instrumentos de movilidad previstos por la Ley n.º 12-A/2008, de 27 de febrero, se les aplicará el régimen del contrato de trabajo, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

6.      Las empresas participadas por entidades locales que se encuentren en liquidación podrán ceder a las entidades públicas participantes los trabajadores vinculados por un contrato de trabajo, con arreglo al artículo 58 de la Ley n.º 12-A/2008, de 27 de febrero, en la medida en que estén afectados al ejercicio de las actividades objeto de la integración o de la internalización y sean necesarios para ello.

[…]

11.      Los apartados 6 a 10 se aplicarán únicamente a los trabajadores titulares de un contrato de trabajo de duración indefinida celebrado al menos un año antes de la fecha de deliberación sobre la disolución de la empresa participada por una entidad local, a quienes, en caso de constitución de una relación jurídica de empleo público por tiempo indefinido, no se adeudará ninguna compensación por la desaparición del puesto de trabajo precedente.

[…]»

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

19      El 19 de abril de 2005, la Sra. Correia Moreira celebró con Expo Arade, Animação e Gestão do Parque de Feiras e Exposições de Portimão, E.M, un contrato de formación.

20      El 2 de enero de 2006, la Sra. Correia Moreira celebró con dicha empresa un contrato de trabajo de duración determinada por un año para ejercer las funciones de técnico de recursos humanos.

21      El 1 de noviembre de 2008, la Sra. Correia Moreira celebró con Portimão Urbis, E.M., S.A. (en lo sucesivo, «Portimão Urbis»), un contrato para desempeñar un puesto de confianza al objeto de ejercer las funciones de jefe de la unidad de gestión administrativa y recursos humanos. Ese contrato estuvo vigente hasta el 30 de junio de 2010.

22      El 1 de julio de 2010, la Sra. Correia Moreira celebró con Portimão Urbis un nuevo contrato para desempeñar un puesto de confianza que tenía por objeto las mismas funciones. Las partes resolvieron este contrato el 1 de julio de 2013.

23      En la misma fecha, celebró con Portimão Urbis un nuevo contrato para desempeñar un puesto de confianza al objeto de ejercer las funciones de gestor de la unidad de gestión administrativa y recursos humanos, pero con una reducción de su retribución bruta.

24      El 15 de octubre de 2014, el Ayuntamiento de Portimão aprobó la disolución y liquidación de Portimão Urbis en el marco de un plan en el que se preveía la internalización de una parte de las actividades de esta empresa en el Ayuntamiento y la externalización de las otras actividades a otra empresa municipal [Empresa Municipal de Águas e Resíduos de Portimão, E.M., S.A. (en lo sucesivo, «EMARP»)].

25      El Ayuntamiento de Portimão y EMARP mantuvieron en vigor todos los derechos vinculados a los contratos de trabajo celebrados por Portimão Urbis.

26      La Sra. Correia Moreira figuraba en la lista de trabajadores «internalizados» del Ayuntamiento de Portimão, que habían aceptado un acuerdo de cesión de personal por interés público, y fue destinada a servicios administrativos y de gestión de recursos humanos. Entre el 1 de enero de 2015 y el 20 de abril de 2017, ejerció funciones como técnico superior en el ámbito de la actividad funcional de recursos humanos en el Ayuntamiento de Portimão.

27      En julio de 2015, los trabajadores comprendidos en el plan de internalización, entre los que figuraba la Sra. Correia Moreira, fueron informados por el Ayuntamiento de Portimão de que si se presentaban al procedimiento público de selección previsto y aprobaban, quedarían incluidos en la primera escala de la función pública, con la obligación de permanecer en ella durante al menos diez años. Los trabajadores que fueron «externalizados» a EMARP no fueron sometidos a tal procedimiento público de selección.

28      Se convocó un concurso, al que la Sra. Correia Moreira presentó su candidatura. Una vez concluido, y pese a haber sido clasificada en primera posición en la lista, se le indicó que su retribución sería inferior a la que percibía de Portimão Urbis, cosa que no aceptó.

29      El 26 de abril de 2017, Portimão Urbis comunicó a la Sra. Correia Moreira la extinción de su contrato de trabajo por el cierre de la empresa.

30      El 2 de enero de 2018, se inscribió la liquidación total de Portimão Urbis en el Registro Mercantil.

31      La Sra. Correia Moreira solicitó al Tribunal Judicial da Comarca de Faro (Tribunal de Primera Instancia de Faro, Portugal) que declarara que se había producido la cesión de su contrato de trabajo con Portimão Urbis al Ayuntamiento de Portimão, a partir del 1 de enero de 2015, debido a la transmisión del centro de actividad en el que trabajaba. Habida cuenta de esta transmisión, solicita al órgano jurisdiccional remitente que declare la ilegalidad de la consiguiente resolución de su contrato de trabajo y que ordene su incorporación en el Ayuntamiento de Portimão en las mismas condiciones que se le aplicaban en Portimão Urbis con efectos desde el 1 de enero de 2015.

32      Además, solicita que se condene al Ayuntamiento de Portimão a pagar la diferencia salarial existente entre el salario que este debía pagarle en virtud de dicha transmisión y el que efectivamente le fue abonado. Por último, solicita que se condene al Ayuntamiento de Portimão al pago de una indemnización por el daño moral.

33      El Ayuntamiento de Portimão se opone a las pretensiones de la Sra. Correia Moreira y alega, en primer lugar, que no hubo ninguna transmisión de centro de actividad, ya que la empresa municipal fue disuelta por imperativo legal, por lo que dicho Ayuntamiento se limitó a avocar competencias originarias; en segundo lugar, que la Sra. Correia Moreira ejercía sus funciones en el marco del régimen aplicable a los puestos de confianza y que, por tanto, no tenía la condición de trabajadora de Portimão Urbis, y, en tercer lugar, que el Ayuntamiento de Portimão se había limitado a cumplir el régimen legal derivado del artículo 62 de la Ley n.º 50/2012, de 31 de agosto de 2012, en su versión aplicable al litigio principal, conforme al cual todos los funcionarios municipales deben ser seleccionados conforme a modalidades específicas, con sujeción al principio de igualdad por lo que respecta al acceso a la función pública consagrado en el artículo 47, apartado 2, de la Constitución.

34      En estas circunstancias, el Tribunal Judicial da Comarca de Faro (Tribunal de Primera Instancia de Faro) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes:

«1)      Partiendo de que ha de entenderse por “trabajador” cualquier persona que, en el Estado miembro de que se trate, esté protegida como tal por la normativa laboral nacional, ¿puede considerarse “trabajador” a efectos del artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23, una persona que ha celebrado con la cedente un contrato para desempeñar un puesto de confianza y puede disfrutar dicha persona, en consecuencia, de la protección que concede la normativa en cuestión?

2)      ¿Se opone la legislación de la Unión Europea, en particular la Directiva 2001/23, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 2, a una normativa nacional que, incluso en el caso de una transmisión comprendida en el ámbito de la citada Directiva, exige que los trabajadores se sometan necesariamente a un procedimiento público de selección y queden obligados por un nuevo vínculo con el cesionario al ser este último un ayuntamiento?»

 Sobre las cuestiones prejudiciales

 Primera cuestión
35      Mediante su primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si la Directiva 2001/23, y en particular su artículo 2, apartado 1, letra d), debe interpretarse en el sentido de que una persona que ha celebrado con el cedente un contrato para desempeñar un puesto de confianza, en a efectos de la normativa nacional controvertida en el litigio principal, puede ser considerada «trabajador» y disfrutar así de la protección que concede esta Directiva.

36      En primer lugar, procede señalar que el órgano jurisdiccional remitente se refiere expresamente, en su petición de decisión prejudicial, a la sentencia de 20 de julio de 2017, Piscarreta Ricardo (C‑416/16, EU:C:2017:574), apartado 46, en la que el Tribunal de Justicia declaró, en esencia, que el artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23 debe interpretarse en el sentido de que una situación en la que las actividades de una empresa municipal se transmiten a un ayuntamiento está comprendida en el ámbito de aplicación de dicha Directiva, siempre que la identidad de la empresa se mantenga después de la transmisión, extremo que corresponde determinar al órgano jurisdiccional remitente.

37      Esta petición de decisión prejudicial ha sido presentada por el mismo órgano jurisdiccional que planteó ante el Tribunal de Justicia el asunto que dio lugar a la sentencia citada en el apartado anterior y se refiere a una operación del mismo tipo que aquella que fue objeto de dicha sentencia.

38      En el asunto principal, en lo que atañe al requisito del mantenimiento de la identidad de la empresa transmitida, el órgano jurisdiccional remitente no parece percibir ningún problema particular, ya que parte de la premisa de que la operación controvertida en el litigio principal puede estar comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva 2001/23.

39      No obstante, el órgano jurisdiccional remitente se pregunta si, en el contexto de una transmisión como la controvertida en el litigio principal, puede considerarse que una persona como la demandante en dicho litigio es un «trabajador», en el sentido del artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23, habida cuenta de la naturaleza específica del contrato que la vincula al cedente.

40      A este respecto, es preciso recordar que, en virtud del artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23, se considera «trabajador» cualquier persona que esté protegida como tal en la legislación laboral del Estado miembro de que se trate.

41      Además, el artículo 2, apartado 2, párrafo primero, de dicha Directiva dispone que esta no afectará a la legislación nacional en lo que concierne a la definición de contrato o de relación laboral.

42      De estas dos disposiciones se desprende que, si bien la Directiva 2001/23 tiene por objeto proteger a los trabajadores, corresponde a los Estados miembros definir al trabajador, así como su contrato o relación laboral, en sus respectivas legislaciones.

43      Si bien el Tribunal de Justicia no es competente para interpretar el Derecho nacional (auto de 21 de octubre de 2015, Kovozber, C‑120/15, no publicado, EU:C:2015:730, apartado 32 y jurisprudencia citada), dado que esta competencia incumbe al órgano jurisdiccional remitente, procede señalar que, en el caso de autos, este señala, en su resolución de remisión, que el contrato para desempeñar un puesto de confianza, celebrado con una persona que ya es trabajador o que no tiene ninguna relación laboral previa, se califica de contrato de trabajo.

44      Así pues, puede considerarse que una persona como la demandante en el litigio principal es un «trabajador», en el sentido del artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23, y que su contrato para desempeñar un puesto de confianza es un contrato de trabajo en el sentido del artículo 2, apartado 2, párrafo primero, de dicha Directiva.

45      No obstante, de la resolución de remisión se desprende que la protección otorgada a ese tipo de trabajador difiere de la concedida a otros trabajadores, en la medida en que la legislación nacional de que se trata permite resolver un contrato para desempeñar un puesto de confianza mediante un simple preaviso escrito, en un plazo relativamente breve, y sin que se requiera justa causa.

46      A este respecto, el artículo 2, apartado 1, letra d), de la Directiva 2001/23 se limita a exigir que una persona esté protegida como trabajador en el marco de la legislación nacional de que se trate, pero sin requerir un determinado contenido o un determinado nivel de protección.

47      En efecto, conceder relevancia a las diferencias entre los trabajadores según el contenido o el nivel de la protección de que disfruten en virtud de la legislación nacional privaría a la Directiva 2001/23 de parte de su efecto útil.

48      Por otro lado, procede señalar que la Directiva 2001/23, como se desprende de su considerando 3, tiene por objeto garantizar el mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de cambio de empresario y no extender eventualmente sus derechos. Por lo tanto, dicha Directiva se limita a garantizar que la protección de que disfruta una persona en virtud de la legislación nacional de que se trate no se deteriore por el mero hecho de la transmisión.

49      En efecto, el objeto de la citada Directiva es garantizar, en la medida de lo posible, la continuación de los contratos o de las relaciones laborales con el cesionario, sin modificaciones, con el fin de impedir que los trabajadores afectados se vean en una situación menos favorable por el mero hecho de la transmisión (véase la sentencia de 6 de abril de 2017, Unionen, C‑336/15, EU:C:2017:276, apartado 18 y jurisprudencia citada).

50      De ello se deduce que la Directiva 2001/23 garantiza que se mantenga la protección específica prevista por una legislación nacional sin afectar a su contenido ni a su nivel.

51      Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a la primera cuestión prejudicial que la Directiva 2001/23, y en particular su artículo 2, apartado 1, letra d), debe interpretarse en el sentido de que una persona que ha celebrado con el cedente un contrato para desempeñar un puesto de confianza, a efectos de la normativa nacional controvertida en el litigio principal, puede ser considerada «trabajador» y disfrutar así de la protección que concede esta Directiva, siempre que esté protegida como trabajador por dicha normativa y cuente con un contrato de trabajo en la fecha de la transmisión, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente.

 Sobre la segunda cuestión prejudicial
52      Mediante su segunda cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si la Directiva 2001/23, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 2, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que exige que, en caso de transmisión a efectos de dicha Directiva, al ser el cesionario un ayuntamiento, los trabajadores afectados, por un lado, se sometan a un procedimiento público de selección y, por otro, queden obligados por un nuevo vínculo con el cesionario.

53      Es preciso recordar de entrada que, según reiterada jurisprudencia, la circunstancia de que el cesionario de la actividad sea una persona jurídica de Derecho público no puede excluir la existencia de una transmisión comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva 2001/23, con independencia de que dicha persona jurídica sea una empresa pública encargada de un servicio público o un ayuntamiento. En este sentido, el Tribunal de Justicia ha reconocido que el hecho de que el cesionario sea un municipio no impide, como tal, que dicha Directiva sea aplicable a la transmisión de las actividades de una empresa a un municipio (véase, en este sentido, la sentencia de 20 de julio de 2017, Piscarreta Ricardo, C‑416/16, EU:C:2017:574, apartados 30 a 32 y jurisprudencia citada).

54      A este respecto, el Tribunal de Justicia ha precisado, sin embargo, que, de los términos del artículo 1, apartado 1, letra c), de la Directiva 2001/23 resulta que, para que esta sea aplicable, la transmisión debe afectar a una entidad que ejerza una actividad económica, con o sin ánimo de lucro, y que, en principio, se excluyen las actividades inherentes al ejercicio de prerrogativas de poder público (sentencia de 20 de julio de 2017, Piscarreta Ricardo, C‑416/16, EU:C:2017:574, apartados 33 y 34 y jurisprudencia citada).

55      De la lectura de la segunda cuestión prejudicial se desprende que el órgano jurisdiccional remitente parece considerar que la transmisión controvertida en el litigio principal está comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva 2001/23 y que, por lo tanto, las actividades que han sido objeto de tal transmisión no son inherentes al ejercicio de prerrogativas de poder público.

56      Así pues, el Tribunal de Justicia responde a la segunda cuestión prejudicial basándose exclusivamente en esta hipótesis, que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente.

57      A este respecto, con arreglo al artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 2001/23, los derechos y obligaciones que resulten para el cedente de un contrato de trabajo o de una relación laboral existente en la fecha de la transmisión serán transferidos al cesionario como consecuencia de tal transmisión.

58      Ahora bien, como se ha recordado en el apartado 49 de la presente sentencia, el objeto de la Directiva 2001/23 es impedir que los trabajadores afectados se encuentren en una situación menos favorable por el mero hecho de la transmisión.

59      En el presente caso, de la resolución de remisión se desprende que la normativa nacional aplicable exige que, como consecuencia de la transmisión, una persona como la demandante en el litigio principal, por una parte, se someta a un procedimiento público de selección y, por otra, quede obligada por un nuevo vínculo con el cesionario. Por otro lado, la eventual integración en la función pública de la demandante del litigio principal, a resultas del procedimiento público de selección, supondría una disminución de su salario durante un período de al menos diez años.

60      Pues bien, procede considerar que tales exigencias que, por un lado, modifican las condiciones de trabajo, acordadas con el cedente, de una persona como la demandante en el litigio principal y, por otro, pueden colocar a la trabajadora en una situación menos favorable que aquella en la que se encontraba antes de dicha transmisión son contrarias tanto al artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 2001/23 como al objetivo de esta Directiva.

61      Por lo que respecta a la referencia del órgano jurisdiccional remitente al artículo 4 TUE, apartado 2, procede recordar que esta disposición establece que la Unión respetará, en particular, la identidad nacional inherente a las estructuras fundamentales políticas y constitucionales de los Estados miembros.

62      A este respecto, debe señalarse que no puede interpretarse dicha disposición en el sentido de que, en un ámbito en el que los Estados miembros han transferido sus competencias a la Unión, como en materia de mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisión de empresas, permite privar a un trabajador de la protección que le confiere el Derecho de la Unión vigente en dicho ámbito.

63      Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a la segunda cuestión prejudicial que la Directiva 2001/23, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 2, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que exige que, en caso de transmisión a efectos de dicha Directiva, al ser el cesionario un ayuntamiento, los trabajadores afectados, por un lado, se sometan a un procedimiento público de selección y, por otro, queden obligados por un nuevo vínculo con el cesionario.

 Costas

64      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Octava) declara:

1)      La Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, y en particular su artículo 2, apartado 1, letra d), debe interpretarse en el sentido de que una persona que ha celebrado con el cedente un contrato para desempeñar un puesto de confianza, a efectos de la normativa nacional controvertida en el litigio principal, puede ser considerada «trabajador» y disfrutar así de la protección que concede esta Directiva, siempre que esté protegida como trabajador por dicha normativa y cuente con un contrato de trabajo en la fecha de la transmisión, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente.

2)      La Directiva 2001/23, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 2, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que exige que, en caso de transmisión a efectos de dicha Directiva, al ser el cesionario un ayuntamiento, los trabajadores afectados, por un lado, se sometan a un procedimiento público de selección y, por otro, queden obligados por un nuevo vínculo con el cesionario.

4. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera) de 13 de junio de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2001/23/CE — Ámbito de aplicación — Transmisión de una parte de una empresa — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores — Concepto de transmisión — Concepto de entidad económica — Cesión de una parte de la actividad económica de una matriz a una filial de nueva creación — Identidad — Autonomía — Continuación de una actividad económica — Criterio de estabilidad de la continuación de una actividad económica — Uso de factores de producción de terceros — Intención de liquidar la entidad transmitida»

En el asunto C‑664/17,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Areios Pagos (Tribunal Supremo, Grecia), mediante resolución de 8 de noviembre de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 27 de noviembre de 2017, en el procedimiento entre

Ellinika Nafpigeia AE
y

Panagiotis Anagnostopoulos y otros
con intervención de:

Syllogogos Ergazomenon Nafpigeion Skaramagka I TRIAINA,

Panellinia Omospona Ergatoteorlon Metallou (POEM),

Geniki Synomospondia Ergaton Ellados (GSEE),

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera),

integrado por la Sra A. Prechal (Ponente), Presidenta de Sala, los Sres. F. Biltgen, J. Malenovský (Ponente) y C.G. Fernlund y la Sra. L.S. Rossi, Jueces;

Abogado General: Sr. M. Szpunar;

Secretario: Sra. L. Hewlett, administradora principal;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 15 de noviembre de 2018;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de Ellinika Nafpigeia AE, por los Sres. S. Andriopoulos y D. Zerdelis, dikigoroi;

–        en nombre del Sr. P. Anagnostopoulos y otros 89 empleados, Syllogos Ergazomenon Nafpigeion Skaramagka I TRIAINA y Panellinia Omospondia Ergatoÿpallilon Metallou (POEM), por el Sr. V. Pittas, dikigoros;

–        en nombre del Sr. D. Karampinis, por el Sr. M. Michalopoulos, dikigoros;

–        en nombre de los Sres. K. Priovolos y K. Kostopoulos, por el Sr. A. Tzellis, dikigoros;

–        en nombre del Geniki Synomospondia Ergaton Ellados (GSEE), por la Sra. S. Kazakou, dikigoros;

–        en nombre del Gobierno helénico, por las Sras. S. Charitaki, S. Papaioannou y E.‑M. Mamouna, en calidad de agentes;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. M. Konstantinidis y M. Kellerbauer, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 7 de febrero de 2019;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 1, apartado 1, letras a) y b), de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad (DO 2001, L 82, p. 16).

2        Dicha petición se planteó en el marco de un litigio entre Ellinika Nafpigeia AE y el Sr. Panagiotis Anagnostopoulos y otros 89 trabajadores (en lo sucesivo, «trabajadores afectados»), relativo a la ejecución de los contratos de trabajo inicialmente celebrados entre dichas partes.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión
3        La Directiva 2001/23 llevó a cabo, con efectos desde el 11 de abril de 2001, la codificación de la Directiva 77/187/CEE del Consejo, de 14 de febrero de 1977, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad (DO 1977, L 61, p. 26; EE 05/02, p. 122), en su versión modificada por la Directiva 98/50/CE del Consejo, de 29 de junio de 1998 (DO 1998, L 201, p. 88). Dado que todos los acontecimientos pertinentes relativos a la transmisión controvertida en el litigio principal se desarrollaron después del 11 de abril de 2001, la Directiva 2001/23 es, por este motivo, aplicable ratione temporis al litigio principal.

4        Los considerandos 3 y 8 de la Directiva 2001/23 señalan:

«(3)      Son necesarias disposiciones para proteger a los trabajadores en caso de cambio de empresario, en particular para garantizar el mantenimiento de sus derechos.

[…]

(8)      La seguridad y la transparencia jurídicas han requerido que se aclare el concepto de [transmisión] a la luz de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Esta aclaración no ha supuesto una modificación del ámbito de aplicación de la Directiva 77/187/CEE de acuerdo con la interpretación del Tribunal.»

5        El artículo 1, apartado 1, letras a) y b), de dicha Directiva dispone:

«a)      La presente Directiva se aplicará a [las transmisiones] de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o centros de actividad a otro empresario como resultado de una cesión contractual o de una fusión.

b)      Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra a) y de las siguientes disposiciones del presente artículo, se considerará [transmisión] a efectos de la presente Directiva el de una entidad económica que mantenga su identidad, entendida como un conjunto de medios organizados, a fin de llevar a cabo una actividad económica, va fuere esencial o accesoria.»

6        El artículo 2, apartado 1, letras a) y b), de dicha Directiva tiene el siguiente tenor:

«A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

a)      “cedente”: cualquier persona física o jurídica que, como consecuencia de [una transmisión] en el sentido del apartado 1 del artículo l, pierda la calidad de empresario con respecto a la empresa, el centro de actividad o la parte de estos;

b)      “cesionario”: cualquier persona física o jurídica que, como consecuencia de [una transmisión] en el sentido del apartado 1, del artículo 1, adquiera la calidad de empresario con respecto a la empresa, el centro de actividad o la parte de estos».

7        De conformidad con el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 2001/23:

Los derechos y obligaciones que resulten para el cedente de un contrato de trabajo o de una relación laboral existente en la fecha de [la transmisión], serán transferidos al cesionario como consecuencia de tal [transmisión].»

8        El artículo 4, apartados 1 y 2, de la referida Directiva dispone:

«1.      [La transmisión] de una empresa, de un centro de actividad o de una parte de estos no constituirá en sí [misma] un motivo de despido para el cedente o para el cesionario. Esta disposición no impedirá los despidos que puedan producirse por razones económicas, técnicas o de organización que impliquen cambios en el plano del empleo.

[…]

2.      Si el contrato de trabajo o la relación laboral se rescinde como consecuencia de que [la transmisión] ocasiona una modificación substancial de las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador, la rescisión del contrato de trabajo o de la relación laboral se considerará imputable al empresario.»

9        El artículo 5, apartado 1, de la citada Directiva establece:

«Salvo disposición en contrario por parte de los Estados miembros, los artículos 3 y 4 no serán aplicables a las [transmisiones] de empresas, centros de actividad, o partes de empresas o centros de actividad, cuando el cedente sea objeto de un procedimiento de quiebra o de un procedimiento de insolvencia análogo abierto con vistas a la liquidación de los bienes del cedente y estos estén bajo la supervisión de una autoridad pública competente (que podrá ser un interventor de empresas autorizado por una autoridad pública competente).»

 Derecho griego
10      Con arreglo al artículo 2, apartado 1, letras a) y c), del Proedrikó Diátagma 178/2002: Metra schetiká me tin prostasía ton dikaiomáton ton mgazomese atíptosi metavívasis epicheiríseon, enkatastáseon í tmimáton enkatastáseon í epicheiríseon, se symórfosi pros tin Odigía 98/50/EK tou Symoulís (Decreto Presidencial 178/2002/CE sobre las medidas relativas a la protección de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, con el fin de adaptarse a la Directiva [98/50]) (FEK A’ 162/12.7.2002; en lo sucesivo, «Decreto presidencial 178/2002»), sus disposiciones se aplican a toda transmisión, convencional o legal, o fusión de empresas, de centros de actividad o de partes de centros de actividad, que implique una modificación en la persona del empresario y que pueda afectar a organismos públicos o privados que ejerzan actividades económicas, con ánimo de lucro o sin ánimo de lucro.

11      Con arreglo al artículo 2, apartado 1, letra b), del referido Decreto, se considera «transmisión» toda transmisión de una entidad económica que mantenga su identidad, entendida como un conjunto organizado de recursos, con el fin de llevar a cabo una actividad económica, ya sea principal o accesoria.

12      El artículo 3, apartado 1, letras a) y b), del Decreto Presidencial 178/2002 define los términos «cedente» y «cesionario». El primero de ellos designa a toda persona física o jurídica que, como consecuencia de una transmisión en el sentido antes indicado, pierde la condición de empleador con respecto a la empresa, el centro de actividad o una parte de estos y el segundo a toda persona física o jurídica que, como consecuencia de dicha transmisión, adquiere la condición de empresario con respecto a la empresa, el centro de actividad o una parte de estos.

13      De conformidad con el artículo 4, apartado 1, párrafo primero, del Decreto Presidencial 178/2002, todos los derechos y obligaciones que tuviera el cedente en virtud de un contrato de trabajo o una relación laboral existente serán transmitidos al cesionario a partir de la fecha de la transmisión.

14      El artículo 4, apartado 1, párrafo segundo, del Decreto Presidencial 178/2002, establece que una vez efectuada la transmisión el cedente y el cesionario responderán solidaria e íntegramente de las obligaciones que resulten de un contrato de trabajo o una relación laboral existente hasta la fecha en que el cesionario asuma sus funciones.

15      Del artículo 4, apartado 2, de dicho Decreto resulta que con posterioridad a la transmisión el cesionario mantendrá las condiciones laborales que hubieran sido establecidas mediante convenio colectivo, por decisión arbitral, por la reglamentación correspondiente o por un contrato de trabajo individual.

16      El artículo 5, apartado 1, párrafo primero, del Decreto Presidencial 178/2002 dispone que la transmisión de una empresa, de un centro de actividad o de una parte de empresa no constituirá, por sí misma, una causa de despido de los trabajadores. Sin embargo, según lo dispuesto en el artículo 5, apartado 1, párrafo segundo, de dicho Decreto, sin perjuicio del cumplimiento de las normas en materia de despidos, se autorizan los despidos que resulten necesarios por razones de índole económica, técnica o de organización que impliquen cambios de personal. No obstante, el artículo 5, apartado 2, de dicho Decreto establece que en el supuesto de que se resuelva el contrato de trabajo o la relación laboral debido a que la transmisión conlleve una modificación sustancial de las condiciones laborales en detrimento de los trabajadores, la rescisión del contrato de trabajo o de la relación laboral se considerará imputable al empresario.

17      Conforme al artículo 6, apartado 1, del Decreto Presidencial 178/2002, las consecuencias de una transmisión, recogidas en los artículos 4 y 5 del mencionado Decreto, no serán aplicables cuando el cedente objeto esté sometido a un procedimiento concursal o de un procedimiento de insolvencia análogo.

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

18      Los trabajadores afectados fueron contratados hace aproximadamente 30 años, en virtud de contratos de trabajo por tiempo indefinido por Ellinika Nafpigeia, para trabajar en las instalaciones de dicha sociedad situadas en Skaramangas (Grecia).

19      La mencionada sociedad era una empresa del sector público desde 1985, que en 2002 fue privatizada y quedó sujeta a una prohibición de reducción de su personal, hasta el 30 de septiembre de 2008.

20      En el momento de su privatización, Ellinika Nafpigeia desarrollaba cuatro tipos de actividades, a saber, la construcción de buques de guerra y mercantes, la reparación de buques, la construcción y reparación de submarinos, así como la construcción y reparación de vehículos ferroviarios. Estos tipos de actividades se atribuían respectivamente a cuatro «direcciones», a saber, la dirección de maquinaria de superficie, la dirección de reparaciones, la dirección de submarinos y la dirección de material rodante. Además, la estructura organizativa de Ellinika Nafpigeia comprendía cuatro «divisiones» de producción, en concreto, un tren de laminación, una unidad de producción de tubos, una carpintería y un taller mecánico. La participación de estas «divisiones» de producción era indispensable para realizar los trabajos encomendados en el marco de cada una de las actividades antes citadas, organizadas en direcciones.

21      Poco después de su privatización, Ellinika Nafpigeia creó una sociedad filial en el sector del material rodante, Etaireia Trochaiou Ylikou Ellados AE (en lo sucesivo, «ETYE»), con el fin de transferir a esta los acuerdos de programa en curso relativos a la construcción y entrega de vehículos ferroviarios de diferentes tipos. Según la resolución de remisión, el 28 de septiembre de 2006, Ellinika Nafpigeia y ETYE celebraron varios contratos para hacer posible que la «dirección de material rodante» de Ellinika Nafpigeia pudiera funcionar, a partir del 1 de octubre de 2006, como una sociedad autónoma bajo la denominación de ETYE.

22      Estos contratos tenían por objeto, en particular, el alquiler para uso profesional de un terreno de Ellinika Nafpigeia, la venta y la entrega, por Ellinika Nafpigeia a ETYE, de bienes muebles, la prestación, por Ellinika Nafpigeia a ETYE, de servicios de carácter administrativo, así como la adjudicación, por Ellinika Nafpigeia a ETYE, de la ejecución de obras suspendidas que debían efectuarse en virtud de tres acuerdos de programa.

23      En el año 2007, Ellinika Nafpigeia y ETYE celebraron otros contratos cuyo objeto era, en particular, el préstamo de personal de ETYE a Ellinika Nafpigeia, la atribución, por Ellinika Nafpigeia a ETYE, de la ejecución de obras suspendidas que debían efectuarse en virtud de un acuerdo de programa, y la prestación de servicios por parte de ETYE a Ellinika Nafpigeia.

24      El 28 de septiembre de 2007, Ellinika Nafpigeia y ETYE celebraron un acuerdo marco que preveía la liquidación de esta última el 30 de septiembre de 2008. Por otra parte, se acordó que Ellinika Nafpigeia asumiría los costes de liquidación equivalentes al coste estimado del despido de los 160 empleados de ETYE. Sin embargo, la fecha prevista de dicha liquidación se retrasó como resultado de una modificación, llevada a cabo el 10 de septiembre de 2008, de dicho acuerdo marco.

25      El 1 de octubre de 2007, todas las acciones de ETYE pasaron a ser propiedad de INTEI Industriebeteiligungsgesellschaft mbH (en lo sucesivo, «INTEI») y de Industriegesellschaft Waggonbau Ammendorf mbH (en lo sucesivo, «IGWA»), grupo de sociedades de responsabilidad limitada alemanas.

26      Mediante comunicación de 8 de octubre de 2007, se informó a todos los trabajadores de la adquisición de ΕΤΥΕ por el mencionado grupo empresarial. El 13 de mayo de 2008 se pactó un convenio colectivo de empresa por el que se establecieron las condiciones retributivas y laborales de todos los trabajadores de ΕΤΥΕ.

27      En 2010, el Polymeles Protodikeio Athinon (Tribunal de Primera Instancia de Atenas, Grecia) declaró la quiebra de ETYE.

28      El 1 de junio de 2009, los trabajadores afectados interpusieron ante el Monomeles Protodikeio Athinon (Juzgado de Primera Instancia de Atenas, Grecia) una demanda para que se declarara que seguían vinculados a Ellinika Nafpigeia en virtud de contratos de trabajo por tiempo indefinido, que Ellinika Nafpigeia estaba obligada a abonarles las retribuciones legalmente establecidas durante todo el período de vigencia de sus contratos de trabajo y que, en caso de que se procediera a su resolución, Ellinika Nafpigeia estaba obligada a abonar a todos los trabajadores las indemnizaciones por despido previstas por la ley.

29      Dado que el juez estimó dicho recurso, Ellinika Nafpigeia interpuso recurso de apelación ante el Efeteio Athinon (Tribunal de Apelación de Atenas, Grecia). Dicho órgano jurisdiccional ratificó la resolución dictada en primera instancia declarando, en particular, que ETYE nunca existió como entidad orgánica autónoma. Estimó, en primer lugar, que ETYE no constituía una unidad de producción autónoma, toda vez que para la producción y la reparación del material rodante era indispensable la aportación de las cuatro divisiones de producción de Ellinika Nafpigeia y que, si Ellinika Nafpigeia pusiera fin a toda su actividad, a ΕΤΥΕ le habría resultado imposible llevar a cabo la construcción y reparación de material ferroviario. En segundo lugar, ETYE no tenía su propia estructura administrativa, pues se la proporcionaba Ellinika Nafpigeia y, en tercer lugar, no disponía de autonomía financiera, ya que Ellinika Nafpigeia garantizaba su gestión financiera. El Efeteio Athinon (Tribunal de Apelación de Atenas) dedujo de todo ello que no se había producido una transmisión de empresa, de centro de actividad o de partes de un centro de actividad y que, por tanto, Ellinika Nafpigeia seguía siendo el empresario de los trabajadores afectados.

30      El 29 de agosto de 2013, Ellinika Nafpigeia interpuso recurso de casación contra dicha resolución ante el Areios Pagos (Tribunal Supremo, Grecia). Se produjo una divergencia de opiniones en el seno de la Sala de dicho órgano jurisdiccional que conocía del asunto en lo que respecta al alcance de los términos «entidad económica» que figuran en el artículo 1 de la Directiva 2001/23.

31      En efecto, según tres magistrados de la sala, no era posible que ETYE continuara la actividad empresarial que asumió, dado que, con anterioridad a la transmisión controvertida, no disponía de la infraestructura material o técnica necesaria y que la dirección de material rodante que al parecer le fue transmitida no podía funcionar sin el apoyo de las divisiones de la producción de Ellinika Nafpigeia y de sus servicios administrativos y financieros. En opinión de dichos magistrados, esta apreciación resulta corroborada por el escaso volumen de actividad desplegado por ETYE y que condujo a su quiebra. Estimaron que lo anterior apoyaba, por otra parte, las alegaciones de los trabajadores afectados en el sentido de que el objetivo de la transmisión controvertida consistía en suprimir la actividad de construcción y reparación de vehículos ferroviarios de Ellinika Nafpigeia y suprimir los puestos de trabajo vinculados a dicha actividad sin hacer frente a las consecuencias financieras negativas.

32      En cambio, dos magistrados de la sala que conoce del asunto consideran que la unidad transferida gozaba de una autonomía suficiente, tanto antes como después de la transmisión controvertida, para ejercer su actividad económica. Sostienen que, en efecto, en caso de transmisión de una unidad de menor importancia, los elementos inherentes al concepto de «entidad económica» se pueden entender de manera menos restrictiva que en el supuesto de una transmisión de toda una empresa o de una actividad principal. El hecho de que el cesionario, como filial, haya sido apoyado por el cedente en el ejercicio de la actividad adquirida no excluye, en su opinión, la existencia de una transmisión, dado que, a efectos de la interpretación del concepto de «transmisión», es preciso tener en cuenta, en opinión de estos magistrados, las formas actuales que puede revestir la «actuación empresarial» recurriendo, en particular, a bienes y servicios de terceros. Por último, la intención del cedente y del cesionario de liquidar la empresa no constituye un indicio que excluya la presencia de una transmisión, sino un elemento que permite, en su caso, llevar a cabo, con arreglo a normas de Derecho nacional, una modificación unilateral de las condiciones del contrato y una ruptura de este por el empresario cedente.

33      En consecuencia, el Areios Pagos (Tribunal Supremo) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes:

«1)      ¿Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1 de la [Directiva 2001/23] y a efectos de determinar si existe o no transmisión de empresa, de centro de actividad o de partes de centro de actividad o de empresa, debe considerarse que constituye “entidad económica” toda unidad de producción completamente autónoma con una capacidad de funcionamiento que le permita cumplir su propia finalidad económica sin necesidad de recurrir (a través de adquisición, préstamo, arrendamiento o de otro modo) a factores de producción (materias primas, mano de obra, equipamiento mecánico, componentes del producto final, servicios de asistencia, recursos económicos y otros) facilitados por terceros? O, por el contrario, ¿son suficientes para la calificación de “entidad económica” la diversificación del objeto de la actividad o la posibilidad real de que ese objeto pueda constituir la finalidad de una actividad económica autónoma y la viabilidad de una organización eficaz de los factores de producción (materias primas, máquinas y otro tipo de equipamiento, mano de obra y servicios de asistencia) para cumplir esa finalidad concreta, sin que sea relevante que el nuevo operador que ejerce la actividad recurra a factores de producción incluso fuera de su propio ámbito o que no cumpla su finalidad en un caso concreto?

2)      ¿Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1 de la [Directiva 2001/23], se excluye o no la existencia de transmisión en caso de que el cedente, el cesionario o ambos prevean no solo la continuación exitosa de la actividad por parte del nuevo operador, sino también el futuro cese de esta, con vistas a la liquidación de dicha empresa?»

 Sobre las cuestiones prejudiciales

34      Mediante sus dos cuestiones prejudiciales, que procede examinar conjuntamente, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si la Directiva 2001/23, en particular su artículo 1, apartado 1, letras a) y b), debe interpretarse en el sentido de que se aplica a la transmisión de una unidad de producción cuando, por un lado, el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente actúan con vistas a que el cesionario continúe con la actividad económica ejercida por el cedente, pero también con vistas a la posterior desaparición del propio cesionario, en el marco de una liquidación, y, por otro lado, la unidad en cuestión, que no tiene capacidad para alcanzar su objeto económico sin recurrir a factores de producción procedentes de terceros, no es totalmente autónoma.

35      Ha de señalarse, con carácter preliminar que, de los términos del artículo 1, apartado 1, letra a), la Directiva 2001/23 se desprende que dicha Directiva es aplicable a las transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o centros de actividad a otro empresario como resultado de una cesión contractual o de una fusión.

36      Siempre que cumpla los requisitos antes mencionados, la transmisión debe cumplir también los requisitos establecidos en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha Directiva, a saber, referirse a una entidad económica que mantenga su identidad, entendida como un conjunto de medios organizados, a fin de continuar una actividad económica, ya sea esencial o accesoria.

37      Con el fin de dar una respuesta útil al órgano jurisdiccional remitente, procede, en un primer momento, responder a la cuestión de si la Directiva 2001/23, en particular su artículo 1, apartado 1, letra b), puede aplicarse en una situación en la que el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente contemplan no solo la continuación, por el cesionario, de la actividad de la entidad transmitida, sino también la futura liquidación del propio cesionario. En efecto, solo en caso de respuesta afirmativa procederá, en un segundo momento, responder a la cuestión de si una entidad transmitida, como la controvertida en el litigio principal, puede estar comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 1, apartado 1, letras a) y b), de la Directiva 2001/23.

38      Ante todo, si bien es cierto que el artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva 2001/23 establece que la transmisión debe realizarse «a fin de llevar a cabo una actividad económica», no se deduce sin embargo de dicho texto que la continuación de actividad deba ser ilimitada en el tiempo ni que el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente no puedan tener también la intención de hacer desaparecer, posteriormente tras haber desarrollado la actividad, al propio cesionario.

39      Así pues, de ninguna disposición de la Directiva 2001/23 resulta que el legislador de la Unión haya pretendido supeditar la aplicabilidad de dicha Directiva a la perennidad del cesionario más allá de un término concreto.

40      Seguidamente, es preciso subrayar que la interpretación que llevaría a excluir del ámbito de aplicación de la Directiva 2001/23 una transmisión como la controvertida en el litigio principal iría en contra del principal objetivo perseguido por dicha Directiva.

41      En efecto, la Directiva 2001/23 tiene por objeto garantizar la continuidad de las relaciones laborales existentes en el seno de una unidad económica, con independencia del cambio de propietario (sentencia de 6 de marzo de 2014, Amatori y otros, C‑458/12, EU:C:2014:124, apartado 51 y jurisprudencia citada).

42      Pues bien, la transmisión controvertida en el litigio principal parece haberse realizado, en particular, con la perspectiva de continuar la actividad económica por el nuevo operador, de modo que, en el presente asunto, debe quedar garantizada la continuación de las relaciones laborales garantizada por la Directiva 2001/23.

43      Por último, corrobora esta interpretación el artículo 5, apartado 1, de la Directiva 2001/23, que constituye un elemento del contexto en el que se inscribe el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha Directiva.

44      En efecto, conforme al artículo 5, apartado 1, de la Directiva 2001/23, sus artículos 3 y 4 no serán aplicables, en principio, cuando el cedente sea objeto de procedimientos de quiebra o de insolvencia análogos abiertos con vistas a la liquidación de los bienes del cedente.

45      De ello se deduce que la protección garantizada frente a los trabajadores por los artículos 3 y 4 de la Directiva 2001/23 solo puede cesar en el supuesto de que sea el cedente quien está sometido a tal procedimiento en el momento de la transmisión.

46      Pues bien, en el litigio principal, consta, por un lado, que el cedente no es objeto de tal procedimiento y que, por otro lado, el cese de la actividad económica transmitida solo se contempla para el futuro, en el marco de la liquidación del cesionario.

47      De ello se deduce que, en circunstancias como las del litigio principal, los trabajadores afectados por la transmisión no pueden quedar privados de la protección que les conceden los artículos 3 y 4 de la Directiva 2001/23.

48      De lo anterior se desprende que la Directiva 2001/23, en particular su artículo 1, apartado 1, letra b), puede aplicarse, en principio, en una situación en la que el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente prevén no solo la continuación por el cesionario de la actividad de la entidad transmitida, sino también la futura liquidación del propio cesionario.

49      Sin embargo, como se desprende del apartado 31 de la presente sentencia, el órgano jurisdiccional remitente parece albergar dudas acerca de si, en el asunto de que conoce, la transmisión no es objeto de una desviación por parte del cedente, el cesionario o ambos conjuntamente, a fin de disimular su verdadera intención, consistente en facilitar la liquidación de la entidad transmitida sin tener que asumir sus repercusiones financieras.

50      A este respecto, es preciso recordar el principio general del Derecho de la Unión en cuya virtud la aplicación de la normativa de la Unión no puede extenderse hasta llegar a cubrir operaciones que se realicen para beneficiarse fraudulenta o abusivamente de las ventajas establecidas en el Derecho de la Unión (véase, en este sentido, la sentencia de 26 de febrero de 2019, N Luxembourg 1 y otros, C‑115/16, C‑118/16, C‑119/16 y C‑299/16, EU:C:2019:134, apartados 96 y 97 y jurisprudencia citada).

51      De ello se deduce que debe denegarse la aplicación de las disposiciones del Derecho de la Unión cuando se invoquen no para alcanzar los objetivos de las disposiciones en cuestión sino con el fin de disfrutar de una ventaja del Derecho de la Unión aunque los requisitos establecidos al respecto se cumplan solo formalmente (véase, en este sentido, la sentencia de 26 de febrero de 2019, N Luxembourg 1 y otros, C‑115/16, C‑118/16, C‑119/16 y C‑299/16, EU:C:2019:134, apartado 98).

52      Corresponde al Tribunal de Justicia proporcionar al órgano jurisdiccional remitente indicaciones útiles para poder verificar si el cedente y el cesionario respetan o no el principio recordado en el apartado 50 de la presente sentencia.

53      A este respecto, si bien el artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva 2001/23 supedita su aplicación al requisito de que la actividad económica de la entidad transmitida continúe con posterioridad a la transmisión, la mera continuación de esta actividad no puede por sí misma llevar a declarar que se cumple dicho requisito.

54      En efecto, el Tribunal de Justicia ha declarado que, para estar sujeto a la Directiva 2001/23, la transmisión debe permitir al cesionario la continuación de las actividades o de determinadas actividades del cedente de forma estable (véase, en este sentido, la sentencia de 2 de diciembre de 1999, Allen y otros, C‑234/98, EU:C:1999:594, apartado 37 y jurisprudencia citada).

55      Es preciso interpretar que el requisito de estabilidad establecido por el Tribunal de Justicia remite a un conjunto coherente de factores de producción diferentes, en concreto de elementos materiales o inmateriales, así como los efectivos necesarios, que permitan a la entidad transferida continuar una actividad económica (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de septiembre de 1995, Rygaard, C‑48/94, EU:C:1995:290, apartado 21).

56      Pues bien, un conjunto de factores de producción que tiende, desde el momento en que se produjo la transmisión, a generar un desequilibrio entre los materiales de entrada y los de salida en la producción, que puede por tanto llevar a su asfixia y provocar, progresiva pero inevitablemente la desaparición de la actividad transferida, no solo no puede considerarse conforme con la exigencia de estabilidad, sino que podría poner además de manifiesto una intención abusiva de los operadores económicos en cuestión, destinada a eludir las repercusiones económicas negativas de la futura liquidación de la entidad transmitida que normalmente hubieran debido incumbir al cedente y que el cesionario no se halla en condiciones de asumir.

57      Ese podría ser también el caso si la actividad de la entidad transferida se limitase a finalizar determinados contratos o programas determinados, sin crear en la empresa un conjunto organizado de elementos como los mencionados en el apartado 55 de la presente sentencia (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de septiembre de 1995, Rygaard, C‑48/94, EU:C:1995:290, apartados 20 a 22).

58      Corresponde al órgano jurisdiccional remitente comprobar, a la luz de los criterios anteriores, si, en una situación como la controvertida en el litigio principal, el cedente y el cesionario respetan el principio general del Derecho de la Unión mencionado en al apartado 50 de la presente sentencia y, por lo tanto, pueden acogerse a las ventajas que la Directiva 2001/23 prevé en caso de transmisión de empresa.

59      En un segundo momento, tal como se ha señalado en el apartado 37 de la presente sentencia, procede examinar si el artículo 1, apartado 1, letras a) y b), de la Directiva 2001/23 puede aplicarse a la transmisión de una entidad como la controvertida en el litigio principal.

60      Para estar comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva, la transmisión debe referirse a una parte de la empresa cedente que constituya una entidad económica entendida como un conjunto organizado de personas y elementos que permite el ejercicio de una actividad económica con un objetivo propio y suficientemente estructurada y autónoma (véase, en este sentido, la sentencia de 13 de septiembre de 2007, Jouini y otros, C‑458/05, EU:C:2007:512, apartado 31 y jurisprudencia citada).

61      A tal efecto, la entidad en cuestión debe asimismo mantener su identidad con posterioridad a la transmisión (véase, en este sentido, la sentencia de 12 de febrero de 2009, Klarenberg, C‑466/07, EU:C:2009:85, apartado 39).

62      En la medida en que la identidad de una entidad económica está, pues, constituida por varios elementos indisociables como el personal que la integra, su marco de actuación, la organización de su trabajo, sus métodos de explotación o, en su caso, los medios de explotación de que dispone (sentencia de 20 de julio de 2017, Piscarreta Ricardo, C‑416/16, EU:C:2017:574, apartado 43 y jurisprudencia citada), tal identidad implica necesariamente, entre otros elementos, una autonomía funcional.

63      Así pues, al ser inherente a su identidad, la autonomía funcional de dicha entidad debe, como exige el artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva 2001/23, mantenerse después de la transmisión.

64      Además, no es necesario que dicha autonomía sea total. En efecto, se desprende expresamente del tenor del artículo 1, apartado 1, letra a), de la Directiva 2001/23 que esta es aplicable, no solo a la transmisión de la empresa, sino también a la transmisión de una parte de la empresa.

65      Por ello, no puede excluirse de entrada del ámbito de aplicación de la Directiva 2001/23 una unidad de producción de una empresa, como la controvertida en el litigio principal, cuya actividad se ejercía antes de la transmisión dentro de dicha empresa y cuya autonomía en ella era, por tanto, limitada.

66      En el presente asunto, se desprende de la resolución de remisión que la unidad de producción transmitida podría no tener la capacidad de funcionar para alcanzar su objeto económico sin recurrir a los factores de producción de un tercero.

67      En efecto, si las partes de una misma empresa disfrutan de la autonomía de conjunto de esta, se corre el riesgo de que no exista la autonomía que necesitan dichas partes en sus propias relaciones con el exterior.

68      En un contexto parecido, el Tribunal de Justicia ha declarado en particular que una interpretación del artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva 2001/23 que excluyera de su ámbito de aplicación una situación en la que los elementos materiales indispensables para el desarrollo de la actividad de que se trate no hayan dejado en ningún momento de pertenecer al cedente privaría a la Directiva de una parte de su efectividad (sentencia del Tribunal de Justicia de 7 de agosto de 2018, Colino Sigüenza, C‑472/16, EU:C:2018:646, apartado 39 y jurisprudencia citada).

69      No obstante, dado que, como se desprende del apartado 21 de la presente sentencia, una unidad de producción como la controvertida en el litigio principal, constituida por la «dirección de material rodante» de Ellinika Nafpigeia, fue transferida a ETYE, filial de la primera, ya no puede considerarse que esta unidad disponga de la autonomía de la sociedad matriz. El mantenimiento de la autonomía de una unidad separada, como la controvertida en el litigio principal, supone, por tanto, que esta última disponga, con posterioridad a la transmisión, de garantías suficientes que le permitan el acceso a los factores de producción del tercero de que se trate, a fin de no depender de las decisiones económicas tomadas por este de forma unilateral.

70      Estas garantías pueden adoptar, en particular, la forma de convenios o contratos, entre la unidad transmitida y el tercero afectado, que establezcan las condiciones precisas e imperativas en las que quedará asegurado el acceso a los factores de producción de este último.

71      En definitiva, corresponderá al órgano jurisdiccional remitente comprobar, a la luz de los elementos expuestos en los apartados 69 y 70 de la presente sentencia y teniendo en cuenta todas las circunstancias de hecho de la operación en cuestión, que la unidad de producción transferida dispone de garantías suficientes que le permitan acceder a los factores de producción de terceros.

72      En esas circunstancias, procede responder a las cuestiones planteadas que la Directiva 2001/23, en particular su artículo 1, apartado 1, letras a) y b), debe interpretarse en el sentido de que se aplica a la transmisión de una unidad de producción cuando, por un lado, el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente actúan con vistas a que el cesionario continúe con la actividad económica ejercida por el cedente, pero también a la posterior desaparición del propio cesionario, en el marco de una liquidación, y, por otro lado, la unidad de que se trata, que no tiene capacidad para alcanzar su objeto económico sin recurrir a factores de producción procedentes de terceros, no es totalmente autónoma, siempre que, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente, por una parte, se respete el principio general del Derecho de la Unión que obliga al cedente y al cesionario a no intentar beneficiarse de forma fraudulenta y abusiva de las ventajas que podrían obtener de la Directiva 2001/23 y, por otra parte, que la unidad de producción de que se trata disponga de garantías suficientes que le permitan el acceso a los factores de producción de un tercero para no depender de las decisiones económicas tomadas por este de forma unilateral.

 Costas

73      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional remitente, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:

La Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, concretamente su artículo 1, apartado 1, letras a) y b), debe interpretarse en el sentido de que se aplica a la transmisión de una unidad de producción cuando, por un lado, el cedente, el cesionario o ambos conjuntamente actúan con vistas a que el cesionario continúe con la actividad económica ejercida por el cedente, pero también a la posterior desaparición del propio cesionario, en el marco de una liquidación, y, por otro lado, la unidad de que se trata, que no tiene capacidad para alcanzar su objeto económico sin recurrir a factores de producción procedentes de terceros, no es totalmente autónoma, siempre que, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente, por una parte, se respete el principio general del Derecho de la Unión que impone al cedente y al cesionario no pretender beneficiarse de forma fraudulenta y abusiva de las ventajas que podrían obtener de la Directiva 2001/23 y, por otra parte, que la unidad de producción de que se trata disponga de garantías suficientes que le permitan el acceso a los factores de producción de un tercero para no depender de las decisiones económicas efectuadas por este de forma unilateral.
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